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ASEAN: Asociación de Naciones del Sudeste 
Asiático

CADHP: Comisión Africana de Derechos Hu-
manos y de los Pueblos

CDH: Comité de Derechos Humanos

CEDEAO: Comunidad Económica de Estados 
de África Occidental

CIPM: Comisión Internacional contra la Pena 
de Muerte

EPU: Examen Periódico Universal

ONG: Organización No Gubernamental

PIDCP: Pacto Internacional de Derechos Civi-
les y Políticos

Resolución 62/149 de la Asamblea General 
de las Naciones Unidas, o A/RES/62/149: 	
Resolución de la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas, aprobada el 18 de diciembre de 
2007, en que se exhortaba al establecimiento 
de una moratoria de la pena de muerte.

Segundo Protocolo Facultativo del PIDCP: 
Segundo Protocolo Facultativo del Pacto In-
ternacional de Derechos Civiles y Políticos, 
destinado a abolir la pena de muerte

TEDH: Tribunal Europeo de Derechos Huma-
nos

TPIR: Tribunal Penal Internacional para Ruan-
da

UA: Unión Africana

UE: Unión Europea

CONCEPTO Y DEFINICIÓN

Abolicionista para todos los delitos: País 
cuyas leyes no prevén la pena de muerte para 
ningún delito. (Amnistía Internacional)

Abolicionista para los delitos comunes:   
País cuyas leyes prevén la pena de muer-
te únicamente para delitos excepcionales, 
como los previstos en el Derecho militar o los 
cometidos en tiempo de guerra. (Amnistía In-
ternacional)

Abolicionista de facto: País que mantiene 
la pena de muerte en su ordenamiento jurídi-
co pero que no ha ejecutado a nadie durante, 
como mínimo, los últimos diez años.

Retencionista: País que mantiene en su or-
denamiento jurídico la pena de muerte para 
los delitos comunes en todo momento, tam-
bién en tiempos de paz.

Moratoria oficial de las ejecuciones: Com-
promiso público de las más altas autoridades 
políticas por el que se suspende oficialmente 
la aplicación de la pena de muerte.

GLOSARIO
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España se opone firmemente a la pena de muerte y considera que esta supone un fracaso del 
Estado y un atentado inhumano contra a la vida. La dignidad de la persona y el respeto por 
las vidas humanas son piedras angulares de la sociedad española. Como miembro del Consejo 
de Europa, donde la abolición es requisito clave, España estuvo presente en la fundación, en 
2010, de la Comisión Internacional contra la Pena de Muerte (CIPM), y alberga, con orgullo, su 
sede en Madrid. España también trabaja mano a mano con otros 18 países en el marco del 
Grupo de Apoyo de la CIPM, al considerar que la lucha de España contra la pena de muerte lo 
es a nivel global.

La presente publicación también es de carácter global. En ella se explica cómo 27 Estados 
realizaron la transición desde la pena de muerte hasta la abolición, en contextos políticos e 
históricos muy diferentes, y cómo, a pesar de esos contrastes, las medidas adoptadas en ellos 
para avanzar hacia la abolición, y la resistencia a que tuvieron que hacer frente, fueron muy 
similares en todos los casos. Este hecho confirma que la decisión de abolir la pena de muerte 
no viene determinada por circunstancias específicas; es solo una cuestión de voluntad: si hay 
voluntad, hay medios para lograr la abolición. 

Los hechos nos dan la razón, además. Es un hecho que los países que todavía aplican la pena 
de muerte no son más seguros que los que no lo hacen, más bien lo contrario. Y siendo Espa-
ña pionera en la protección de las víctimas, sabemos que ni ellas ni sus familiares obtienen 
consuelo de la venganza, sino de nuestro apoyo y nuestra asistencia continuos. Por tanto, 
debemos tratar de lograr una vida mejor para las víctimas, no la muerte de los condenados.

Afortunadamente, los datos son claros: todos apuntan a una tendencia evidente hacia la abo-
lición, abrazada por más de dos tercios de los países del mundo. No es casualidad que la pre-
sente publicación duplique el número de países de la edición anterior (2013). Esto confirma, 
una vez más, que la universalidad de los derechos humanos no es un principio teórico, sino una 
realidad.

PRÓLOGO DE ALFONSO 
DASTIS, MINISTRO DE 
ASUNTOS EXTERIORES 
Y DE COOPERACIÓN 
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Estos buenos resultados nos animan a seguir adelante, aunque con cautela. Los intentos por 
restablecer la pena de muerte son aislados e infructuosos, pero se pueden producir más. Y 
los países que todavía recurren a la pena capital son muy inflexibles al respecto. Los logros 
conseguidos y la persistencia de las amenazas deben motivarnos a seguir adelante porque, 
como ocurre siempre en el contexto de los derechos humanos, la abolición no puede darse por 
sentada. Siempre existe la manera de lograrla y la responsabilidad de mantenerla; la palabra 
"imposible" no es aplicable a la causa abolicionista.

De ahí la importancia de esta publicación para los investigadores, la opinión pública y los foros 
multilaterales. Estoy convencido de que se convertirá en un referente clave para España en 
su lucha por impulsar la causa de la abolición durante su período de pertenencia al Consejo de 
Derechos Humanos, de 2018 a 2021.

. 

Alfonso Dastis 
Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación de España
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Creo firmemente en la abolición de la pena de muerte. Es la razón por la que me uní a la CIPM, 
donde me rodea un impresionante grupo de personas que también cree en esta causa y que 
ha demostrado un gran compromiso abolicionista en sus países de origen o a nivel internacio-
nal. Fue un placer y un honor que me eligieran como Presidenta de dicha Comisión en octubre 
de 2017.

La CIPM está integrada por 21 Comisarios de alto perfil, entre los que se incluyen ex-Presiden-
tes, Primeros Ministros, Ministros, altos funcionarios de las Naciones Unidas, un ex-Gobernador 
estatal de los Estados Unidos de América, exjueces, un ex-Presidente de la Corte Internacional 
de Justicia y una prominente académica. 

Los Comisarios representan a todas las regiones del mundo, lo que demuestra que la abolición 
de la pena de muerte es una preocupación a escala mundial y no la causa exclusiva de una 
región, un régimen político, una religión, una cultura o una tradición concretos. Los miembros 
de la CIPM no representamos a nuestros respectivos países y actuamos con total independen-
cia. Todos mis colegas Comisarios son personalidades conocidas con una amplia experiencia 
en la administración pública y en la esfera de los derechos humanos. Todos compartimos la 
profunda pasión de participar en la lucha contra la pena de muerte y de apoyar dicha lucha. 
Nuestra experiencia y nuestro conocimiento nos permiten abordar asuntos sensibles desde el 
punto de vista político y dialogar con funcionarios de alto rango de países en los que la pena 
de muerte aún se encuentra vigente.

La Comisión trabaja bajo los auspicios de un grupo geográficamente diverso de 19 países y 3 
Estados observadores, todos ellos comprometidos con la abolición de la pena de muerte. El 
Grupo de Apoyo de la CIPM está integrado por los siguientes Estados Miembros de pleno dere-
cho: Alemania, Argelia, Argentina, Bélgica, España, Filipinas, Francia, Italia, Kazajistán, México, 
Mongolia, Noruega, Portugal, Reino Unido, República Dominicana, Sudáfrica, Suiza, Togo y Tur-
quía; y por tres Estados observadores (Australia, Canadá y Nueva Zelanda). 

MENSAJE DE NAVI
PILLAY, PRESIDENTA
DE LA CIPM
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La CIPM considera que el liderazgo político es sumamente importante para asegurar la abo-
lición de la pena de muerte, algo que la implicación personal de mis compañeros Comisarios 
pone de relieve. Por ejemplo, el miembro más reciente de la CIPM, el ex-Presidente de Mongolia, 
Tsakhiagiin Elbegdorj, que se unió a nosotros a principios de este año, ha demostrado, durante 
su Presidencia, un alto grado de voluntad y liderazgo político para conducir a Mongolia por 
la senda de la abolición. El Sr. Elbegdorj se une a la Comisión ya integrada por Robert Badin-
ter, Gloria Macapagal-Arroyo, Bill Richardson, Ibrahim Najjar y Marzuki Darusman, quienes han 
ejercido un liderazgo muy importante para conducir a sus países hacia la abolición de la pena 
capital.

En el plano mundial, y en mi condición de Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos, he incorporado, junto con el Comisario Prof. Simonovic, en su calidad de 
Subsecretario General de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, el discurso de la aboli-
ción de la pena de muerte a las actividades de dicha Organización. Otro de nuestros Comisa-
rios, Marc Baron Bossuyt, es el autor del Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), el único instrumento mundial destinado a abolir la pena 
de muerte, aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 15 de diciembre de 
1989 y que, a día de hoy, cuenta con 85 Estados Partes y 2 Estados signatarios, y que ha con-
tribuido y sigue contribuyendo de manera considerable a la abolición de la pena de muerte a 
nivel mundial.

He combatido el uso de la pena de muerte como abogada sudafricana, como Jueza y Presi-
denta del Tribunal Penal Internacional para Ruanda (TPIR) y como Magistrada de la Corte Penal 
Internacional, así como en mi papel como Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos. Durante mi trayectoria profesional he tenido que juzgar numerosos críme-
nes, horribles, de lesa humanidad. Pero incluso en estos casos, me he dado cuenta de que la 
pena de muerte no es la solución. La violencia no puede combatirse con más violencia. El res-
peto y la protección del derecho fundamental a la vida son más importantes que cualquier tipo 
de venganza. Para abandonar la pena de muerte son necesarios voluntad y liderazgo políticos.

Supone para mí un gran placer formar parte del informe titulado "La abolición de la pena de 
muerte en los Estados: análisis de 29 casos", que amplía la publicación de la CIPM de 2013 
titulada "La abolición de la pena de muerte en los Estados". La primera edición surgió de una 
mesa redonda organizada por las Naciones Unidas en Nueva York en julio de 2012, en la cual 
surgieron interrogantes respecto del proceso de abolición de la pena de muerte en los Estados 
y a raíz de la cual, en febrero de 2013, la CIPM organizó una reunión de expertos en Ginebra 
para debatir las medidas que los Estados podrían adoptar para abolir la pena capital.

En el presente documento se analizan las experiencias de 26 países y tres estados de los Es-
tados Unidos de América en su proceso de abolición de la pena de muerte. Sobre la base de las 
lecciones aprendidas y las experiencias extraídas, el documento orienta a los Estados sobre 
cómo abolir la pena de muerte. Considero que se trata de una labor esencial para promover la 
abolición de la pena capital en todas las regiones del mundo. 
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La primera edición se tradujo a varios idiomas, entre ellos el español, el francés, el ruso y el bie-
lorruso, y se considera una guía útil para los encargados de formular las políticas en diversos 
países que actualmente están dando pasos hacia la abolición de la pena de muerte.

En su última reunión, en octubre de 2017, los Comisarios de la CIPM decidieron actualizar esa 
publicación señalando que se habían producido cambios en varios de los países mencionados 
en ella y para reflejar la situación actual de la pena capital, incorporando las experiencias de 
más Estados.

Estoy plenamente de acuerdo con mi predecesor, Federico Mayor, Presidente fundador de la 
CIPM, quien, al publicarse la primera edición, hizo la siguiente observación, que sigue siendo 
pertinente para el presente documento: "El objetivo de la CIPM es lograr la abolición universal 
de la pena de muerte. Para alcanzar este objetivo, existe una serie de pasos que los Estados 
pueden dar. La finalidad del presente documento es contribuir al cumplimiento de dicho fin 
ulterior: un mundo sin pena de muerte".

Judge Navi Pillay
Presidenta. Comisión Internacional contra la Pena de Muerte
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En la presente publicación se describen las experiencias de 26 países y 3 estados de Estados 
Unidos de América que han tomado medidas tendientes a la abolición de la pena de muerte. 
Como ponen de manifiesto los 29 casos analizados, los Estados pueden decidir abolir la pena de 
muerte de maneras muy diversas.

El avance hacia la abolición a finales de la Segunda Guerra Mundial fue en principio lento, pero 
aumentó drásticamente desde principios de la década de 1990. Cuando las Naciones Unidas se 
fundaron en 1945, solo ocho Estados habían abolido la pena de muerte para todos los delitos. 
Veinte años más tarde, en 1965, la habían abolido 25 países, 11 de ellos para todos los delitos 
y 14 para los delitos comunes en tiempos de paz. En 1998, aproximadamente 60 países habían 
abolido la pena de muerte para todos los delitos, y la mayoría de los Estados no consideraba la 
pena capital una solución para acabar con la delincuencia. Veinte años más tarde, en mayo de 
2018, Burkina Faso se convirtió en el 107º país en abolir la pena de muerte para todos los delitos. 

Un número cada vez mayor de países ha reconocido que las ejecuciones a manos del Estado 
socavan la dignidad del ser humano y el respeto de los derechos humanos (en particular el uso 
discriminatorio de la pena de muerte, la utilización de confesiones obtenidas por la fuerza —que 
aumenta la posibilidad de ejecutar a una persona inocente—y el hecho de que la pena capital 
no tenga ningún efecto disuasorio). Este avance hacia la abolición de la pena de muerte se está 
produciendo en todas las regiones del mundo, independientemente del régimen político, la re-
ligión, la cultura o la tradición. Según las Naciones Unidas, aproximadamente 160 Estados han 
abolido la pena de muerte o han dejado de aplicarla. En diciembre de 2017,  23 Estados seguían 
llevando a cabo ejecuciones. El reto consiste ahora en alentar a esos Estados que mantienen la 
pena de muerte a abolirla para todos los delitos y en todas las circunstancias.

Existen obstáculos. Los países más poblados del mundo (China, India, Estados Unidos de Améri-
ca e Indonesia) no figuran entre los países abolicionistas. Prácticamente la mitad de la población 
mundial no tiene garantizado el derecho a la vida, consagrado en el artículo 3 de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos. También se ha intentado revertir la abolición de la pena de 
muerte en algunos Estados que ya la habían abolido.

INTRODUCCIÓN
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En la presente publicación se destacan las distintas vías utilizadas por los Estados para lograr 
abolir la pena de muerte. En algunos de ellos, la abolición suele asociarse a una ruptura con un 
pasado represivo, como ocurrió al final del apartheid en Sudáfrica, con el fin del régimen de Du-
valier en Haití, el fin del régimen nazi en Alemania, el período posterior al genocidio de Ruanda y 
el acuerdo de alto el fuego y paz alcanzado tras la vulneración masiva de los derechos humanos 
que había tenido lugar en Camboya.  

Argentina, México y Turquía han logrado la abolición tras períodos de ley marcial o eliminando de 
su legislación los códigos de justicia militar.

Para abolir la pena de muerte hace falta liderazgo político, bien de líderes políticos o bien de los 
órganos legislativos, los jueces, figuras religiosas o miembros de la sociedad civil. El liderazgo 
político ha demostrado ser muy importante para superar la oposición a nivel nacional, por ejem-
plo en países como Estados Unidos (donde el liderazgo mostrado por los Gobernadores de los 
estados de Connecticut, Maryland y Nuevo México fue importante para la abolición de la pena 
de muerte), Filipinas, Francia, Mongolia, Senegal, Togo o Uzbekistán. La experiencia personal de 
los dirigentes también es un factor a tener en cuenta; por ejemplo, en Sudáfrica los propios 
dirigentes políticos se han enfrentado a la posibilidad de ser ejecutados. Algunos dirigentes 
políticos (Presidentes, por ejemplo) han hecho uso regularmente de la prerrogativa de conceder 
clemencia y/o imponer una moratoria sobre las ejecuciones en países como Francia, Filipinas, 
Kazajistán, México y Mongolia. Esas medidas han allanado el camino para la derogación legisla-
tiva o constitucional de la pena capital. Otros dirigentes políticos (diputados, por ejemplo) han 
mostrado liderazgo actuando en favor de la abolición de la pena de muerte a pesar de mostrarse 
la opinión pública de sus países a favor de mantenerla.

La prohibición constitucional de la pena de muerte constituye una importante garantía para ase-
gurar su abolición. Países como Camboya, Haití, Kirguistán, la República del Congo y Turquía han 
abolido la pena de muerte reformando su Constitución, principalmente mediante disposiciones 
sobre el derecho a la vida, y modificando posteriormente también su Código Penal y otras leyes. 
Otros países como Fiyi, Francia, México y Surinam llevaron a cabo una reforma legal antes de 
incorporar la abolición a sus Constituciones.

Más recientemente, algunos países han emprendido la vía del compromiso internacional como 
primer paso hacia la abolición de la pena de muerte. Mongolia y Benín iniciaron su recorrido hacia 
la abolición adhiriéndose al Segundo Protocolo Facultativo del PIDCP antes de abolir la pena de 
muerte en su ordenamiento interno. 

En Sudáfrica, el Tribunal Constitucional contribuyó de manera esencial a la abolición cuando sus 
magistrados resolvieron que la pena de muerte vulneraba los derechos humanos por constituir 
una forma de pena cruel, inhumana o degradante. En Guatemala, la Corte de Constitucionalidad 
también está contribuyendo de manera importante (mediante sus resoluciones de 2016 y 2017) 
a que la pena de muerte no se aplique en el país, haciendo de este un país abolicionista para los 
delitos comunes.
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En Estados Unidos de América, algunos estados concretos han adoptado o están adoptando 
medidas para derogar la pena capital, si bien a nivel federal la pena de muerte sigue estando 
vigente. Hasta la fecha, han abolido la pena de muerte en dicho país 19 estados. En Australia, 
los procesos abolicionistas fueron iniciados por estados concretos y, posteriormente, una ley 
federal ayudó a consolidar la tendencia abolicionista previamente establecida por ellos.

Algunos países como Argentina, Fiyi, Guinea, Portugal y Sudáfrica abolieron primero la pena de 
muerte para los delitos comunes —como sucede hoy en día en Kazajistán y Guatemala (el caso 
mencionado en el párrafo anterior—, antes de reformar sus Códigos de Justicia Militar con miras 
a abolirla para todos los delitos. 

Las organizaciones profesionales, en particular los colegios de abogados, las asociaciones mé-
dicas y las entidades encargadas de hacer cumplir la ley, han trabajado en diversos países, al 
igual que las instituciones nacionales de derechos humanos, para abolir la pena de muerte. El 
papel desempeñado por la oposición de las organizaciones religiosas a la pena capital ha sido 
considerable en lugares como las Américas, Filipinas y Sudáfrica.

La presión internacional también ha desempeñado un papel importante. La aprobación de cier-
tas resoluciones por parte de la Asamblea General y el Consejo de Derechos Humanos de las Na-
ciones Unidas ejerce una presión abolicionista cada vez mayor. El Consejo de Derechos Humanos 
suele referirse a la cuestión de la pena de muerte en su examen por homólogos del respeto que 
los Estados muestran por los derechos humanos, en el marco del sistema del Examen Periódico 
Universal (EPU). Las declaraciones realizadas por entidades con autoridad en la materia en las 
que se pide la abolición a escala mundial (por ejemplo, declaraciones del Consejo de Europa, la 
Unión Europea, las Naciones Unidas y sus distintos Estados Miembros) resultan importantes y 
elocuentes. El Relator Especial de las Naciones Unidas sobre las ejecuciones extrajudiciales, su-
marias o arbitrarias plantea regularmente cuestiones específicas de violaciones de las normas 
internacionales y pide que existan salvaguardias para la imposición de la pena de muerte y que 
se impongan restricciones a su utilización.

La elaboración de instrumentos internacionales de derechos humanos y la consiguiente jurispru-
dencia sobre el papel de los derechos humanos también han promovido la abolición de la pena 
capital. El PIDCP contiene diversas disposiciones, como artículos sobre el derecho a la vida, la 
privación de libertad y las garantías de un juicio imparcial, que inciden en la utilización de la pena 
de muerte. La jurisprudencia del Comité de Derechos Humanos (CDH), que supervisa la aplica-
ción del PIDCP, es importante para que las disposiciones se entiendan y respeten, y en ella se 
formulan recomendaciones importantes tras examinarse el cumplimiento del PIDCP por los Esta-
dos. El Segundo Protocolo Facultativo del PIDCP, destinado a abolir la pena de muerte, también 
constituye un avance fundamental en la lucha en favor de la abolición. 

Las normas regionales en materia de derechos humanos también han influido considerablemen-
te en la abolición. En la Organización de los Estados Americanos (OEA), 25 Estados han ratificado 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que prohíbe restablecer la pena de muerte 
en los países que la hayan abolido. En Europa, el Protocolo nº 6 del Convenio Europeo para la 
Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales prevé la abolición de 
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la pena de muerte en tiempos de paz y ha sido ratificado por 46 Estados, mientras que el Pro-
tocolo nº 13 de ese mismo Convenio, que exigía la abolición de la pena de muerte en todas las 
circunstancias y sin reservas ni excepciones, ha sido ratificado por 44 Estados. Los 47 miembros 
del Consejo de Europa han abolido la pena capital o establecido moratorias de las ejecuciones. 
La Unión Europea (UE) y el Consejo de Europa han decretado que todos sus miembros deben 
abolir la pena de muerte. La Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos (CADHP) 
aprobó tres resoluciones, en 1999, 2008 y 2017, en que se instaba a los Estados Partes en la 
Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos a que observaran una moratoria de la 
pena de muerte.

Los Estados retencionistas suelen recurrir a distintos argumentos para mantener la pena de 
muerte en su ordenamiento jurídico, entre ellos la idea de que la opinión pública está a favor de 
mantenerla y de que esta pena tiene un efecto disuasorio, algo que ha dificultado sumamente 
su abolición. Estudios detallados e imparciales sobre la ausencia de un efecto disuasorio de la 
pena de muerte y sobre su uso arbitrario y discriminatorio han contribuido a la abolición de esta 
pena en Filipinas, Mongolia, Sudáfrica y el estado de Nuevo México en Estados Unidos.

Por ello, es importante que los Estados retencionistas velen por que la opinión pública pueda 
acceder a información y estadísticas sobre la pena de muerte. Sin embargo, incluso con esa 
información, la opinión pública puede cambiar enormemente, sobre todo ante delitos graves y la 
cobertura dada a estos por los medios de comunicación. Si bien la visión que la opinión pública 
pueda tener de la pena de muerte resulta pertinente, en última instancia son los dirigentes polí-
ticos quienes conducen al país en su decisión de abolirla. La experiencia demuestra que la pena 
capital ha logrado abolirse aun con una opinión pública favorable a mantenerla. Tal es el caso, 
por ejemplo, en Alemania, Canadá, Francia y el Reino Unido, y en los 19 estados de Estados Uni-
dos que la han derogado. La historia demuestra que, una vez abolida esta pena, la mayor parte 
de la población no se opone a la decisión y se muestra dispuesta a aceptar la nueva situación.

La CIPM trabaja para lograr que la pena de muerte sea abolida en todo el mundo. Los 29 casos 
analizados (26 países y 3 estados de los Estados Unidos de América) representan a todas las 
regiones del mundo. Al igual que en la edición anterior, el presente documento concluye con una 
breve descripción de las lecciones aprendidas a partir de las experiencias de los países y esta-
dos analizados. Para concluir se incluye un apartado sobre la CIPM y sus Comisarios.. 
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ARGENTINA 

Argentina tiene una larga tradición aboli-
cionista. La última ejecución por ley tuvo 
lugar en 1916 y se vio sucedida por perío-
dos de abolición total, desde 1921, y por 
el restablecimiento de la pena de muerte 
durante los Gobiernos militares de la dé-
cada de 1970. Argentina abolió la pena de 
muerte legal por delitos comunes en 1984, 
y para todos los delitos en 2008. En 1994, 
se prohibió en la Constitución la pena de 
muerte por delitos políticos.

Argentina ya había abolido 
la pena de muerte para los 
delitos comunes en 1921, 
pero leyes promulgadas en 

1950 y 1951 la restablecieron para delitos re-
lacionados con cuestiones políticas: el espio-
naje y el sabotaje, así como actos punibles con 
arreglo a lo dispuesto en el Código de Justicia 
Militar, que tenía la finalidad de juzgar a los 
líderes de rebeliones. Estas leyes fueron de-
rogadas durante el primer Gobierno del Presi-
dente Juan Perón. Sin embargo, los Gobiernos 
de facto (1966-1973) reintrodujeron la pena 
de muerte por delitos políticos en 1970 y con-
forme al Derecho penal en 1971. Estos cam-
bios legales se toparon con la contundente 
oposición de juristas y otros interlocutores, lo 

cual condujo a la abolición de la pena de muer-
te en 1972 bajo el régimen del General Lanus-
se, excepto en el Código Penal Militar.

Tras el golpe de Estado militar perpetrado el 
24 de marzo de 1976 y que depuso a Isabel 
Martínez de Perón, la pena de muerte fue re-
introducida para delitos violentos y ataques a 
los servicios públicos, en los llamados "delitos 
de la subversión". Este castigo podía aplicarse 
a cualquier persona mayor de 16 años. Duran-
te la última dictadura militar, que rigió de 1976 
a 1983, no se impuso judicialmente ninguna 
pena de muerte, pero la junta militar recurrió 
a ejecuciones extrajudiciales de gran escala, 
tortura y desapariciones forzadas, entre otras 
violaciones de los derechos humanos.

En diciembre de 1983, el Presidente Constitu-
cional, Raúl Alfonsín, restableció el Estado de 
Derecho en Argentina. El Gobierno se compro-
metió a romper con las políticas represivas de 
la junta militar, tomando medidas para deslin-
dar las responsabilidades por las violaciones 
generalizadas de los derechos humanos co-
metidas durante la dictadura. El Gobierno de 
Alfonsín emprendió una reforma legislativa 
integral que incluyó la derogación de los de-
cretos leyes que establecían la pena de muer-
te. En agosto de 1984, el Congreso Nacional 
aprobó la Ley 23.077, que eliminó la pena de 
muerte del Código Penal por delitos comunes. 

RESEÑA DE PAÍSES
SELECCIONADOS
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En marzo de 1984, Argentina ratificó la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos, 
que dispone que, en los países que la han abo-
lido, "no se restablecerá la pena de muerte".

La pena de muerte todavía podía imponerse 
por legislación especial. El Código de Justicia 
Militar de 1951 permaneció vigente y los tri-
bunales militares podían aplicarla durante un 
conflicto armado o en tiempos de paz por el 
delito de traición, espionaje, rebelión y motín 
(delitos conforme al Código Penal Militar). El 
artículo 759 del Código de Justicia Militar es-
tableció la pena de muerte por deserción en 
momentos de guerra, y los artículos 131 y 
132 establecieron que tanto los civiles como 
los militares podrían ser ejecutados sumaria-
mente mediante la aplicación de reglamenta-
ciones de emergencia. La legislación adoptada 
en 1984 redujo el alcance de la justicia militar, 
imponiendo la intervención obligatoria de una 
sala de apelaciones federal para revisar todas 
las decisiones de los tribunales militares.

En 1994, se reformó la Constitución Nacional. 
Uno de los cambios más importantes fue la in-
corporación de los tratados internacionales de 
derechos humanos a la Constitución. Otra de 
las modificaciones fue la introducción de una 
disposición específica, en el artículo 18, que 
establecía que "la pena de muerte por cau-
sas políticas" quedaba abolida para siempre. 
Finalmente, en agosto de 2008, quedó aboli-
do por ley el Código de Justicia Militar, dejaron 
de existir los tribunales militares de justicia y 
quedó abolida la pena de muerte para todos 
los delitos.

En la Asamblea General de las Naciones Uni-
das de 2007, Argentina votó a favor de la re-
solución A/RES/62/149, en que se exhortaba 
al establecimiento de una moratoria de las 
ejecuciones a nivel mundial, con miras a abo-
lir la pena de muerte, y posteriormente votó 
a favor de todas las resoluciones subsiguien-

tes relativas a la pena de muerte aprobadas 
en 2008, 2010, 2012, 2014 y 2016. Para poner 
de relieve su compromiso internacional con la 
abolición total, Argentina ratificó el Segundo 
Protocolo Facultativo del PIDCP, destinado a 
abolir la pena de muerte, en mayo de 2008, y 
el Protocolo a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos relativo a la Abolición de 
la Pena de Muerte en junio de 2008. Argenti-
na fue uno de los líderes del grupo de países 
que colaboraron para aumentar el apoyo a la 
resolución de la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas en 2016. Junto con la UE y Mon-
golia, Argentina creó la Alianza Mundial para 
el Comercio sin Tortura, que tiene por objeto 
poner fin al comercio de bienes utilizados para 
la pena de muerte y la tortura. La Alianza se 
presentó el 18 de septiembre de 2017 y 58 
países aprobaron una declaración política du-
rante ese acto.

Argentina es Estado miembro fundador del 
Grupo de Apoyo de la CIPM.

AUSTRALIA

En Australia, la última ejecución tuvo lugar 
en febrero de 1967, cuando se ahorcó a Ro-
nald Ryan en Melbourne por disparar a un 
funcionario de prisiones durante una fuga. 
La última persona condenada a muerte fue 
Brenda Hodge, en Australia Occidental, en 
1984, por asesinato, pero su pena fue con-
mutada poco tiempo después por la de ca-
dena perpetua. La Ley Federal de Abolición 
de la Pena de Muerte de 1973 contribuyó a 
consolidar la tendencia abolicionista esta-
blecida por los estados de Queensland (en 
1922) y Tasmania (en 1968). Nueva Gales 
del Sur fue el último estado en abolir la 
pena de muerte para todos los delitos, en 
1985.
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La pena de muerte se intro-
dujo formalmente en Aus-
tralia mediante una ley en 
la época de la colonización 

británica (1788), si bien esta pena ya existía 
en las normas consuetudinarias de algunos 
grupos aborígenes. Durante la época colonial 
británica, la ejecución estatal se aplicó a di-
versos delitos, entre ellos el robo de ovejas, 
la falsificación, el allanamiento de morada y 
el asesinato. Según la información de que se 
dispone, entre 1820 y 1900 fueron ahorcadas 
más de 1.500 personas. Desde la indepen-
dencia de Australia en 1901, y hasta la última 
ejecución en 1967, los estados australianos 
llevaron a cabo 114 ejecuciones, la mayor par-
te de ellas durante los 20 primeros años de 
federación.

En 1973, la Ley Federal de Abolición de la Pena 
de Muerte puso fin a la pena capital para los 
delitos previstos en las leyes federales y de 
los Territorios. Por aquel entonces ya habían 
abolido la pena de muerte dos estados aus-
tralianos: Queensland en 1922 y Tasmania en 
1968; posteriormente lo hicieron Victoria, en 
1975, Australia Meridional, en 1976, y Austra-
lia Occidental, en 1984. El último estado en 
abolir la pena de muerte para todos los deli-
tos fue Nueva Gales del Sur, en 1985, si bien la 
pena capital en caso de asesinato ya se había 
abolido previamente, en 1955.

El 2 de octubre de 1990, Australia confirmó su 
oposición a la pena de muerte adhiriéndose al 
Segundo Protocolo Facultativo del PIDCP, de fi-
nalidad abolicionista. Además, en la Asamblea 
General de las Naciones Unidas de diciembre 
de 2007, Australia votó a favor de la primera 
resolución de la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas en que se exhortaba al estable-
cimiento de un moratoria de las ejecuciones 
a nivel mundial con miras a abolir la pena de 
muerte, y posteriormente votó a favor de to-
das las resoluciones subsiguientes relativas a 

una moratoria a nivel mundial, en 2008, 2010, 
2012, 2014 y 2016.

El 11 de marzo de 2010, el Parlamento federal 
aprobó la Ley de Enmienda de la Legislación 
sobre Delitos y Prohibición de la Tortura y Abo-
lición de la Pena de Muerte de 2010, que mo-
dificó la Ley de Abolición de la Pena de Muerte 
de 1973 y amplió la prohibición de la pena de 
muerte que existía en ese momento a nivel fe-
deral a todos los estados y territorios, exclu-
yendo la posibilidad de que un estado pudiera 
reintroducir por su cuenta la pena capital. 

Australia no puede extraditar a personas a 
países en los que el delito del que se las acu-
sa sea punible con la pena de muerte. Sin 
embargo, pueden realizarse excepciones si el 
país solicitante se compromete a no imponer 
a esas personas esa pena o, en caso de impo-
nerla, a no ejecutarla.

Las recientes ejecuciones de australianos en 
el extranjero por delitos relacionados con las 
drogas han generado una gran preocupación 
en Australia. 

Australia es Estado observador del Grupo de 
Apoyo de la CIPM.

BENÍN

The Republic of Benin (Benin) was the 16th 
African State to abolish the death penalty 
when it made an international commitment 
by acceding to the Second Optional Proto-
col to the ICCPR on 5 July 2012. At a do-
mestic level, Benin is still in the process of 
removing the death penalty from its natio-
nal legislation. The last known execution 
took place in 1987.
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La pena de muerte se reco-
gió en el "Código Penal Bou-
venet" (Código Bouvenet), el 
Código Penal que se introdu-

jo en las colonias francesas del África Occiden-
tal y que data de 1877. Si bien el Código de Pro-
cedimiento Penal de Benín entró plenamente 
en vigor en 1967, el Código Penal del país no era 
compatible con los compromisos internaciona-
les asumidos por este en materia de derechos 
humanos. La pena de muerte estaba prevista en 
varios artículos del Código Bouvenet, por ejem-
plo en caso de homicidio con agravantes (artí-
culos 302 y 304), robo sin resultado de muerte 
(artículo 381), incendio provocado sin resultado 
de muerte (artículos 95, 434 y 435), corrupción 
(artículo 182) y reincidencia en la comisión de 
delitos (artículo 56). En 2001, el Gobierno de 
Benín decidió aplicar una ley actualizada, pero 
hasta la fecha esta no se ha promulgado. 

La Constitución, que entró en vigor el 11 de di-
ciembre de 1990 y condujo al establecimiento 
de la actual república democrática presiden-
cial vigente en el país, contiene disposiciones 
que prevén la protección de los derechos hu-
manos, especialmente en sus artículos 15, 
40, 114, 117 y 147, y constituye una base 
fundamental para la renovación democrática 
(Renouveau Démocratique) de Benín.

Para poner en marcha e impulsar la abolición 
de la pena de muerte, en 2004 se creó un ór-
gano asesor, la Junta Consultiva Nacional en 
materia de Derechos Humanos, con el con-
sentimiento del entonces Presidente Mathieu 
Kerekeu y el apoyo de las organizaciones de 
la sociedad civil y de la Secretaría General de 
Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, 
Derechos Humanos y Legislación. La Junta 
Consultiva Nacional en materia de Derechos 
Humanos investigó los asuntos relativos a la 
pena de muerte y celebró debates sobre su 
abolición en el país en la sesión que celebró en 
febrero de 2004. 

Si bien Benín no ha aplicado la pena de muerte 
desde 1987, ha sido criticado por dictar sen-
tencias con pena de muerte por delitos como 
el robo a mano armada sin resultado de muer-
te. El 1 de diciembre de 2004, el CDH de las Na-
ciones Unidas, que supervisa el cumplimiento 
del PIDCP por parte de los Estados, concluyo, 
en su 82º período de sesiones (CCPR/CO/82/
BEN), que el país debía limitar la pena capital 
a los delitos más graves y plantearse la posi-
bilidad de abolir la pena de muerte mediante 
la firma del Segundo Protocolo Facultativo del 
PIDCP. El CDH también recomendó conmutar 
las penas de muerte por penas de prisión. Sin 
embargo, siguieron imponiéndose aquellas. En 
febrero de 2006 se dictó incluso una senten-
cia con pena de muerte en rebeldía.  

La actitud de Benín con respecto a la abolición 
de la pena capital experimentó una transfor-
mación que se hizo evidente cuando, el 18 de 
diciembre de 2007, el país votó a favor de la 
resolución de la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas en que se exhortaba al estable-
cimiento de una moratoria de las ejecuciones 
a nivel mundial con miras a abolir la pena de 
muerte. Durante el primer ciclo de su EPU en 
2008, Benín afirmó que intensificaría los es-
fuerzos destinados a continuar con el proceso 
de abolición (A/HRC/8/39, A/HRC/WG.6/2/
BEN/1). El Gobierno nombró una comisión mul-
tidisciplinaria (decretos nº 2008-52, de 18 de 
febrero de 2008, y nº 2008-597, de 22 de oc-
tubre de 2008), la Commission technique ad 
hoc de relecture de la Constitution, también 
denominada Comisión Ahanhanzo-Glèlè en ho-
nor de su presidente, el profesor Maurice Glèlè 
Ahanhanzo, para que iniciara en 2008 un pro-
ceso de revisión de la Constitución del 11 de 
diciembre de 1990. En el informe final de los 
11 miembros de la Comisión técnica ad hoc de 
31 de diciembre de 2008 (que vio la luz el 28 
de febrero de 2009) se recomendaba abolir la 
pena de muerte.
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n noviembre de 2009, con el consentimiento 
y el apoyo del Presidente Thomas Boni Yayi, 
el Gobierno del país presentó a la Asamblea 
Nacional, para su debate y aprobación, un pro-
yecto de ley para la abolición constitucional de 
la pena de muerte. A pesar de esos avances, 
al menos cinco personas fueron condenadas a 
muerte en 2009 y al menos una en 2010, se-
gún la información de que se dispone.

La Segunda Conferencia para el África Sep-
tentrional y Occidental sobre la Cuestión de 
la Pena de Muerte en África se celebró en Co-
tonú (Benín), del 12 al 15 de abril de 2010. La 
Conferencia fue organizada por el Grupo de 
Trabajo sobre la Pena de Muerte y las Ejecu-
ciones Extrajudiciales, Sumarias o Arbitrarias 
en África de la CADHP. Uno de los tres ponen-
tes de la conferencia durante el acto inaugu-
ral de la misma fue Victor Prudent Topanou, 
el entonces Ministro de Justicia, Asuntos Ju-
rídicos y Derechos Humanos de Benín. Uno de 
los logros de la conferencia fue la elaboración 
del Marco de Cotonú, que ofrece estrategias 
detalladas para abolir la pena de muerte en 
África. 

En 2010, todavía se estaban llevando a cabo 
reformas constitucionales en Benín y se es-
taba preparando la legislación nacional para 
ratificar el Segundo Protocolo Facultativo del 
PIDCP. 

El 18 de agosto de 2011, la Asamblea Nacional 
votó por una abrumadora mayoría (54 votos a 
favor, 5 en contra y 6 abstenciones) en favor 
de adherirse a dicho Protocolo. El Presidente 
de la Asamblea Nacional, Mathurin Coffi Nago, 
manifestó: "Benín quiere promover la dignidad 
humana y desarrollar progresivamente los de-
rechos humanos”. Al adherirse finalmente al 
Segundo Protocolo Facultativo del PIDCP el 5 
de julio de 2012 y entrar este plenamente en 
vigor el 5 de octubre de ese mismo año, Benín 
se convirtió en el 75º país a nivel mundial, y 

el 16º país a nivel africano, en pasar a ser Es-
tado Parte en dicho Protocolo, asumiendo así 
el compromiso internacional de abolir la pena 
capital. 

En marzo de 2012, se aprobó en el país un 
nuevo Código Penal. Dicho Código seguía man-
teniendo disposiciones relativas a la pena 
muerte en dos de sus artículos (artículo 685 
y artículo 793). Posteriormente, el 4 de agosto 
de 2012, el Tribunal Constitucional de Benín 
declaró inconstitucionales dichas disposicio-
nes (DCC 12-153). El 17 de diciembre de 2012, 
la Asamblea Nacional modificó el Código, eli-
minando los artículos del Código Penal con-
siderados inconstitucionales en que se hacía 
referencia a la pena de muerte. El 14 de marzo 
de 2013, el Tribunal Constitucional de Benín 
declaró constitucional la nueva Ley nº 2012-
15 del Código de Procedimiento Penal. La in-
formación de que se dispone sugiere que, a 
finales de 2017, la Asamblea Nacional aún no 
había aprobado leyes para eliminar la pena de 
muerte de la legislación nacional. 

Del 2 al 4 de julio de 2014 se celebró en Coto-
nú la Conferencia Continental sobre la Aboli-
ción de la Pena de Muerte en África, organiza-
da por la CADHP, el Gobierno de Benín y la ONG 
Hands off Cain. Uno de los logros de dicha con-
ferencia fue la adopción de la Declaración de 
Cotonú (2014), que promueve la abolición de 
la pena de muerte en el continente africano. 

En mayo de 2016, el Ministro de Justicia ase-
guró lo siguiente a Amnistía Internacional: "Los 
presos condenados a muerte no serán ejecu-
tados y Benín está comprometido con el cum-
plimiento de la obligación que le incumbe, en 
virtud del Segundo Protocolo Facultativo del 
PIDCP, de no llevar a cabo ejecuciones". Sin 
embargo, también dijo que ese compromiso 
solo "podría cumplirse por intermediación de 
un juez o mediante legislación de la Asamblea 
Nacional" (Living in Limbo: Benin's last death 
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row prisoners, Índice AI: ACT50/4980/2017). 
Según esa misma organización, "el Tribunal 
Constitucional de Benín abolió efectivamente 
la pena de muerte para todos los delitos me-
diante una sentencia de 2016". Sin embargo, a 
finales de 2017, "la Asamblea Nacional aún no 
había aprobado leyes para eliminar la pena de 
muerte de la legislación nacional".

En marzo de 2016, Benín eligió como nuevo 
Presidente del país a Patrice Talon, que suce-
dió en el cargo a Thomas Boni Yayi. El nuevo 
Presidente todavía tiene que demostrar su 
compromiso con la abolición de la pena de 
muerte y su eliminación de la legislación na-
cional del país, así como con la conmutación 
de las penas de muerte por penas de prisión. 
Cabe señalar que cuando el país fue examina-
do en el marco del EPU en noviembre de 2017, 
este apoyó las recomendaciones de comple-
tar el proceso encaminado a la abolición de la 
pena de muerte, aprobar un nuevo Código Pe-
nal a fin de excluir definitivamente la pena de 
muerte de su legislación y conmutar las penas 
de las últimas personas condenadas a muerte.

En la Asamblea General de las Naciones Uni-
das, Benín votó a favor de la resolución en que 
se exhortaba al establecimiento de una mo-
ratoria de las ejecuciones a nivel mundial con 
miras a abolir la pena de muerte. También votó 
a favor en 2008, así como en 2012, 2014 y 
2016, tras registrarse como ausente en 2010, 
y copatrocinó los proyectos de resolución de 
la Asamblea General de los años 2007, 2008, 
2010, 2012 y 2014. 

Según Amnistía Internacional, el 21 de febrero 
de 2018 el Gobierno conmutó por cadena per-
petua la pena de muerte a que se enfrentaban 
los 14 hombres condenados a ella en ese mo-
mento. Esas personas llevaban condenadas a 
muerte más de 18 años.

CAMBOYA

En Camboya se ha desarrollado el período 
de abolición de la pena capital más largo 
de los países asiáticos. Junto con Filipi-
nas, es uno de los dos Estados miembros 
de la Asociación de Naciones del Sudeste 
Asiático (ASEAN) que han abolido la pena 
de muerte para todos los delitos. No se 
conoce la fecha de la última ejecución. La 
pena de muerte fue prohibida para todos 
los delitos en 1989 mediante una reforma 
de la Constitución de 1981. Más adelante, 
la abolición de la pena de muerte se incor-
poró de manera efectiva a la legislación de 
transición que se aprobó en 1992 bajo la 
supervisión de las Naciones Unidas, y pos-
teriormente quedó consagrada en la nueva 
Constitución de 1993, basada en un acuer-
do que se logró alcanzar, en 1991, bajo aus-
picios internacionales, en París para dirimir 
el prolongado conflicto de Kampuchea.

Entre 1975 y 1979, más de 
1 millón de camboyanos 
(aunque alguna estimacio-
nes sugieren que más de 2 

millones) fueron detenidos, torturados o eje-
cutados, o murieron de hambre, como conse-
cuencia de una política de reubicación forzosa 
a zonas rurales llevada a cabo por el Gobierno 
de Kampuchea Democrática, liderado por Pol 
Pot, líder del Partido Comunista de Kampu-
chea, conocido como "Jemeres Rojos".

Un decreto de 1979, aprobado tras el derroca-
miento del Gobierno de Pol Pot, preveía la pena 
de muerte como castigo en caso de genocidio, 
y su alcance se extendió, en virtud del Decreto 
Ley nº 2 de 1980, a delitos como la traición a la 
revolución y el robo de bienes públicos, el ho-
micidio y la violación. Sin embargo, la pena de 
muerte no se aplicaba a los condenados por 
genocidio o traición que juraban lealtad políti-
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ca al nuevo Gobierno de la República Popular 
de Kampuchea (RPK). Al menos cinco hom-
bres fueron condenados a muerte en virtud de 
ese decreto por casos de genocidio y traición 
durante el Gobierno de la RPK. Tres de ellos, 
incluido el líder de los Jemeres Rojos, Pol Pot, 
fueron juzgados in absentia.

En Camboya se abolió la pena de muerte, a tra-
vés de una reforma constitucional, en abril de 
1989. El artículo 35 de la nueva Constitución 
abolió dicha pena para todos los delitos y su 
objetivo era el de anunciar nuevas políticas 
tras el régimen de Pol Pot y las luchas poste-
riores entre las fuerzas del Gobierno de la RPK, 
lideradas por Hun Sen, y las fuerzas armadas 
de la oposición en el Gobierno de Coalición de 
Kampuchea Democrática (GCKD), cuyo nom-
bre fuera posteriormente modificado por el de 
Gobierno Nacional de Camboya (GNC). La coali-
ción opositora incluyó la agrupación "Jemeres 
Rojos" (llamada entonces Partido de la Kampu-
chea Democrática) y el Frente Unido Nacional 
para una Camboya Independiente, Neutral, Pa-
cífica y Cooperativa (FUNCINPEC) del Príncipe 
Norodom Sihanuk.

La presión y asistencia internacionales tam-
bién desempeñaron un papel considerable 
en la abolición de la pena de muerte. Las ONG 
internacionales presionaron para que se inclu-
yeran disposiciones contundentes en materia 
de derechos humanos en el Acuerdo de París y 
en la nueva Constitución, a fin de que se asu-
miera un compromiso abolicionista. Amnistía 
Internacional, por ejemplo, se dirigió por escri-
to a los líderes de la RPK en julio y septiembre 
de 1988 para expresar su preocupación por 
el uso de la pena de muerte e instar a que se 
incluyeran garantías exigibles que asegura-
ran el respeto de las normas internacionales 
de derechos humanos como parte importan-
te de todo acuerdo político, que debía incluir 
también el fin de la pena de muerte. Amnistía 
Internacional también impulsó estas propues-

tas desde las etapas iniciales de las negocia-
ciones ante los tres partidos de la oposición 
que participaron en las conversaciones, uno 
de cuyos líderes, el Príncipe Norodom Sihanuk, 
respondió en septiembre y octubre de 1988 
expresando su apoyo a la eliminación de la 
pena de muerte en Camboya. 

Los esfuerzos internacionales para poner fin al 
prolongado conflicto camboyano se intensifi-
caron. Finalmente, se acordó un alto el fuego 
en 1991, y en octubre de 1991 se celebró el 
Acuerdo de Paz de París, firmado por el Gobier-
no del Estado de Camboya, liderado por Hun 
Sen, tres partidos de la oposición —los Jeme-
res Rojos, el FUNCINPEC y el Frente Nacional 
de Liberación del Pueblo Jemer (FNLPK)—, los 
cinco Miembros Permanentes del Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas y otros 13 
Gobiernos.

El acuerdo comprometía a Camboya, en el artí-
culo 15(2), "a garantizar el respeto y la obser-
vancia de los derechos humanos y libertades 
fundamentales de Camboya" y "a adherirse a 
los instrumentos internacionales de derechos 
humanos pertinentes". El anexo 5 del acuerdo 
establece los Principios para una Nueva Cons-
titución de Camboya, con miras a incluir medi-
das especiales a fin de asegurar la protección 
de los derechos humanos, una declaración 
constitucional de derechos fundamentales, 
incluido el derecho a la vida, y la necesidad de 
congruencia de las disposiciones constitucio-
nales con la Declaración Universal de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas. Conforme al 
acuerdo, se instituyó la Autoridad Provisional 
de las Naciones Unidas en Camboya (APRO-
NUC) a los efectos de supervisar el alto el fue-
go, así como los procesos de aplicación de la 
ley y judiciales, como parte de la preparación 
de Camboya para una nueva Constitución que 
fomentara "un entorno de garantía del respeto 
de los derechos humanos".
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La APRONUC se desplegó en 1992, abrió ofici-
nas en marzo de 1992 y brindó asistencia en 
la redacción de textos jurídicos sobre Derecho 
civil y penal. En septiembre de ese año, el Con-
sejo Nacional Supremo, órgano de transición 
legítimo, adoptó las Disposiciones relativas al 
Poder Judicial y el Derecho Penal y Procesal 
Aplicable en Camboya durante el Período de 
Transición. Esta normativa provisional, elabo-
rada con la asistencia de la APRONUC, esta-
blece en el artículo 67 que "la pena de muerte 
queda abolida en Camboya".

El 24 de septiembre de 1993, Camboya aprobó 
una nueva Constitución basada en las dispo-
siciones sobre derechos humanos expresadas 
en el Acuerdo de Paz de París. El artículo 32, 
elaborado conforme al mandato de las Nacio-
nes Unidas de asistencia jurídica a Camboya, 
establece lo siguiente: "Todo ciudadano jemer 
tendrá derecho a la vida, a la libertad personal 
y a la seguridad". Más adelante, dispone espe-
cíficamente que "no habrá pena de muerte". 
La Constitución, sin embargo, fue criticada por 
excluir a todo aquel que no fuera "ciudadano 
jemer" de las disposiciones constitucionales 
en materia de derechos humanos. El Código de 
Derecho Penal y Procesal de transición siguió 
aplicándose un tiempo, hasta la entrada en vi-
gor de un nuevo Código Penal en diciembre de 
2010, que tampoco preveía la pena de muerte.

En la Asamblea General de las Naciones Uni-
das de 2007, Camboya votó a favor de la reso-
lución en que se exhortaba al establecimiento 
de una moratoria de las ejecuciones a nivel 
mundial con miras a abolir la pena de muerte, 
y posteriormente votó también a favor de to-
das las resoluciones subsiguientes relativas a 
la pena de muerte que se aprobaron en 2008, 
2010, 2012, 2014 y 2016. Camboya todavía 
no es Parte en el Segundo Protocolo Faculta-
tivo del PIDCP, destinado a abolir la pena de 
muerte. El país fue examinado durante el EPU 
de 2014 y tomó nota (aunque sin aceptarla) 

de la recomendación de firmar y ratificar los 
dos Protocolos Facultativos del PIDCP, en par-
ticular el Segundo, destinado a abolir la pena 
de muerte. 

CONGO, (República del)

La República del Congo (Congo, Congo-
Brazzaville) abolió la pena de muerte el 
6 de noviembre de 2015, al promulgarse 
una nueva Constitución. Las últimas eje-
cuciones se llevaron a cabo en 1982. Las 
condenas a pena de muerte disminuyeron 
gradualmente, pero siguieron imponiéndo-
se hasta la abolición de dicha pena, funda-
mentalmente por delitos de asesinato. El 
liderazgo político del Presidente Nguesso 
contribuyó de manera importante a lograr 
la abolición de esta pena en el Congo. 

El país observó una moratoria 
de facto del uso de la pena 
de muerte desde las últimas 
ejecuciones llevadas a cabo 

en 1982. El liderazgo personal del Presidente 
Sassou Nguesso, que preside la República del 
Congo desde 1997 y que anteriormente había 
presidido también el país de 1979 a 1992, fue 
fundamental para lograr la abolición de la pena 
capital en el país. Según la información de que 
se dispone, en 1991 las modificaciones realiza-
das a las leyes del país dieron por abolida la pena 
de muerte por delitos políticos.   

La actitud del país con respecto a la pena de 
muerte cambió durante la década del año 
2000. El 15 de agosto de 2017, durante las 
celebraciones del Día de la Independencia del 
Congo, se conmutó, mediante decreto presi-
dencial, la pena de muerte aún impuesta a 17 
personas por la de cadena perpetua con tra-
bajos forzados.
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Ese mismo año, en la Asamblea General de 
las Naciones Unidas de 2007, el Congo votó a 
favor de la resolución en que se exhortaba al 
establecimiento de una moratoria de las eje-
cuciones a nivel mundial con miras a abolir la 
pena de muerte. El país también votó a favor 
de todas las resoluciones subsiguientes rela-
tivas a la pena de muerte aprobadas en 2008, 
2010, 2012, 2014 y 2016, y copatrocinó las re-
soluciones de la Asamblea General de 2008 a 
2016 en que se exhortaba al establecimiento 
de una moratoria de la pena de muerte.

El Congo fue examinado en el marco del EPU 
en 2009 y 2013. En ambas ocasiones, el país 
apoyó las recomendaciones de abolir la pena 
de muerte, demostrando que el Gobierno era 
favorable a la abolición, a pesar de no haber-
se adoptado aún medidas al respecto. En este 
contexto, las organizaciones de la sociedad ci-
vil presionaron a las autoridades del país para 
que se avanzara hacia la abolición. Desempe-
ñaron un papel fundamental a este respecto el 
Observatoire Congolais des Droits de l'Homme 
y Action des Chrétiens pour l'Abolition de la 
Torture. La información de que se dispone 
sugiere que los activistas que trabajaban en 
esta esfera consideraron generalizada la idea 
de la abolición cuando se reunieron con funcio-
narios gubernamentales, en octubre de 2015, 
con ocasión de una conferencia sobre la pena 
de muerte que iba a organizar el Presidente 
Nguesso. La conferencia no llegó a celebrarse, 
al parecer porque se estaba llevando a cabo 
una reforma constitucional, cuyo principal ob-
jetivo era permitir que el Presidente Sassou 
Nguesso pudiera volver a presentarse a las 
elecciones en 2016.

La nueva Constitución reformada se aprobó 
mediante referéndum el 25 de octubre 2015, 
fue promulgada el 6 de noviembre de 2015 e 
incluyó una disposición por la que se abolía la 
pena de muerte.

FIYI

En la República de Fiyi (Fiyi), la pena de muer-
te se abolió para los delitos comunes en 
1979, y para el delito de traición en 2002. 
En febrero de 2015, una reforma legislativa 
abolió la pena capital para los delitos mili-
tares, convirtiendo así a Fiyi en un país abo-
licionista para todos los delitos. La última 
ejecución tuvo lugar en 1964, seis años an-
tes de la independencia del país en 1970. A 
partir de 1964, todas las penas de muerte se 
conmutaron por penas de prisión.

Fiyi no llevó a cabo ejecu-
ciones tras su independen-
cia en 1970. Al igual que en 
muchos otros países, en Fiyi 

el proceso abolicionista culminó tras una se-
rie de restricciones progresivas a la imposición 
de la pena de muerte. Tras la última ejecución 
llevada a cabo en 1964, los delitos castigados 
con la pena de muerte se fueron restringiendo 
paulatinamente; en 1972 solo se castigaba ya 
con esa pena el homicidio con agravantes. 

En 1973 se otorgó mayor discrecionalidad a 
los tribunales, al eliminar la obligatoriedad de 
imponer la pena de muerte en casos de ase-
sinato. Sin embargo, según la información de 
que se dispone, el alcance de esta pena se 
amplió ese mismo año.

El año 1979 constituyó un hito en la senda 
abolicionista: Fiyi abolió la pena de muerte 
para los delitos ordinarios; sin embargo, esta 
siguió siendo aplicable a determinados delitos 
militares, entre ellos el genocidio.

La pena de muerte adquirió relevancia con el 
caso de George Speight, líder del golpe de Es-
tado de mayo de 2000, que fue condenado a 
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pena de muerte por traición1.  Sin embargo, en 
aquel caso el Gobierno conmutó la pena de 
Speight por cadena perpetua. Se temían dis-
turbios políticos en caso de llevarse a cabo su 
ejecución. En cualquier caso, la ley de aquel 
momento no preveía ningún procedimiento de 
ejecución.

A raíz de esto, el Parlamento de Fiyi votó uná-
nimemente a favor de abolir la pena capital 
para todos los delitos comunes, también la 
traición, pero de mantenerla para los delitos 
previstos en el Derecho militar cometidos en 
tiempos de guerra. Aunque en el Decreto so-
bre Delincuencia se eliminaron las últimas re-
ferencias a la pena de muerte que existían en 
el Código Penal, aboliéndose la pena de muer-
te para delitos como la traición, la instigación 
a invasión extranjera con uso de fuerza militar 
y el genocidio, en el Código Militar la pena ca-
pital siguió manteniéndose para esos delitos 
durante otros 13 años.

Las disposiciones relativas a la pena de muer-
te del Código Militar habían sido introducidas 
mediante la Ley del Ejército del Reino Unido de 
1955, derogada hacía mucho tiempo en dicho 
país pero vigente en Fiyi, a pesar de no haber-
se aplicado nunca. La pena de muerte volvió 
a adquirir protagonismo cuando se examinó a 
Fiyi en el marco de los ciclos del EPU de 2010 
y 2014.

El 10 de febrero de 2015, el Parlamento apro-
bó un proyecto de ley, presentado por el Fiscal 
General Aiyaz Sayed-Khaiyum, por el que se 
modificaba la Ley de las Fuerzas Armadas para 
eliminar las disposiciones relativas a la pena 
de muerte. La ley se aprobó con 29 votos a 
favor, 1 en contra, 9 abstenciones y 11 ausen-
cias. Fiyi se convirtió en un país abolicionista 
para todos los delitos y, en las disposiciones 

1 En mayo de 2000, George Speight irrumpió en el Parlamento 

y mantuvo retenidos, durante 56 días, al Presidente y a otros 35 

parlamentarios.

relativas a la pena de muerte del Código Mili-
tar, esta se sustituyó por la cadena perpetua.

Fiyi votó a favor de la resolución de la Asam-
blea General de las Naciones Unidas en que se 
exhortaba al establecimiento de una morato-
ria universal del uso de la pena de muerte en 
2014 y 2016. Hasta ese momento, el país se 
había abstenido.

FRANCIA

Francia abolió la pena de muerte por ley 
para todos los delitos en 1981, sumándose 
así a los otros 13 países europeos que ya lo 
habían hecho. La abolición se dio después 
de un largo debate público, indultos presi-
denciales, la formación de un grupo de es-
tudio integrado por varios partidos, accio-
nes judiciales en los tribunales y medidas 
contundentes del Presidente Mitterrand, 
que se manifestó públicamente a favor de 
la abolición, a pesar de que la mayoría de 
la opinión pública francesa estuviera a fa-
vor de la pena de muerte. En 2007, la abo-
lición de la pena de muerte se incorporó a 
la Constitución. La última ejecución tuvo 
lugar en 1977.

El primer Código Penal de 
Francia, de 1791, adopta-
do durante la Revolución 
Francesa, preveía la deca-

pitación, y desde entonces la pena de muer-
te siempre fue por guillotina. Un decreto de 
1848, confirmado en 1853, abolió la pena de 
muerte por delitos políticos. Durante el siglo 
XIX, la pena de muerte fue debatida entre aca-
démicos, juristas y figuras políticas y literarias, 
entre ellas Víctor Hugo, que describió el último 
día de un hombre condenado para ilustrar su 
oposición a la pena capital.
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La última ejecución pública tuvo lugar en Ver-
salles en 1939 y reavivó el debate público so-
bre la pena de muerte después de que se di-
fundieran ampliamente en la prensa imágenes 
de la ejecución, con una guillotina defectuosa. 
El Gobierno prohibió de inmediato toda publi-
cidad de las ejecuciones, salvo los anuncios 
oficiales sumarios. Desde entonces, las ejecu-
ciones se llevaron a cabo a puerta cerrada.

En tiempos de la ocupación alemana de Fran-
cia fueron habituales ejecuciones por guillo-
tina en virtud de sentencias capitales pro-
nunciadas por tribunales especiales, y en el 
período inmediatamente posterior a la guerra 
se registró un elevado número de ejecuciones. 
Sin embargo, estas disminuyeron a partir de fi-
nales de la década de 1950. Por ejemplo, entre 
1959 y 1979, 51 personas fueron condenadas 
a muerte por delitos comunes, de las cuales 
14 fueron ejecutadas, junto con dos miembros 
de la organización paramilitar OAS (Organiza-
ción Armada Secreta). Emergió entonces una 
sólida tradición abolicionista en la literatura y 
el cine franceses. El escritor Albert Camus es-
cribió un libro en 1957 en el que reflexionaba 
sobre la guillotina y, junto con Arthur Koestler, 
hizo un llamamiento a la abolición. El cine fran-
cés de ese período puso de relieve el carácter 
inhumano de la pena de muerte.

Después de consultar con funcionarios judi-
ciales y administrativos, los Presidentes fran-
ceses hicieron uso, con mayor asiduidad, de 
la facultad de otorgar clemencia, y los jueces 
también demostraron una mayor renuencia a 
dictar sentencias de este tipo. Sin embargo, 
una serie de delitos cometidos contra niños 
en la década de 1970 hicieron que la opinión 
pública pasara a mostrarse favorable a la pena 
de muerte (con un 65% de la población a fa-
vor de mantenerla). Las ejecuciones llevadas a 
cabo en 1972 fueron objeto de crítica interna-
cional, pues se produjeron en un momento en 
el que la mayoría de los países europeos esta-

ba aboliendo la pena de muerte. Sin embargo, 
la tasa relativamente baja de ejecuciones en 
la década de 1960 y las opiniones expresadas, 
y las medidas adoptadas, por los Presidentes 
franceses en relación con la pena de muerte, a 
pesar de su ambivalencia, ampliaron el alcan-
ce del debate público sobre la materia.

En abril de 1974, el candidato presidencial Va-
léry Giscard d’Estaing expresó su "profunda re-
pulsión" a la pena de muerte, pero agregó que 
no iba a contrariar los profundos sentimientos 
del pueblo francés sobre el tema. Una vez ele-
gido, sin embargo, permitió tres ejecuciones. 
Su negativa a otorgar clemencia en un caso 
que condujo a una ejecución en julio de 1976, 
atrajo críticas negativas en la prensa y reavi-
vó el debate público sobre la pena capital. El 
Presidente Giscard d’Estaing dijo que deseaba 
un análisis exhaustivo de las ejecuciones. Di-
versas organizaciones profesionales debatie-
ron la pena de muerte y, en 1976, el Sindicato 
de la Magistratura votó a favor de la abolición, 
por un amplio margen. La Asamblea Nacional 
estableció un grupo de estudio integrado por 
varios partidos, y la Comisión Revisora del Có-
digo Penal expresó su oposición a la pena de 
muerte. Las iglesias protestante y católica 
también expresaron de manera contundente 
sus opiniones abolicionistas.

La pena de muerte también fue impugnada 
en los tribunales. Robert Badinter, abogado y 
político socialista, convenció a los jueces seis 
veces, entre 1976 y 1980, de que le perdona-
ran la vida a un reo de asesinato, oponiéndose 
a la pena de muerte como castigo cruel e in-
humano que exponía a personas inocentes a 
ser ejecutadas. El Presidente Mitterrand, que 
había declarado su oposición a esta pena algu-
nas semanas antes de las elecciones de 1981, 
lo designó como Ministro de Justicia en su nue-
vo Gobierno socialista.

Uno de los primeros actos del nuevo Gobierno 
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socialista fue la conmutación de tres penas de 
muerte dictadas en mayo de 1981 y la presen-
tación, por parte del Ministro de Justicia Badin-
ter, de un proyecto de ley abolicionista ante 
la Asamblea Nacional, en septiembre, con 
arreglo al procedimiento de urgencia. El nue-
vo Gobierno también obtuvo el apoyo de los 
partidos de centroderecha. El 9 de octubre de 
1981 se abolió la pena de muerte para todos 
los delitos civiles y militares conforme al artí-
culo 1 de la Ley nº 81-809, con votos a favor 
en la Asamblea Nacional (363 frente a 117) y 
el Senado (160 frente a 26). Esto ocurrió en 
un momento en el que el 60%-65% del pueblo 
francés estaba a favor de la pena capital.

Como último paso para obtener las máximas 
garantías en contra de la pena de muerte, por 
iniciativa del Presidente Chirac la abolición de 
dicha pena se consagró en la Constitución, 
mediante una reforma constitucional aproba-
da en el Parlamento en 2007. El artículo 66-1 
de la Constitución dispone que "ninguna per-
sona será condenada a la pena de muerte". 

La postura de Francia en contra de la pena de 
muerte fue recalcada mediante su ratifica-
ción, en febrero de 1986, del Protocolo nº 6 
del Convenio Europeo de Derechos Humanos, 
que prevé la abolición de la pena de muerte 
en tiempos de paz. En octubre de 2007, Fran-
cia se adhirió, asimismo, al Protocolo nº 13 del 
Convenio, que abolía la pena de muerte en to-
das las circunstancias.

En la Asamblea General de las Naciones Uni-
das de 2007, Francia votó a favor de la reso-
lución en que se exhortaba al establecimiento 
de una moratoria de las ejecuciones a nivel 
mundial con miras a abolir la pena de muerte, y 
también votó a favor de todas las resoluciones 
subsiguientes relativas a la pena de muerte 
que se aprobaron en 2008, 2010, 2012, 2014 
y 2016. En octubre de 2007, Francia se adhi-
rió al Segundo Protocolo Facultativo del PIDCP, 

destinado a abolir la pena de muerte.

Francia es miembro fundador del Grupo de 
Apoyo de la CIPM.

ALEMANIA

El final de la Segunda Guerra Mundial dejó 
a Alemania dividida en dos países diferen-
tes (la República Federal de Alemania (Ale-
mania Occidental, o RFA) y la República 
Democrática Alemana (Alemania Oriental, 
o RDA)), como resultado de lo cual la pena 
capital siguió distintos derroteros en cada 
uno de esos dos territorios. Alemania Occi-
dental abolió la pena de muerte en 1949 y 
Alemania Oriental lo hizo en 1987, antes de 
la reunificación en 1990. La Alemania unifi-
cada sigue siendo un país abolicionista.  

En el siglo XIX, antes de la 
creación del Imperio Alemán 
en 1871 bajo el mandato del 
Canciller Otto von Bismarck, 

hubo un intento previo de formar un Estado 
nación alemán unificado, tras la Revolución de 
Marzo de 1848. Como parte de ese intento, en 
1849 se elaboró una Constitución de Fráncfort 
que fue aprobada por la Asamblea Nacional 
de Fráncfort el 27 de marzo de 1849. Sin em-
bargo, al mes siguiente, en abril de 1849, la 
Asamblea Nacional se disolvió por decisión de 
Federico Guillermo IV.

Antes de su disolución, la Asamblea Nacional 
aprobó, el 21 de diciembre de 1848, la Ley Im-
perial sobre los Derechos Fundamentales del 
Pueblo Alemán, que preveía derechos huma-
nos y civiles jurídicamente vinculantes. Entre 
los derechos protegidos por esa ley figuraban 
la igualdad de todas las personas ante la ley, 
la abolición de todos los privilegios de clase, la 
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garantía de las libertades personales y políti-
cas (como la libertad de prensa, la libertad de 
expresión, la libertad de asociación, la libertad 
para ejercer una profesión u oficio y la liber-
tad de circulación) y la abolición de la pena de 
muerte. Esta Ley Imperial influyó en las suce-
sivas constituciones de Alemania.

Durante el Imperio Alemán (1871-1918), la 
pena de muerte se aplicó principalmente a 
personas acusadas de alta traición, homicidio 
y asesinato (o tentativa de asesinato) del so-
berano. El método de ejecución empleado fue 
la guillotina.

Los actos de violencia estatal cometidos por 
el régimen nazi marcaron el futuro de la pena 
de muerte. Los nazis hicieron amplio uso de 
la pena de muerte mucho antes de que diera 
comienzo la Segunda Guerra Mundial y el nú-
mero de delitos castigados con la pena capital 
aumentó. Varias decenas de miles de perso-
nas, al parecer más de 30.000, murieron eje-
cutadas en la guillotina, a menudo tras juicios 
sumarios. En 1936, la guillotina pasó a ser el 
medio oficial de ejecución para los delitos or-
dinarios. A partir de 1942, las ejecuciones se 
llevaron a cabo en la horca. En el caso de acu-
sados por delitos militares, el método de eje-
cución elegido era el pelotón de fusilamiento.

La barbarie de los campos de exterminio y los 
genocidios cometidos dejaron una marca inde-
leble en la sociedad alemana y alteraron su ca-
pacidad para tolerar la violencia estatal y las 
ejecuciones llevadas a cabo por el Estado.

Alemania Occidental (República Federal de 
Alemania)

La última ejecución, en la horca, de un conde-
nado a la pena de muerte en Alemania Occi-
dental tuvo lugar en 1946.

En mayo de 1949 se aprobó la Ley Funda-

mental o Grundgesezt (Constitución) de la 
República Federal de Alemania, que abolía la 
pena de muerte para todos los delitos. En el 
artículo 102 de la nueva Ley Fundamental se 
proclamaba "la abolición de la pena capital". 
Resulta interesante señalar que un delegado 
de un partido de extrema derecha de la Con-
vención Constitucional (Deutsche Partei) fue 
quien propuso abolir la pena de muerte, con la 
presunta intención de impedir que se ejecuta-
ra a oficiales nazis condenados por crímenes 
de guerra. Su propuesta recibió el apoyo de los 
socialdemócratas, que históricamente habían 
estado a favor de abolir la pena de muerte y 
habían pedido el fin de la pena capital duran-
te la República de Weimar, insistiendo en la 
importancia de acabar con esa práctica cruel 
e inhumana aplicada por el régimen nazi. Este 
último argumento terminó por convencer a la 
Unión Demócrata Cristiana para que apoyara 
la abolición de la pena de muerte.

La Ley Fundamental se aprobó el 23 de mayo 
de 1949 y fue ratificada por todos los estados 
de la República Federal de Alemania salvo Ba-
viera. Al ser Alemania un Estado federal, cada 
estado disponía de sus propias leyes, pero en 
pocas de ellas se seguía previendo la pena ca-
pital. Aun así, a partir de la fecha de entrada 
en vigor de la Ley Fundamental, dado el prin-
cipio de supremacía constitucional, la pena 
capital quedó plenamente abolida, al dejar sin 
efecto la Constitución cualquier otra dispo-
sición nacional relativa a la pena de muerte. 
Posteriormente, el 20 de enero de 1951, una 
modificación del Código Penal sustituyó, en 
todos los casos, la pena de muerte por la ca-
dena perpetua. 

Hubo fuertes presiones internas para man-
tener la pena de muerte por asesinato, y en 
los años posteriores se intentó reintroducirla 
en diversas ocasiones, pero para reformar la 
Constitución era necesario el apoyo de dos ter-
cios de los miembros del Parlamento, una ba-



27

LA ABOLICIÓN DE LA PENA DE MUERTE EN LOS ESTADOS

rrera que nunca pudieron superar los proyec-
tos de ley destinados a tal fin. Los sucesivos 
Gobiernos cristianodemócratas se mostraron 
divididos con respecto a la cuestión de la pena 
de muerte. Hasta el propio Canciller Adenauer 
apoyó personalmente la pena capital, aunque 
decidió no apoyar su reintroducción por miedo 
a debilitar la Ley Fundamental, algo que podría 
haber puesto en peligro la estabilidad de Ale-
mania.

En 1959, el Comité a cargo de la reforma del 
Código Penal votó, por abrumadora mayoría, 
en favor de mantener la abolición, y en el pro-
yecto de Código Penal que sus miembros pre-
sentaron al Parlamento en 1960 se mantuvo 
la abolición.

Alemania Oriental (República Democrática 
Alemana)

En Alemania Oriental, la pena de muerte se apli-
có ampliamente, sobre todo a personas acusa-
das de delitos políticos. Entre los delitos casti-
gados con la pena capital figuraban la traición, 
el espionaje, el asesinato y el sabotaje. Alemania 
Oriental persiguió con ahínco a los criminales de 
guerra nazis.

A partir de 1956, el uso de la pena de muerte dis-
minuyó, debido en parte al proceso de desestali-
nización iniciado en la URSS por Nikita Jruschov. 
A pesar de ello, la pena de muerte siguió aplicán-
dose, a partir de 1964 fundamentalmente a los 
declarados culpables de delitos sexuales con 
asesinato. 

En el Código Penal, promulgado en 1968, se si-
guió contemplando la aplicación de la pena ca-
pital. Sin embargo, a partir de 1975 rara vez se 
ejecutó a los condenados a esa pena, que se 
conmutaba sistemáticamente. La última eje-
cución tuvo lugar en 1981, y ese mismo año la 
aplicación de la pena de muerte se redujo a los 
delitos militares. Alemania Oriental pasó a consi-

derarse abolicionista para los delitos comunes.

En 1987, el Politburó estableció un grupo de tra-
bajo para estudiar la posibilidad de abolir la pena 
de muerte en Alemania Oriental y trabajar a ese 
respecto. El 14 de julio de 1987 ese grupo reco-
mendó abolir la pena de muerte y, tres días más 
tarde, el 17 de julio, las autoridades hicieron pú-
blica la decisión de abolir la pena capital. La abo-
lición se presentó como símbolo de los progre-
sos realizados por el Estado y dando a entender 
que la pena de muerte ya no era necesaria para 
combatir los delitos violentos y el legado nazi. 
La República Democrática Alemana se convirtió 
en el primer país de Europa del Este en abolir la 
pena de muerte. La abolición contribuyó tam-
bién a normalizar las relaciones con Alemania 
Occidental y allanó el camino a la reunificación 
alemana. 

La pena de muerte tras la reunificación ale-
mana

La reunificación de Alemania Oriental y Alema-
nia Occidental se produjo en 1990. En ambos 
territorios se había abolido la pena de muerte: 
en Alemania Occidental, en 1949, y en Alema-
nia Oriental, en 1987.

Si bien la pena capital se había abolido en la 
Constitución a nivel federal, algunos territo-
rios seguían mencionándola en sus leyes, aun-
que sin aplicarla. Por ejemplo, esta pena no 
se había eliminado de las leyes de Berlín Oc-
cidental hasta 1990, y hasta el 17 de marzo 
de 2016 no se eliminó de la Constitución del 
estado federado de Hesse.

Tras algunas sentencias del Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos (como Soering c. Reino 
Unido y Alemania, 1989), y junto a otros Esta-
dos miembros de la Unión Europea, Alemania 
se negó a extraditar a presos a países en que 
pudieran tener que enfrentarse a la pena de 
muerte. 
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En la Asamblea General de las Naciones Uni-
das de 2007, Alemania votó a favor de la reso-
lución en que se exhortaba al establecimiento 
de una moratoria de las ejecuciones a nivel 
mundial con miras a abolir la pena de muerte, 
y posteriormente votó a favor de todas las re-
soluciones subsiguientes relativas a la pena 
de muerte aprobadas en 2008, 2010, 2012, 
2014 y 2016. En agosto de 1992, Alemania se 
adhirió al Segundo Protocolo Facultativo del 
PIDCP, destinado a abolir la pena de muerte. 
La República Democrática Alemana ya lo había 
ratificado anteriormente, en agosto de 1990.

Alemania forma parte del Grupo de Apoyo de 
la CIPM.

GUATEMALA

Guatemala pasó a ser abolicionista para 
delitos comunes en 2017, tras una senten-
cia del Tribunal Constitucional. Desde el 
año 2000 no se habían llevado a cabo eje-
cuciones, aunque ha habido serios intentos 
de reinstaurar la pena de muerte.

El Código Penal de Guate-
mala de 1973 establecía la 
pena de muerte para los de-
litos de parricidio, asesinato 

con circunstancias agravantes y asesinato 
del Presidente o el Vicepresidente. La pena de 
muerte es obligatoria en caso de violación con 
resultado de muerte cuando la víctima es me-
nor de 10 años. También es aplicable en  caso 
de secuestro, cuando la víctima es menor de 
12 años o mayor de 60 años de edad, con re-
sultado de muerte, o cuando la víctima sufra 
lesiones físicas graves o trauma psicológico 
permanente.

La Constitución de 1985, vigente en la actua-

lidad en Guatemala, abolió la pena de muerte 
para las mujeres, las personas mayores de 60 
años, los culpables de delitos políticos o deli-
tos comunes conexos, las personas extradita-
das con la condición de que no se les aplicaría 
la pena de muerte o cuando la condena se hu-
biera basado en elementos de prueba circuns-
tanciales. Además, la Constitución establecía 
que la pena de muerte solo se puede aplicar 
cuando se hayan agotado todos los recursos 
y otorga al Congreso la facultad de abolirla. En 
teoría, se ha otorgado al Tribunal Supremo la 
facultad de conceder el perdón a los condena-
dos después de que la Presidencia dejara de 
otorgar indultos.

Guatemala ha sufrido altos índices de delin-
cuencia y se sospecha que se han producido 
linchamientos de delincuentes en las áreas 
rurales.

Antes de que la Constitución entrara en vi-
gor, Guatemala había ratificado la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en 1978, 
en la que se establece que no puede privarse 
a nadie de la vida arbitrariamente. El Congreso 
de Guatemala aprobó diferentes decretos en 
1994, 1995 y 1996 que ampliaban el ámbito 
de aplicación de la pena capital a los delitos de 
secuestro sin resultado de muerte de la vícti-
ma, desaparición forzosa y ejecuciones extra-
judiciales. Esta ampliación se produjo a pesar 
de una sentencia de la Corte Interamericana 
de 1983, según la cual la ampliación de la pena 
de muerte contravendría la Convención Ame-
ricana.

Guatemala no llevó a cabo ejecuciones entre 
1984 y 1995, pero estas se reanudaron en 
septiembre de 1996, cuando dos reos fueron 
ejecutados por un pelotón de fusilamiento. 
Ambos presos habían agotado todos los re-
cursos y el Tribunal Supremo de Guatemala 
había denegado la petición de la Comisión In-
teramericana de Derechos Humanos de que 
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se suspendieran cautelarmente las ejecucio-
nes.

La siguiente ejecución, y la primera mediante 
inyección letal, se llevó a cabo en febrero de 
1998, de nuevo tras la petición de suspensión 
por la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos. En 1996 Guatemala había cambia-
do por ley previamente el método de ejecu-
ción, tras fuertes críticas internacionales rela-
tivas a las ejecuciones realizadas en 1996. Las 
tres que se llevaron a cabo en 1996 y 1998 
se retransmitieron por televisión. El Gobier-
no anunció, dadas las firmes protestas de la 
comunidad internacional, que no volverían a 
retransmitirse ejecuciones. Sin embargo, en 
julio de 2000 se llevaron a cabo otras dos y 
volvieron a retransmitirse por televisión. Una 
de ellas resultó fallida, ya que la persona reci-
bió tres inyecciones letales y falleció tras una 
agonía de 18 minutos. Estas fueron las últimas 
ejecuciones que se llevaron a cabo.

En el año 2000 se derogó una ley que estable-
cía el procedimiento para el estudio de las pe-
ticiones de clemencia por el Presidente. Esto 
creó un vacío legar que podía haber converti-
do cualquier ejecución en ilícita en virtud de 
la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos. En julio de 2002, el Papa Juan Pablo II 
visitó Guatemala y pidió la abolición de la pena 
de muerte. Tras la visita, el Presidente Alfon-
so Portillo expresó su intención de establecer 
una moratoria de facto sobre el uso de la pena 
de muerte y propuso a la Asamblea Nacional la 
redacción de un proyecto de ley para abolirla 
que fue rechazado en agosto de 2002.

En 2003, el Tribunal Supremo presentó al Con-
greso una propuesta de abolición, que fue 
ignorada. El 3 de mayo de 2005, volvió a pre-
sentarse esta propuesta al Congreso, pero no 
llegó a votarse. 

Los Presidentes Oscar Berger (de 2004 a 

2007) y Álvaro Colom (de 2008 a 2011) decla-
raron y demostraron reiteradamente su pos-
tura contraria a la pena de muerte. En 2005, 
durante los funerales del Papa Juan Pablo II, el 
Presidente Berger se comprometió a abolirla, 
insistiendo en su falta de efecto disuasorio.

En 2008, y de nuevo en 2010, el Presidente 
Colom vetó las leyes votadas por el Congreso 
de Guatemala que habrían permitido el uso de 
esta pena en el país otorgando al Presidente la 
facultad de perdonar o conmutar sentencias 
de muerte. El Decreto 06-2008 establecía un 
procedimiento para que los condenados solici-
taran el indulto al Presidente, pero no mencio-
naba ni definía los criterios para concederlo, 
lo que contravenía la sentencia de la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos de 2005. 
El Presidente Colom declaró que el Presidente 
no debía decidir sobre la vida de otras perso-
nas y que la pena de muerte carecía de efecto 
disuasorio. El Decreto de 2010 establecía un 
procedimiento para la concesión del indulto 
presidencial que se ajustaba a la sentencia de 
la Corte Interamericana.

El 23 de enero de 2012, la sala de lo penal del 
Tribunal Supremo de Justicia revisó los casos 
de todos los presos condenados a muerte en 
el país y 53 sentencias capitales de presos 
guatemaltecos se conmutaron por 50 años de 
prisión, manteniendo la pena de muerte solo 
en el caso de una persona. Según el Presiden-
te de la sala de lo penal, los presos condena-
dos no habían tenido una defensa adecuada y 
se había vulnerado su derecho a un juicio justo.

Dos meses después, en marzo de 2012, el 
Comité de las Naciones Unidas para los Dere-
chos Humanos tomó nota con satisfacción de 
dichas conmutaciones, así como de la aplica-
ción de una moratoria de facto sobre la pena 
de muerte desde 2000, pero expresó su preo-
cupación en relación con los proyectos de ley 
presentados para reinstaurar las ejecuciones.



30

LA ABOLICIÓN DE LA PENA DE MUERTE EN LOS ESTADOS

En octubre de 2012, durante el segundo ciclo 
del EPU, Guatemala declaró que no había nin-
gún condenado a muerte y que las condenas 
a muerte por secuestro, asesinato y violación 
se habían conmutado por cadena perpetua a 
través de solicitudes especiales de revisión 
judicial, que presentó el Instituto Público para 
la Defensa Penal. Guatemala aceptó las reco-
mendaciones de sopesar la abolición por ley y 
de ratificar el Segundo Protocolo Facultativo 
del PIDCP, que tiene una finalidad abolicionista.

El 22 de marzo de 2016, el Tribunal Constitu-
cional de Guatemala declaró inconstitucional 
las disposiciones del artículo 132 del Código 
Penal que establecían la pena de muerte obli-
gatoria para ciertos supuestos de asesinato 
con agravantes.

Además, después de esta sentencia, el 24 
de octubre de 2007, el Tribunal Constitucio-
nal declaró de nuevo anticonstitucionales los 
artículos que permiten la pena de muerte en 
el Código Penal y en la Ley contra la narcoac-
tividad. El Tribunal basó su sentencia en que 
estos artículos vulneraban el principio de le-
galidad y la prohibición, según el artículo 4.2 
de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, de ampliar el ámbito de aplicación 
de la pena de muerte. Ambas leyes incluyen la 
"peligrosidad" del autor como elemento para 
determinar si debe imponerse o no la pena de 
muerte, lo que, según el Tribunal, vulneraba el 
principio de legalidad.

La sentencia del Tribunal Constitucional hizo 
que Guatemala aboliera la pena de muerte 
solo para delitos comunes, ya que el Código 
Militar aún prevé dicha pena.

Sin embargo, se han venido presentando en 
el Congreso con regularidad propuestas para 
reanudar las ejecuciones. En 2016, se presen-
taron al Congreso dos proyectos de ley: uno, 
que tenía por objeto reanudar las ejecuciones 

y el otro (Proyecto de Ley 5100, presentado 
en julio), para abolir la pena de muerte. El últi-
mo obtuvo el apoyo conjunto de las tres comi-
siones parlamentarias de Derechos Humanos, 
Reforma de la Justicia y Asuntos Legislativos y 
Constitucionales. El proyecto de ley 5100 está 
pendiente en el Congreso.

En 2008, en relación con la resolución de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas que 
instaba a una moratoria universal sobre el uso 
de la pena de muerte, Guatemala se abstu-
vo, pero votó a  favor de las Resoluciones en 
2007, 2010, 2012,2014 y 2016. 

GUINEA

El 4 de julio de 2016, la Asamblea Nacional 
de Guinea aprobó un Código Penal revisa-
do por el que se abolía la pena de muerte 
para los delitos comunes, que el Presiden-
te Alpha Condé promulgó oficialmente el 
26 de octubre del mismo año. En junio de 
2017, la Asamblea Nacional aprobó un nue-
vo Código de Justicia Militar que, supues-
tamente, entró en vigor en diciembre de 
2017. 

Guinea declaró su indepen-
dencia de Francia el 2 de 
octubre de 1958 y Ahmed 
Sékou Touré fue su Presi-

dente dictatorial hasta su muerte, en 1984. 
Durante dicho periodo, se condenó a muerte a 
varias personas y se llevaron a cabo numerosas 
ejecuciones, muchas de ellas por motivos polí-
ticos. Tras el golpe de Estado de 1984, Guinea 
llevó a cabo una ejecución en 2001, cuando un 
pelotón de fusilamiento ejecutó a varios presos 
condenados a muerte. Desde 2002, Guinea em-
pezó a observar una moratoria en las ejecucio-
nes, si bien siguió imponiendo esta pena.



31

LA ABOLICIÓN DE LA PENA DE MUERTE EN LOS ESTADOS

Según ciertas informaciones, tres personas 
fueron condenadas a muerte en 2008, 16 en 
2011 y 2 en 2012. De forma inesperada, en ju-
lio de 2011, el Presidente Alpha Condé declaró 
que la pena de muerte había dejado de existir 
en Guinea. 

Guinea adoptó en 2010 su Constitución nacio-
nal, que establecía, en su artículo 6, que todo 
ser humano "tiene [el] derecho a la vida y a la 
integridad física y moral". El mismo año, el país 
fue objeto de revisión durante el primer ciclo 
del EPU. El país rechazó las recomendaciones 
de declarar una moratoria oficial de las ejecu-
ciones y sopesar la posibilidad de abolir defini-
tivamente la pena de muerte. De forma similar, 
durante el segundo ciclo del EPU sobre Guinea 
en enero de 2015, el país volvió a rechazar las 
recomendaciones para que ratificara el Segun-
do Protocolo Facultativo del PIDCP y aboliera 
dicha pena.

El 4 de julio de 2016, la Asamblea Nacional 
votó a favor de una revisión del Código Penal 
que abolía la pena de muerte para los delitos 
comunes. El nuevo Código Penal se promulgó 
oficialmente el 26 de octubre de 2016 por el 
Presidente Alpha Condé, fecha en la que entró 
en vigor. Sustituyó la pena de muerte por cade-
na perpetua, con un límite máximo de 30 años. 
El entonces Secretario de Estado responsable 
de Justicia y actual Ministro de Justicia, Cheick 
Sako, ha impulsado este nuevo Código, que es 
acorde con los tratados internacionales previa-
mente ratificados por Guinea, incluido el Esta-
tuto de Roma de la Corte Penal Internacional. 
Sin embargo, aún se mantenían disposiciones 
legales que preveían la pena de muerte: Así, 
el Código de Justicia Militar la recogía para los 
delitos de traición, deserción en presencia del 
enemigo, capitulación, destrucción de buques 
o aviones y rebelión en tiempo de guerra o de 
estado de excepción.  

El 31 de mayo de 2017, la Asamblea Nacional 
adoptó por unanimidad un nuevo Código de 
Justicia Militar por el que se abolía la pena de 
muerte para los delitos militares y que, según 
se indica, entró en vigor en diciembre de 2017.

A día de hoy, Guinea no ha firmado el Segun-
do Protocolo Facultativo del PIDCP que tiene 
por objeto la abolición de la pena de muerte. Al 
parecer, a finales de 2017 había doce reos con 
esta condena.

En diciembre de 2016, Guinea votó por primera 
vez a favor de la resolución de la Asamblea Ge-
neral de las Naciones Unidas que instaba a una 
moratoria global del uso de la pena de muerte. 
En otras ocasiones anteriores, el país se había 
abstenido al votar las resoluciones previas de 
la Asamblea General de las Naciones Unidas. 

HAITÍ

Haití abolió la pena de muerte para todos 
los delitos mediante una enmienda consti-
tucional en 1987. La última ejecución judi-
cial de la que se tiene conocimiento se pro-
dujo en 1972.

El Código Penal de 1853 
mantuvo la pena de muer-
te después de finalizado el 
régimen colonial francés en 

1804. En el Código Penal de 1953 se estable-
ció la aplicación de la pena capital para todo 
tipo de delitos, incluidos los políticos. Durante 
la presidencia de François Duvalier entre 1957 
y 1971, se impusieron varias sentencias de 
muerte en juicios sumarios, y las ejecuciones 
se realizaban con frecuencia en público. En 
virtud de una ley anticomunista especial de 
1969, los tribunales militares también pronun-
ciaron sentencias de muerte.
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Mediante un decreto del Gobierno de 1985, la 
pena de muerte quedó abolida para todos los 
delitos políticos, menos la alta traición. Tras 
la caída del Gobierno de Jean-Claude Duvalier 
en febrero de 1986, responsable de numero-
sas violaciones de los derechos humanos, se 
condenó a muerte a funcionarios del Estado 
por tales hechos. No obstante, todas estas 
sentencias pendientes de ejecución fueron 
conmutadas en virtud de la nueva Constitu-
ción de 1987, que abolió la pena de muerte. 
Esta Constitución fue aprobada mediante un 
referéndum nacional el 29 de marzo de 1987, 
durante la presidencia de Henri Namphy. En 
virtud del artículo 20, la pena de muerte quedó 
abolida para todos los delitos. A raíz del golpe 
militar del año siguiente se suspendió tem-
poralmente la Constitución de 1987, pero el 
entonces presidente Leslie Manigat emitió un 
decreto el 12 de julio de 1988 para confirmar 
la abolición de dicha pena.

En la Asamblea General de las Naciones Uni-
das de 2007, Haití voto a favor de la resolu-
ción A/RES/62/149, que exhorta a todos los 
países del mundo a aplicar una moratoria a las 
ejecuciones a fin de abolir la pena de muerte, y 
también votó a favor de todas las resoluciones 
relativas a dicha pena, aprobadas en 2008, 
2010, 2012 2014 y 2016.

Haití no es Parte del Segundo Protocolo Facul-
tativo del PIDCP, destinado a abolir la pena de 
muerte, ni del Protocolo a la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos relativo a la 
Abolición de la Pena de Muerte, ni apoyó las 
recomendaciones formuladas durante su últi-
mo EPU de noviembre de 2016 para ratificar el 
Segundo Protocolo Facultativo del PIDCP.

KAZAJISTÁN

Las últimas ejecuciones en Kazajistán tu-
vieron lugar el 12 de mayo de 2003. En 
diciembre de ese año, el Presidente, Nur-
sultan Nazarbayev, instituyó, mediante 
decreto presidencial, que continúa vi-
gente, una moratoria indefinida sobre las 
ejecuciones. Poco después, el 1 de enero 
de 2004, se introdujo la cadena perpetua 
como sustitución de la pena capital. La 
Constitución de la República de Kazajistán 
mantiene aún la pena de muerte como cas-
tigo excepcional para dos categorías de 
delitos: los actos de terrorismo que supon-
gan la pérdida de vidas y los delitos graves 
cometidos en tiempo de guerra. 

Durante el periodo soviético, 
la República Socialista So-
viética de Kazajistán aprobó 
diversos Códigos Penales, 

en 1922, 1926 y 1959. Los últimos preveían la 
pena de muerte para 25 delitos diferentes, in-
cluidos los delitos contra el Estado, el homicidio 
y otros (en su mayoría, cometidos en tiempo de 
guerra). Sin embargo, el artículo 22 del Código 
Penal de 1959 definía la pena de muerte como 
castigo extraordinario y preveía su abolición en 
el futuro.

Este Código Penal permaneció en vigor incluso 
después de que Kazajistán proclamara su inde-
pendencia en diciembre de 1991. Sin embargo, 
entre 1994 y 1997 se produjo una reducción 
significativa de los delitos punibles con la pena 
de muerte, evolución acorde con las tenden-
cias internacionales y la reforma judicial apro-
bada por el Presidente Nursultan Nazarbayev 
en 1994.

En agosto de 1995, Kazajistán aprobó su Cons-
titución nacional y el nuevo Código Penal entró 
en vigor en enero de 1998, reduciendo el núme-
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ro de delitos que acarreaban la pena de muerte 
en tiempo de paz de 18 a 3 (asesinato preme-
ditado, asesinato con agravantes y genocidio) 
a los que se añadieron los delitos de traición en 
tiempo de paz y otros delitos militares. El Códi-
go Penal preveía entonces la pena de muerte 
para 18 delitos. En 1999, el Tribunal Supremo 
dictó una resolución por la que se consideraba 
la pena de muerte como no obligatoria y esto 
se hizo efectivo en 2004, cuando se introdujo la 
cadena perpetua como alternativa. 

Antes de que entrara en vigor la moratoria 
sobre las ejecuciones en 2004, al parecer se 
realizaron veintidós ejecuciones en 2002 y, al 
menos, otras 3 personas habían sido también 
ejecutadas a principios de 2003. En diciembre 
de 2003, el presidente introdujo una moratoria 
definitiva sobre las ejecuciones que debía estar 
vigente hasta "que se resuelva la plena aboli-
ción de la pena de muerte".

Según la información, se introdujeron enmien-
das a la Constitución y al Código Penal. En 
2002, el Presidente Nazarbayev firmó dos mo-
dificaciones del Código Penal, por las que se 
prohibía la pena de muerte para menores, mu-
jeres y hombres mayores de 65 años de edad. 

En 2007, Kazajistán modificó su Constitución, 
restringiendo la aplicación de la pena a los de-
litos más graves: la pena capital se abolió para 
todos los delitos excepto para los atentados 
terroristas que causen pérdidas de vidas hu-
manas y los delitos excepcionalmente graves 
cometidos en tiempo de guerra. Según las Na-
ciones Unidas y Amnistía Internacional, Kazajis-
tán ha abolido la pena de muerte para delitos 
comunes. Sin embargo, la OSCE y Reforma Pe-
nal Internacional siguen considerando el país 
abolicionista de facto.

No obstante, el 11 de junio de 2014, se dio un 
paso atrás, cuando se reformó el Código Penal 
y se derogaron dos artículos que preveían la 

pena de muerte, pero se introdujeron tres que 
la recogían. Como resultado, el número de deli-
tos punibles con la pena de muerte ha aumen-
tado de 18 a 19. Esta reforma entró en vigor el 
1 de enero de 2018.

En la esfera internacional, Kazajistán ha apoya-
do las resoluciones de la Asamblea General de 
las Naciones Unidas que instaban a una mora-
toria del uso de la pena de muerte en diciem-
bre de 2012, 2014 y 2016. Además, el país es 
miembro fundador del Grupo de Apoyo de la 
CIPM, lo que refuerza su compromiso interna-
cional con la abolición definitiva de la pena de 
muerte.

A finales de 2017, quedaba un condenado a 
muerte por un tribunal en 2016 por delitos de 
terrorismo.

KIRGUISTÁN

Kirguistán abolió la pena de muerte para 
todos los delitos mediante una reforma 
constitucional en 2006, seguida de otra a 
su Código Penal en 2007. La abolición llegó 
tras una serie de moratorias a las ejecucio-
nes que fueron declaradas y renovadas me-
diante decreto presidencial desde 1998, 
un decreto de 2002 y las modificaciones 
de 2004 al Código Penal, que redujeron el 
número de delitos punibles con la pena de 
muerte. La última ejecución tuvo lugar en 
1998.

Tras su independencia de la 
Unión Soviética en 1991, Kir-
guistán estableció la pena 
de muerte en el artículo 18 

de su Constitución para casos excepcionales. 
En su informe inicial al Comité de Derechos Hu-
manos de las Naciones Unidas de julio de 2000, 
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la delegación kirguisa informó de que existía 
una tendencia cada vez mayor a favor de la 
abolición de la pena de muerte en el país, lo que 
se logró, mediante un proyecto de ley de 1997, 
para algunos delitos como los económicos, aun-
que se mantuvo para aquellos que ocasionan 
pérdida de vidas. El Presidente Askar Akayev 
respaldó la abolición y decretó una moratoria 
de dos años en 1998, que fue prorrogada cua-
tro veces, hasta que el Presidente Kurmanbek 
Bakiyev declaró una moratoria indefinida en 
2005 hasta lograr la abolición. Durante el pe-
ríodo de la moratoria, los tribunales siguieron 
dictando penas de muerte y, posiblemente, 
continuaron haciéndolo tras la enmienda aboli-
cionista de la Constitución. El número de penas 
de muerte cumplidas antes de la moratoria se 
consideraba un secreto de Estado y no se infor-
mó a los parientes sobre las ejecuciones que se 
llevaron a cabo. 

La comunidad internacional y las organizacio-
nes de la sociedad civil presionaban a Kirguis-
tán para que aboliera la pena de muerte. La UE 
instaba sistemáticamente a Kirguistán en este 
sentido y en las Reuniones de la OSCE sobre la 
Implementación de la Dimensión Humana se 
realizaban llamamientos similares En diciembre 
de 2002, una coalición de organizaciones de 
derechos humanos kirguisas e internaciona-
les, incluido el Consejo de Derechos Humanos 
y Estado de Derecho de Kirguistán y el Comité 
de Derechos Humanos de dicho país, recibieron 
con satisfacción la moratoria de las ejecucio-
nes e instaron al Presidente Akayev a que abo-
liera la pena de muerte.

En 2002, se dictó un decreto que establecía 
que uno de los objetivos de Kirguistán era la re-
ducción gradual de la aplicación de la pena de 
muerte hasta su abolición definitiva. El siguien-
te paso fue la introducción de modificaciones al 
Código Penal en 2004 que redujo el número de 
delitos penados con dicha pena de seis a tres. 
No obstante, en 2005 y 2006, el Parlamento re-

chazó proyectos de ley y reformas a la Consti-
tución preparados por el Ministerio de Justicia y 
el Consejo Constitucional, así como un proyec-
to de ley para la adhesión al Segundo Protoco-
lo Facultativo del Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos cuyo fin es la abolición 
de la pena de muerte. El Presidente Bakiyev, 
que asumió su cargo en agosto de 2005, había 
anunciado antes de ocupar la presidencia que 
deseaba eliminar esta pena de la Constitución.

El año siguiente, en noviembre de 2006, el Pre-
sidente Bakiyev firmó una nueva Constitución, 
que establecía que “toda persona que se en-
cuentre en la República Kirguisa tiene derecho 
inalienable a la vida. Ninguna persona puede 
ser privada de la vida”. El 27 de junio de 2007, 
el Presidente Bakiyev firmó una ley que modifi-
có el Código Penal y abolió la pena de muerte, 
reemplazándola por la cadena perpetua. Tras la 
abolición, el Tribunal Supremo revisó los casos 
de 133 prisioneros a los que se había conde-
nado a muerte y conmutó automáticamente 
sus penas por la de cadena perpetua. La nueva 
Constitución, que prohíbe la pena de muerte, 
fue aprobada posteriormente, mediante refe-
réndum, en junio de 2010. Recientemente se 
han producido llamadas a reinstaurar la pena 
de muerte para delitos de agresión sexual con-
tra menores. Sin embargo, los altos dirigentes, 
incluido el defensor del pueblo, se han manteni-
do firmes a favor de la abolición y han sugerido 
penas alternativas para estos delitos. A día de 
hoy, se mantiene la abolición en Kirguistán para 
todos los delitos.

En la Asamblea General de las Naciones Unidas 
de 2007, Kirguistán votó a favor de la resolu-
ción A/RES/62/149, que instaba a una mora-
toria para las ejecuciones en todo el mundo a 
efectos de abolir la pena de muerte, y también 
votó a favor de todas las resoluciones poste-
riores al respecto adoptadas en 2008, 2010, 
2012, 2014 y 2016. Kirguistán no fue co-espon-
sor de la resolución relativa a la moratoria en 
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2016 como había hecho en previas ocasiones. 
En diciembre de 2010, Kirguistán se adhirió al 
Segundo Protocolo Facultativo del PIDCP, cuyo 
objetivo es la abolición de la pena de muerte.  

MADAGASCAR

La última ejecución de la República de Ma-
dagascar (Madagascar) se llevó a cabo en 
1958, justo antes de la independencia. La 
abolición de la pena de muerte se votó en 
la Asamblea Nacional el 10 de diciembre 
de 2014 y fue posible merced a una com-
binación de diversos factores: la firma en 
septiembre de 2012 por el Presidente Ra-
joelina del Segundo Protocolo Facultativo 
del PIDCP, la presión y campaña desarrolla-
das por las organizaciones de derechos hu-
manos e instituciones internacionales que 
colaboraron con los diferentes Ministerios, 
el clima político, la participación activa de 
la Asamblea Nacional y un firme liderazgo 
político. 

Una de las razones que ex-
plican la permanencia de la 
pena de muerte en Mada-
gascar durante más de 55 

años desde su independencia, aun a pesar de 
no haberse aplicado nunca, era la fragilidad 
de la infraestructura estatal, principalmente 
en el sur del país. En las regiones rurales del 
sur, no ha existido históricamente un control 
del Estado, lo que ha supuesto una fuente de 
inestabilidad política desde la independencia. 
La pena de muerte se veía como una encarna-
ción simbólica del poder del Estado.

Los delitos que, según las informaciones con 
que se cuenta, eran castigados con la muerte, 
antes de su abolición, eran el asesinato y otros 
delitos sin resultado de muerte, como robo a 

mano armada, incendio, secuestro y tortura. 
Además, la pena de muerte estaba también 
prevista para una serie de delitos especiales 
y del ámbito militar como traición, espionaje, 
deserción y sabotaje o motín en tiempo de 
guerra.

Entre tanto, los tribunales continuaban dic-
tando sentencias de muerte, aun cuando a 
los condenados se les conmutaba sistemáti-
camente por la pena de cadena perpetua con 
trabajos forzados, el segundo castigo más se-
vero contemplado en el Código Penal. 

En 2005, se presentó un proyecto de ley en el 
Senado y el Ministerio de Justicia impulsó otra 
iniciativa en 2006. Sin embargo, ninguna de 
ellas llegó al pleno de la Asamblea Nacional. 
En 2007, Madagascar votó a favor de una reso-
lución de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, que instaba a una moratoria universal.

Tras el golpe de estado de 2009 y la disolución 
del Parlamento bajo la Presidencia provisional 
de Andry Rajoelina, Madagascar se sumió en 
una gran crisis política. Desapareció la posibi-
lidad de abolir la pena de muerte, aun cuando 
el Ministerio de Justicia y otras autoridades 
habían manifestado en repetidas ocasiones 
que el Gobierno estaba ampliamente a favor 
de ello. Entre los principales impedimentos se 
contaban los altos índices de criminalidad en 
las zonas rurales y la inestabilidad política. 

Según informaciones contrastadas, el Presi-
dente Rajoelina parecía mostrar en el ámbito 
internacional una mayor voluntad de sopesar 
la abolición, como intento, supuestamente, de 
mejorar la imagen de su Gobierno y evitar la 
amenaza de suspensión de la ayuda interna-
cional y las asociaciones económicas. 

En 2010, durante la primera EPU de Madagas-
car en 2010, la delegación hizo declaraciones 
ambivalentes ante las recomendaciones de 
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establecer una moratoria oficial de las ejecu-
ciones y de abolir la pena de muerte. La dele-
gación de Madagascar afirmó que "aún no se 
dan las condiciones para la abolición inmedia-
ta de la pena capital. Una parte significativa 
de la población y una mayoría de los miembros 
del Parlamento creen que el efecto disuasorio 
de mantener la pena de muerte aún es un me-
dio útil para luchar contra la inseguridad" (A/
HRC/14/13/Add.1). La delegación explicó que 
el Gobierno quería llevar a cabo campañas de 
concienciación abolicionista, antes de presen-
tar un nuevo proyecto de ley.

La nueva Constitución de Madagascar entró 
en vigor el 11 de diciembre de 2010 y poco 
después el país apoyó por primera vez la reso-
lución de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas que instaba a una moratoria sobre el 
uso de la pena de muerte. Madagascar siem-
pre ha votado a favor de la resolución desde la 
primera de 2007 y hasta la de 2016 y ha cola-
borado para impulsarla en 2010. Sin embargo, 
continuó imponiéndose la pena de muerte en 
el país y, según las cifras oficiales, a finales de 
septiembre de 2011 había 58 presos condena-
dos a muerte. 

El 24 de septiembre de 2012, el Presidente 
Rajoelina firmó el Segundo Protocolo Faculta-
tivo del PIDCP, por el que Madagascar se com-
prometía, en virtud del Derecho internacional, 
a abstenerse de llevar a cabo ejecuciones y a 
abolir la pena capital en un plazo razonable, y 
lo ratificó en 2017.

Algunas organizaciones e instituciones de 
derechos humanos desempeñaron un papel 
esencial en el proceso de abolición, por ejem-
plo, el Alto Comisionado de las Naciones Uni-
das para los Derechos Humanos, que colaboró 
estrechamente con el Ministro de Justicia y el 
Presidente de la Asamblea Nacional de Mada-
gascar en la redacción de la Ley sobre Aboli-
ción de la Pena de Muerte.

Tras las elecciones de 2013, Hery Rajaonari-
mampianina sucedió a Rajoelina, convirtién-
dose en el primer Presidente posterior al gol-
pe de Estado, elegido democráticamente, en 
enero de 2014

El 10 de octubre de 2014 se organizó un even-
to a lo largo de una jornada con ocasión del Día 
Mundial contra la Pena de Muerte, al que asis-
tieron activistas de derechos humanos, el Mi-
nisterio de Justicia, más de 40 miembros de la 
Asamblea Nacional, líderes religiosos y repre-
sentantes de los Gobiernos suizo y francés, la 
Unión Europea y la Unión Africana. Se evocó 
el concepto de “fihavanana”, que significa paz, 
solidaridad, armonía y dignidad de las perso-
nas, que es un concepto central de la cultura 
de Madagascar, con el argumento de que la 
justicia debe proteger la vida humana, no des-
truirla. La reunión culminó con la Declaración 
de Antananarivo, una hoja de ruta que tenía 
por objeto la abolición por ley de la pena de 
muerte. Esta Declaración constituyó, a ojos de 
muchos observadores, un hito que contribuyó 
a preparar el voto de la Asamblea Nacional a 
favor de la abolición.

Diez días después de este evento, se debatió 
en la Asamblea Nacional el proyecto de ley 
para poner fin a la pena capital. Al mismo tiem-
po, el país estaba siendo evaluado durante el 
segundo ciclo del EPU, en la que se aceptaron 
las recomendaciones para la abolición de la 
pena de muerte y la ratificación del Segundo 
Protocolo Facultativo del PIDCP, destinado a 
abolir la pena de muerte, que había sido firma-
do previamente en 2012.

Por fin, el 10 de diciembre de 2014, la Asam-
blea Nacional adoptó el proyecto de ley por el 
que se abolía la pena de muerte, sustituyén-
dola por cadena perpetua con trabajos forza-
dos. La reforma del Código Penal, introducida 
por el miembro de la Asamblea Nacional Jean 
Max Rakotomamojy, fue votada por unanimi-
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dad por todos los miembros de la Asamblea.

El Gobierno no presentó comentarios ni obje-
ciones al proyecto y Madagascar promulgó la 
ley por la que se abolía la pena de muerte en 
enero de 2015. No obstante, los abolicionistas 
siguieron impulsando la ratificación por Mada-
gascar del Segundo Protocolo Facultativo del 
PIDCP, lo que tuvo lugar el 21 de septiembre 
de 2017.  

MÉXICO

En 2005, México abolió la pena de muerte 
para todos los delitos previstos en sus le-
yes y, posteriormente en ese mismo año, 
mediante una reforma constitucional. La 
última ejecución por un delito común se lle-
vó a cabo en el estado de Puebla en 1937. 
La última ejecución en virtud del Código de 
Justicia Militar, que recayó sobre un solda-
do, se realizó en 1961.

Los esfuerzos por abolir la 
pena capital en México se 
basan en firmes tendencias 
abolicionistas en América 

del Sur y América Central en el siglo XIX. La 
Constitución de 1857 prohibía específicamen-
te la pena de muerte por delitos políticos en 
una época en la que existía un rechazo genera-
lizado a dicha pena en los medios. Esto marcó 
una ruptura con el pasado, cuando la pena de 
muerte se utilizaba para eliminar a los adver-
sarios políticos. Sin embargo, la Constitución 
de México mantuvo la pena de muerte para 
los delitos comunes durante mucho tiempo. 
La Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos de 1917 prohibía la pena capital 
por delitos políticos en su artículo 22, pero la 
mantenía para el asesinato y otros delitos, in-
cluidos los militares.

La pena de muerte incluida en el Código Penal 
de 1871 fue eliminada del Código Penal Fede-
ral de 1930 y de los Códigos posteriores. A 
fines del siglo XIX, la mayoría de los estados 
mexicanos ya habían abolido la pena capital.

No obstante, el Código de Justicia Militar sí 
mantuvo la pena de muerte para delitos es-
pecíficos y, ocasionalmente, se condenó a 
muerte a algunas personas en virtud de sus 
disposiciones. En la práctica, los presidentes 
utilizaban frecuentemente sus prerrogativas 
constitucionales para conseguir la conmu-
tación de las penas de muerte por penas de 
prisión durante períodos prolongados. Esto se 
dio incluso hasta noviembre de 2003, cuan-
do un tribunal militar condenó a un hombre a 
muerte por haber cometido un asesinato.

En abril de 1988, un candidato presidencial 
anunció que podría estudiar la posibilidad de 
celebrar un referéndum en relación con la re-
instauración de la pena de muerte, pero la idea 
se encontró con la resistencia generalizada de 
la ciudadanía, los obispos católicos, los líderes 
políticos, los senadores y reconocidos aboga-
dos, y el referéndum no llegó a celebrarse. 

Las organizaciones de derechos humanos 
mexicanas e internacionales siguieron instan-
do al Gobierno mexicano a que derogara por 
completo la pena de muerte de las leyes. El 
año 2005 fue decisivo para la abolición. El 21 
de abril de 2005, se derogó la única disposi-
ción que quedaba en el Derecho penal mexi-
cano que permitía la pena de muerte. La Cá-
mara de Diputados de México votó de forma 
unánime la reforma del Código Penal mexicano 
y la sustitución de la pena de muerte por la 
de prisión por un periodo de 30 a 60 años para 
delitos graves.

A efectos de reforzar la abolición a nivel cons-
titucional, la Cámara de Diputados mexicana 
aprobó un proyecto de reforma constitucio-
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nal en junio de 2005 por 412 votos a favor y 
dos abstenciones, que prohíbe expresamente 
la pena de muerte para todos los delitos. El 
Presidente Vicente Fox firmó el proyecto que 
modifica los artículos 14 y 22 de la Constitu-
ción de los Estados Unidos Mexicanos y este 
entró en vigor el 9 de diciembre de 2005. Al 
día siguiente, el Presidente Fox describió la 
publicación de las reformas constitucionales 
en el Boletín Oficial como un hecho “histórico” 
y añadió que: “México comparte la opinión de 
que la pena de muerte constituye una viola-
ción de los derechos humanos”.

Hubo algunos intentos de reinstaurar la pena 
de muerte como respuesta a la violencia en 
aumento y el incremento en el número de se-
cuestros. En diciembre de 2008, el Gobernador 
del estado de Coahuila, en el norte, impulsó 
un proyecto de ley en el Congreso mexicano 
a fin de reinstaurar la pena de muerte para los 
secuestradores que recurrieran al asesinato. 
Un partido político apoyaba la pena de muerte 
para todos los casos de homicidio. No obstan-
te, los esfuerzos por reintroducirla encontra-
ron la firme resistencia de los activistas de de-
rechos humanos, la Iglesia Católica y algunos 
políticos, por lo que no prosperaron.

Desde 2000, el Gobierno ha intentado propor-
cionar asistencia jurídica a cientos de mexica-
nos condenados a muerte en EE.UU. La Corte 
Internacional de Justicia ha admitido la ape-
lación de México en la que se solicitaba que 
Estados Unidos revisara en 2004 los casos de 
51 nacionales mexicanos condenados a muer-
te debido a que dicho país había incumplido 
sus obligaciones en virtud de la Convención de 
Viena de 1963 sobre Relaciones Consulares al 
no facilitar el acceso de los reos a los funcio-
narios consulares mexicanos. Asimismo, Méxi-
co no extradita a Estados Unidos a personas 
sospechosas de haber cometido delitos sin 
que dicho país se comprometa a que no se en-
frentarán a penas de muerte ni de cadena per-

petua sin posibilidad de libertad condicional.

En 1981, México firmó la Convención America-
na sobre Derechos Humanos, que prohíbe que 
los países que han abolido la pena de muerte 
vuelvan a instaurarla. En septiembre de 2007, 
México se adhirió al Segundo Protocolo Facul-
tativo del PIDCP, cuyo objeto abolicionista, así 
como al Protocolo de la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos para Abolir la 
Pena de Muerte.

En la Asamblea General de las Naciones Uni-
das de 2007, México votó a favor de la resolu-
ción A/RES/62/149, que instaba a una mora-
toria para las ejecuciones en todo el mundo a 
efectos de abolir la pena de muerte, y también 
votó a favor de todas las resoluciones pos-
teriores sobre pena de muerte adoptadas en 
2008, 2010, 2012, 2014 y 2016.

Para demostrar este compromiso Internacio-
nal, México es Estado miembro del Grupo de 
Apoyo de la CIPM.

MONGOLIA

El Presidente mongol, Tsakhiagiin Elbeg-
dorj, conmutó de forma sistemática las 
penas de muerte y anunció la moratoria a 
las ejecuciones en enero de 2010, subra-
yando la necesidad de continuar la ten-
dencia mundial hacia la abolición. Mongolia 
asumió un compromiso internacional para 
abolir la pena de muerte a más tardar en el 
momento de su adhesión al Segundo Pro-
tocolo Facultativo del PIDCP en marzo de 
2012 y abolió la pena capital en sus leyes 
en julio de 2017. La última ejecución tuvo 
lugar en 2008.
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La pena de muerte se había 
incluido en el primer Código 
Penal del país en 1926. En 
virtud del Código Penal de 

1961, ocho delitos acarreaban esta pena, lo 
cual llevó a que 171 personas fueran condena-
das a la pena capital entre 1980 y 1990, 118 
de las cuales fueron ejecutadas. La caída de la 
Unión Soviética marcó el comienzo de la refor-
ma democrática en 1990, al establecerse un 
sistema multipartidista. En 1992 se promulgó 
una nueva Constitución cuyo artículo 16, apar-
tado 1, preveía la pena de muerte para delitos 
graves. En 2002 se aprobó un nuevo Código 
Penal que mantenía la pena de muerte para 59 
delitos, aunque excluía a las mujeres, los hom-
bres mayores de 60 años y todos los menores 
de 18 años. También se denunció un aumen-
to en el número de penas de muerte dictadas 
tras la promulgación de la nueva Constitución. 
Las ejecuciones se produjeron con regularidad 
hasta 2008, cuando se registró la última. Toda 
ejecución estaba rodeada de secretismo; las 
familias no recibían notificación previa ni infor-
mación sobre el lugar en que se enterraba a 
los ejecutados.

El Presidente Elbegdorj fue elegido en junio de 
2009 y dio inicio a una conmutación sistemá-
tica de las penas de muerte. El 14 de enero 
de 2010, se dio un paso crucial hacia la abo-
lición cuando el Presidente anunció una mo-
ratoria ejecutiva para todas las ejecuciones y 
conmutó las penas de todos los condenados 
a muerte que le habían pedido clemencia por 
penas de prisión de 30 años. En referencia a la 
tendencia mundial hacia la abolición, el Presi-
dente Elbegdorj afirmó en la BBC: “La mayoría 
de los países del mundo han decidido abolir la 
pena de muerte. Nosotros deberíamos seguir 
este camino”.

Para consolidar las medidas tendentes a la 
abolición se requirieron acciones legislativas. 
En un discurso trascendental ante el Gran Khu-

ral del Estado (Parlamento) en enero de 2010, 
el Presidente enumeró ocho razones por las 
que debía rechazarse la pena de muerte por 
ley, incluida la naturaleza irreparable del error 
hecho público, su uso histórico como medio 
para efectuar purgas políticas, los llamamien-
tos de la comunidad internacional a favor de la 
abolición universal de la pena de muerte y el 
fracaso evidente de la misma como medio de 
disuasión. En este sentido afirmó lo siguiente: 
“Hubo casos en los que se impuso la pena de 
muerte a personas inocentes en lugar de al 
verdadero autor del delito. Si no es abolida to-
talmente, no podemos poner fin por comple-
to a los errores judiciales en relación con este 
tipo de pena". Como señal de su nueva política, 
en la Asamblea General de las Naciones Uni-
das, Mongolia votó por primera vez, el 21 de 
diciembre de 2010, a favor de una resolución 
que instaba a la moratoria para las ejecucio-
nes, a pesar de que con anterioridad había vo-
tado en contra de tal medida. 

La pena de muerte fue debatida ampliamente 
en Mongolia entre jueces, abogados, diputa-
dos y ONG, incluida una asociación de vícti-
mas. La Comisión Nacional de Mongolia para 
los Derechos Humanos realizó por su cuenta, y 
junto con Amnistía Internacional de Mongolia, 
estudios sobre el uso de la pena de muerte. 
La Comisión Nacional para los Derechos Huma-
nos ha apoyado insistentemente la abolición 
y ha citado, a tal efecto, las conclusiones del 
Relator Especial de las Naciones Unidas sobre 
la tortura después de su visita de 2005, así 
como declaraciones de los órganos que parti-
cipan en la elaboración de tratados sobre de-
rechos humanos de las Naciones Unidas que 
llamaban a la abolición de la pena de muerte. 
En enero de 2011, el Presidente de la Comisión 
Internacional contra la Pena de Muerte escri-
bió a los Miembros de la Comisión Parlamen-
taria sobre Seguridad y Relaciones Exteriores 
para que respaldaran la ratificación por parte 
de Mongolia del Segundo Protocolo Facultati-
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vo del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos cuya finalidad es abolicionista.

El 21 de marzo de 2011, Gungaa Bayasgalan, 
Secretario de Estado del Ministerio de Justi-
cia y Asuntos Internos, comunicó al Comité 
de Derechos Humanos (Naciones Unidas) en 
Nueva York: “Queremos introducir una cultura 
de apoyo a la abolición de la pena de muerte” 
y añadió que esto requeriría que el Presidente 
desempeñara un papel esencial dado que las 
cuestiones de esa índole exigían tiempo. El 12 
de octubre de 2012, el Asesor de Política Jurí-
dica del Presidente condenó la pena de muer-
te e instó a otros países a que la rechazaran. 

Superando una oposición considerable de par-
te de los legisladores, el 5 de enero de 2012, 
el Parlamento mongol votó un proyecto de ley 
destinado a poner fin a la pena de muerte me-
diante la aprobación de la decisión de adherir-
se al Segundo Protocolo Facultativo del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
Mongolia se adhirió al Segundo Protocolo Fa-
cultativo sin reservas el 13 de marzo de 2012. 

En un discurso que el  Presidente Tsakhiagiin 
Elbegdorj pronunció ante el Parlamento Euro-
peo el 16 de junio de 2015, señaló que "la base 
de la justicia es el respeto de la dignidad hu-
mana, cuyo centro es el carácter sagrado de la 
vida humana. La pena capital no es aceptable 
bajo ninguna circunstancia (...) y es tanto inefi-
caz como bárbara." 

El país fue objeto de una evaluación al ampa-
ro del EPU a principios de mayo de 2015 (A/
HRC/WG.6/22/L.4), y Mongolia aceptó las re-
comendaciones para completar la abolición 
en las leyes en materia de pena de muerte en 
septiembre de 2015.

Después de menos de tres meses, el 3 de di-
ciembre de 2015, el Parlamento nacional votó 
y aprobó un nuevo Código Penal que abolía la 

pena de muerte para todos los delitos y que 
entró en vigor el 1 de julio de 2017 y eliminaba 
toda referencia a la pena capital. Mongolia se 
convirtió en el 105º país en abolir la pena de 
muerte, con la conclusión del proceso iniciado 
en 2010. 

En la Asamblea General de las Naciones Uni-
das de 2007, Mongolia votó en contra de la 
resolución A/RES/62/149, que llamaba a 
una moratoria para las ejecuciones en todo el 
mundo a efectos de abolir la pena de muerte 
(A/RES/62/149), e hizo lo mismo en 2008. Sin 
embargo, votó a favor de las resoluciones de 
las Naciones Unidas que instaban a una mo-
ratoria mundial en 2010 y 2012, 2014 y 2016.  
Mongolia fue copatrocinador de la resolución 
relativa a una moratoria sobre el uso de la 
pena de muerte en la Asamblea General de las 
Naciones Unidas en 20 de diciembre de 2012, 
el 18 de diciembre de 2014 y el 19 de diciem-
bre de 2016.

Mongolia fue cofundador del grupo de Estados 
Miembros que colaboraron para aumentar el 
apoyo de la resolución de la Asamblea General 
de las Naciones Unidas de 2016.

El país se unió a Argentina y la UE para el es-
tablecimiento de una Alianza para el Comercio 
sin Tortura, que tiene por objeto poner fin al co-
mercio de bienes utilizados con fines de pena 
de muerte y tortura. La Alianza se presentó el 
18 de septiembre de 2017 y 58 países apro-
baron una declaración política durante el acto.

Mongolia es Estado miembro fundador del 
Grupo de Apoyo de la CIPM.



41

LA ABOLICIÓN DE LA PENA DE MUERTE EN LOS ESTADOS

NUEVA ZELANDA

Nueva Zelanda abolió la pena de muerte 
para el delito de asesinato en 1961. El país 
se convirtió en abolicionista para todos los 
delitos con la promulgación de la Ley sobre 
Abolición de la Pena de Muerte de 1989. 
Con esta ley la abolición se extendió a los 
delitos de traición y otros delitos milita-
res.

La pena capital apareció por 
primera vez en forma codifi-
cada cuando Nueva Zelanda 
pasó a ser un territorio bri-

tánico en 1840 y la primera ejecución tuvo lu-
gar en 1842. Entre ese año y 1957 se llevaron 
a cabo un total de 85 ejecuciones, todas ellas 
en la horca, públicas hasta 1862.

De los 85 condenados, todos eran hombres, 
excepto uno. La única mujer fue Minnie Dean, 
declarada culpable de asesinar a un niño en 
1895. Todos menos uno fueron condenados 
por asesinato; la excepción fue Hamiora Pere, 
ejecutado por traición en 1869. La última eje-
cución que se llevó a cabo fue la de Walter Ja-
mes Bolton, declarado culpable de envenenar 
a su esposa, que fue ejecutado el 18 de febre-
ro de 1957.

El Partido Laborista se opuso a la pena de 
muerte y conmutó todas las condenas por 
cadena perpetua tras su elección en 1935. En 
1941 se cambió la pena de muerte obligatoria 
por asesinato por la de cadena perpetua con 
trabajos forzados. Continuó aplicándose la 
pena de muerte por traición y piratería.

El Partido Nacional reinstauró la pena de muer-
te por asesinato, tras su elección en 1949. 
Entre 1951 y 1957, se condenó a muerte a 
18 hombres, de los cuales fueron ejecutados 
ocho. Las ejecuciones de Harry Whiteland 

(1953) y Edward Te Whiu (1955) fueron objeto 
de controversia, puesto que plantearon facto-
res como el trauma postbélico y la incapaci-
dad intelectual y evolutiva como factores para 
la clemencia.

Tras la reelección del Partido Laborista en 
1957, se conmutó las penas de las personas 
condenadas por asesinato a cadena perpe-
tua, pero no se tomaron medidas para abolir 
la pena de muerte. En noviembre de 1956 se 
creó un Comité Nacional para la abolición de la 
pena de muerte, con filiales en Auckland, Well-
ington, Christchurch y Dunedin.

El Partido Nacional recuperó el poder en las 
elecciones de 1960. El Ministro de Justicia, . 
Ralph Hanan, se opuso a la pena de muerte, 
mientras que Jack Marshall, a la sazón Vice-
primer Ministro, era más firme partidario de 
mantenerla. En 1961, el Parlamento celebró 
una votación libre en relación con una modifi-
cación del Proyecto de Ley sobre Delitos, que 
abolía la pena de muerte por asesinato. Diez 
diputados pertenecientes al Partido Nacional 
se pasaron al otro lado para votar con el Parti-
do Laborista y así se aprobó la abolición por 41 
votos contra 30. Se mantuvo la pena capital 
por traición hasta la Ley sobre Abolición de la 
Pena de Muerte de 1989.

A nivel internacional, Nueva Zelanda fue uno 
de los nueve países que, en 2007, firmaron 
una iniciativa mundial para prohibir todas 
las ejecuciones, lo que llevó a convertirse en 
miembro fundador del grupo de trabajo trans-
regional por la resolución bienal de la Tercera 
Comisión denominada "Una moratoria sobre el 
uso de la pena de muerte" que continúa apro-
bándose bienalmente en la Asamblea General 
de las Naciones Unidas. Nueva Zelanda ha tra-
bajado con los países afines para mantener el 
progreso logrado hacia una moratoria global, 
entre otras acciones, defendiendo cuestiones 
como el fin del uso de la pena de muerte en 
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menores, en línea con la Convención de las Na-
ciones Unidas sobre los Derechos del Niño. El 
país también apoya firmemente las resolucio-
nes del Consejo de Derechos Humanos relati-
vas a la pena de muerte.

Además, Nueva Zelanda es Parte del Segundo 
Protocolo Facultativo del  PIDCP destinado a 
abolir la pena de muerte desde el 22 de febre-
ro de 1990. Nueva Zelanda es Estado observa-
dor del Grupo de Apoyo de la CIPM.

FILIPINAS

Filipinas fue el primer país asiático en abo-
lir la pena de muerte para todos los delitos 
en junio de 2006, tras la intervención de la 
Presidenta Gloria Macapagal-Arroyo y el 
Congreso. La Constitución de 1987 abolía 
la pena de muerte, pero volvió a introducir-
se en 1993. La última ejecución tuvo lugar 
en 2000.

Tras el derrocamiento del 
Gobierno del Presidente Fer-
dinand Marcos en 1986, la 
nueva Presidenta, Corazón 

Aquino, restauró formalmente la democracia. 
La Presidenta Aquino anunció en abril de 1986 
que todas las sentencias de muerte se habían 
conmutado por penas de cadena perpetua, lo 
que afectó a de más de 500 condenados.

En 1987 se promulgó una nueva Constitución, 
que abolió la pena de muerte como contraria 
a los derechos humanos. Sin embargo, el apar-
tado 9 del artículo III de la nueva Constitución 
permitía que el Congreso reinstaurara la pena 
de muerte "por razones acuciantes relativas a 
los delitos más graves".

No obstante, la preocupación pública por el au-

mento de los índices de delincuencia y la pre-
sión cada vez mayor por la reinstauración de la 
pena de muerte por parte de figuras militares 
de alto rango condujeron al Presidente Fidel Ra-
mos y al Congreso filipino a reintroducir la pena 
capital en diciembre de 1993, cuando se pro-
mulgó la Ley de la República nº 7659, con vigen-
cia a partir del 1 de enero de 1994. Dicho texto 
permitía la imposición de la pena de muerte 
para 46 delitos diferentes, incluidos algunos 
no violentos, 23 de los cuales acarreaban la 
pena de muerte de forma obligatoria. Para el 
año 2002, 52 delitos llevaban consigo la pena 
de muerte. Filipinas se convirtió en un país con 
uno de los índices de ejecuciones más eleva-
dos del mundo. Aproximadamente se contaban 
900 reos condenados a muerte en 1999, el año 
en que se reanudaron las ejecuciones tras un 
intervalo de 23 años.

En 1997 se creó un poderoso equipo de traba-
jo para hacer una campaña contra la pena de 
muerte. Sus miembros eran el Grupo de Asisten-
cia Legal Gratuita (FLAG por sus siglas en inglés), 
la Coalición contra la Pena de Muerte (CADP por 
sus siglas en inglés), la Conferencia de Obispos 
Católicos y Amnistía Internacional. La Iglesia Ca-
tólica apeló al Presidente Joseph Estrada quien, 
a pesar de apoyar la pena de muerte, reconoció 
los graves defectos en los juicios, así como la 
posibilidad de que personas inocentes hubieran 
sido condenadas a muerte. La última ejecución 
tuvo lugar en el año 2000 y, en diciembre de ese 
año, el presidente impuso una moratoria de un 
año a las ejecuciones, conmutó todas las penas 
de muerte impuestas por los tribunales de me-
nor rango e instó al Congreso a que revisara el 
modo de aplicación de dicha pena.

Filipinas ha sido parte desde 1987 del (primer) 
Protocolo Facultativo del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, que trata de-
nuncias de personas físicas sobre supuestas 
violaciones de sus derechos en virtud del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos. En 
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octubre del año 2000 el Comité de derechos 
humanos de las Naciones Unidas expresó su 
preocupación respecto de la ejecución en Fi-
lipinas de dos hombres cuyos casos estaba 
analizando. El Comité sostuvo “que el Estado  
incumplió gravemente sus obligaciones en vir-
tud del Protocolo al ejecutar a las supuestas 
víctimas antes de que el Comité concluyera su 
análisis de la comunicación” (Piandiong y otros 
c. Filipinas, comunicación n.° 869/1999, 19 de 
octubre de 2000, CCPR/C/70/D/869/1999)”.

La Presidenta Gloria Macapagal-Arroyo anun-
ció en 2001 otra moratoria a las ejecuciones. 
Algunos meses después, tras una serie de se-
cuestros, amenazó con dar marcha atrás con 
su decisión, afirmando que las ejecuciones se 
reanudarían. La pena capital fue objeto de un 
amplio debate, incluso en el Congreso, pero 
no tuvo lugar ninguna ejecución. En 2001, los 
partidarios de la pena capital presentaron un 
nuevo proyecto de ley para ampliar aún más 
su alcance, mientras que el año siguiente, en 
2002, tanto los senadores como los diputados 
prepararon proyectos de ley para derogarla.

Las ONG continuaron haciendo campañas y el 
FLAG representaba a las personas acusadas de 
delitos que acarreaban la pena de muerte. La 
Comisión de Derechos Humanos de Filipinas se 
opuso firmemente a que volviera a imponerse 
la pena de muerte. Los grupos religiosos se en-
contraban divididos: las Iglesias Evangélicas fi-
lipinas reafirmaron su apoyo a la pena de muer-
te, pero la Conferencia de Obispos Católicos de 
Filipinas renovó sus demandas de abolición de 
tal castigo. 

El 15 de abril de 2006, durante la Semana San-
ta, la Presidenta Arroyo anunció la decisión de 
conmutar las penas de muerte por otras de ca-
dena perpetua, que se aplicó a más de 1.200 
reos que aguardaban su ejecución. En una car-
ta enviada al Presidente del Senado, Franklin M. 
Drilon, la Presidenta señaló que existía la nece-

sidad urgente de “abolir la pena de muerte, ya 
que se ha demostrado que su imposición no ha 
cumplido con su fin primario de disuadir efecti-
vamente la comisión de delitos atroces” y que 
la abolición paliaría las opiniones de que la pena 
de muerte es un castigo contra los pobres, ya 
que los condenados a muerte eran frecuente-
mente los menos privilegiados, quienes no po-
dían pagar asesoramiento legal.

El Congreso filipino actuó rápidamente y, el 6 
de junio de 2006, aprobó proyectos de ley que 
abolían la pena de muerte. La votación en el 
Senado fue de 16-0, con una abstención, mien-
tras que en la Cámara de Diputados fue de 119 
a favor y 20 en contra. La Presidenta Arroyo 
declaró lo siguiente: “Celebramos la victoria de 
la vida y agradezco al Congreso su actuación 
inmediata para abolir la legislación sobre pena 
de muerte. Pero no se equivoquen, la abolición 
de la pena de muerte se verá acompañada por 
una aplicación más estricta y rigurosa de la ley 
en todos los frentes”. La ley entró en vigor el 24 
de junio de  2006, cuando la Presidenta Gloria 
Macapagal-Arroyo firmó el texto que prohíbe 
la imposición de la pena de muerte en Filipinas 
(Ley de la República n° 9346).

El Presidente Rodrigo Duterte, que resultó elegi-
do en junio de 2016, tomó posesión de su cargo 
con el compromiso de luchar contra la amenaza 
de las drogas, ya que temía que Filipinas se con-
virtiera en un  “narco-Estado” A pesar de que el 
Presidente Duterte había afirmado que estaba 
a favor de la de la pena de muerte, su reinstau-
ración no parecía constituir una prioridad para 
él, puesto que no figuraba ni en su campaña ni 
en su primer discurso sobre el estado de la na-
ción. En julio de 2016, el partido del Gobierno 
presentó un proyecto de ley para reinstaurar la 
pena de muerte para una amplia gama de deli-
tos (como violación, incendio intencionado, trá-
fico de estupefacientes y posesión de peque-
ñas cantidades de drogas). Tras los debates, se 
redujo el número de delitos propuestos para la 
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aplicación de la pena de muerte y el proyecto 
se centró en los relacionados con las drogas. 
El 7 de marzo de 2017, la Cámara de represen-
tantes aprobó el proyecto de ley nº 4727, por 
el que se pretendía "reinstaurar el castigo de la 
pena de muerte para los delitos atroces rela-
cionados con las drogas" con 217 votos a favor, 
54 en contra y una abstención. El proyecto de 
ley se envió al Senado para su aprobación defi-
nitiva. En el momento de imprimir la presente 
publicación, aún no se había debatido en el Se-
nado, por lo que no ha entrado en vigor.

En la Asamblea General de las Naciones Unidas 
de 2007, Filipinas votó a favor de la resolución 
que llamaba a una moratoria para las ejecu-
ciones en todo el mundo a efectos de abolir 
la pena de muerte, y también votó a favor de 
todas las resoluciones posteriores sobre pena 
de muerte adoptadas en 2008, 2010, y 2012 y 
2014. Por primera vez, el país se abstuvo en su 
voto de la Resolución en 2016. 

Filipinas es miembro Fundador del Grupo de 
Apoyo de la CIPM. 

PORTUGAL

Portugal fue uno de los primeros países 
de Europa en abolir la pena de muerte, en 
1867, y de negarse a utilizarla aún antes de 
que se publicara la ley sobre la abolición. La 
última ejecución registrada se llevó a cabo, 
según distintos informes, en 1846 o 1849. 

La pena capital se abolió 
gradualmente en Portugal. 
El proceso abolicionista se 
inició en 1852 bajo el reina-

do de la reina María II. Se introdujeron algunos 
cambios en la ley para hacer posible la abolición 
de la pena de muerte por delitos políticos. La 

segunda fase del proceso tuvo lugar durante 
el reinado del rey Luis, quien abolió la pena de 
muerte para delitos comunes en 1867 en Por-
tugal y en 1870 en las colonias. 

Más adelante, en 1911, se abolió la pena de 
muerte para todos los delitos tras la adopción 
del Código de Justicia Militar, que abolió la pena 
de muerte para los delitos de carácter militar. 
Sin embargo, cuando el país entró en la Primera 
Guerra Mundial, en 1916, se restableció la pena 
de muerte para los delitos militares en tiempo 
de guerra hasta 1918. 

Una vez finalizadas la Primera y la Segunda Gue-
rras Mundiales, y después de la Revolución de 
los Claveles en 1974, se abolió definitivamen-
te la pena de muerte para todos los delitos en 
1976, con la aprobación de la Constitución de la 
República Portuguesa, cuyo artículo 24 estable-
ce que "la vida humana será inviolable. La pena 
de muerte no se aplicará en ninguna circunstan-
cia".

En octubre de 1986, Portugal se adhirió al Pro-
tocolo nº 6 del Convenio Europeo de Derechos 
Humanos, que establece la abolición de la pena 
de muerte en tiempo de paz. En octubre de 
2003, Portugal ratificó asimismo el Protocolo 
nº 13 al Convenio, por el que se abolía la pena 
de muerte en toda circunstancia.

Por otra parte, en 1990, Portugal se hizo Parte 
en el Segundo Protocolo Facultativo del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, de 
propósito abolicionista. 

En la Asamblea General de las Naciones Unidas 
en 2007, Portugal votó a favor de la resolución 
que instaba a una moratoria de las ejecuciones 
en todo el mundo con el objetivo último de abo-
lir la pena de muerte, y ha votado sobre todas 
las resoluciones posteriores sobre la pena de 
muerte aprobadas en 2008, 2010, 2012, 2014 
y 2016.
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Portugal fue un referente para los diversos 
países europeos, puesto que algunos de ellos 
siguieron sus pasos y abolieron la pena de 
muerte, como fue el caso de Francia, en 1981, 
España, en 1995 y el Reino Unido, en 1998. En 
2017, Portugal celebró el 150º aniversario de la 
abolición de la pena de muerte con un número 
considerable de actos públicos por parte del 
Gobierno, las universidades, las administracio-
nes municipales y la sociedad civil. En un artícu-
lo, Augusto Santos Silva, el Ministro portugués 
de Asuntos Exteriores, incidió en dos ideas prin-
cipales: la inviolabilidad de la vida humana y la 
convicción de que ninguna circunstancia justifi-
ca la aplicación de la pena de muerte, la tortura 
u otros castigos crueles o inhumanos, en línea 
con los artículos 24 y 25 de la Constitución 
portuguesa2.  Asimismo manifestó que el país 
dispone de tres vías principales para seguir lu-
chando contra la pena de muerte en el mundo: 
el ejemplo de Portugal como país abolicionista; 
la misión de las diferentes organizaciones inter-
nacionales como la Unión Europea, el Consejo 
de Europa, la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas, etc.; y los derechos humanos como 
elemento siempre presente en las relaciones 
bilaterales del país, a fin de difundir en todo el 
mundo la relevancia esencial del respeto a la 
vida humana.

Para reafirmar su compromiso internacional 
con la abolición de la pena de muerte, Portugal 
es Estado miembro fundador del Grupo de Apo-
yo de la CIPM.

2 Augusto Santos Silva, “Portugal, protagonista da luta contra a 

pena de norte”, Diário de Noticias, 1 de julio de 2017. Disponible 

en: https://www.dn.pt/opiniao/opiniao-dn/convidados/interior/

portugal-protagonista-da-luta-contra-a-pena-de-morte-8605272.

html

RUANDA

En 2007, Ruanda se convirtió en el primer 
país de la región de los Grandes Lagos de 
África en abolir la pena de muerte para 
todos los delitos. Así ocurrió tras el ge-
nocidio de 1994, en el que se estima que 
800.000 ruandeses fueron asesinados. Las 
últimas ejecuciones, en las que, según cier-
tas fuentes, se ajustició a 22 personas, se 
llevaron a cabo en 1998.

La pena de muerte existía en 
virtud del Código Penal para 
una gran variedad de delitos 
y el Tribunal de Seguridad del 

Estado tenía competencia sobre los asuntos 
de naturaleza política, incluidos los delitos que 
acarreaban la pena de muerte. Ocasionalmen-
te, se llevaban a cabo ejecuciones: entre 1969 
y 1974, 13 de las 120 personas condenadas a 
muerte fueron ejecutadas. En 1982, el Presiden-
te Juvenal Habyarimana conmutó dos penas de 
muerte dictadas por el Tribunal de Seguridad del 
Estado en 1981, ya que se había negado a los 
imputados el acceso a abogados. No obstante, 
dos meses después, en septiembre de 1982, 
el Gobierno indicó su intención de mantener la 
pena de muerte al ejecutar a 43 condenados, la 
mayoría por asesinato. En julio de 1987, el Pre-
sidente Habyarimana conmutó todas las penas 
de muerte confirmadas por penas de cadena 
perpetua, una decisión que benefició a 537 reos. 
Posteriormente, el Presidente conmutó regular-
mente las penas de muerte.

Luego del genocidio de 1994, las autoridades 
de Ruanda juzgaron en los tribunales locales 
a los acusados de participar en los hechos. En 
1998, fueron ejecutadas 22 personas conde-
nadas por haber ordenado el genocidio. Estas 
fueron las últimas ejecuciones judiciales reali-
zadas en Ruanda, aunque se siguieron dictan-
do penas de muerte hasta 2003.
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Finalmente, la participación de la comunidad 
internacional en la determinación de la res-
ponsabilidad por el genocidio dio lugar al firme 
avance de Ruanda hacia la abolición de la pena 
de muerte. En noviembre de 1994, el Consejo 
de Seguridad de las Naciones Unidas consti-
tuyó el Tribunal Penal Internacional para Ruan-
da (TPIR) para llevar a la justicia a los autores 
del genocidio y de otras violaciones graves del 
Derecho internacional humanitario. La pena 
de muerte fue excluida como castigo a pesar 
de la fuerte oposición de Ruanda, que en ese 
momento tenía representación en el Conse-
jo de Seguridad. El representante de Ruanda 
argumentó en el Consejo de Seguridad que el 
proyecto de cláusula, que excluía la pena de 
muerte en el Estatuto propuesto del Tribunal, 
era “contraproducente para la reconciliación 
nacional en Ruanda”.

La posterior decisión del Consejo de Seguridad 
de las Naciones Unidas de excluir la pena de 
muerte del Estatuto del TPIR presentó un dile-
ma para el Gobierno: se produciría una injusti-
cia fundamental si los sospechosos juzgados 
en los tribunales nacionales fueran condena-
dos a muerte y los muchos miles de sospecho-
sos de genocidio que vivían en el extranjero, 
algunos detenidos por el TPIR, incluidos pre-
suntos cabecillas, recibieran penas de prisión 
perpetua como máximo. En efecto, los Gobier-
nos que detenían a los sospechosos de liderar 
o participar en el genocidio que habían escapa-
do al exterior, al igual que el TPIR, se negaban 
a extraditar a Ruanda a dichas personas, por 
temor a que las ejecutaran. Estos Gobiernos 
y el TPIR también estaban preocupados por 
la falta de garantías procesales, lo cual había 
constituido una inquietud de larga data en los 
casos de pena de muerte. Estas inquietudes 
fueron las que impulsaron la promulgación, en 
2007, de una ley de traslado especial que pro-
hibía la ejecución de los sospechosos que se 
trasladasen del TPIR a los tribunales de Ruan-
da. Los pasos para abolir la pena de muerte 

para todos los delitos se dieron poco tiempo 
después.

En octubre de 2006, la oficina política del par-
tido gobernante recomendó rotundamente la 
abolición y, el 19 de enero de 2007, el gabinete 
aprobó los planes para abolir la pena de muer-
te. El Ministro de Justicia, Tharcisse Karugama, 
dijo que una prolongada consulta pública ha-
bía mostrado que la mayoría de los ruandeses 
se oponía a la pena capital. Posteriormente, la 
Cámara de Diputados, el 8 de junio de 2007, y 
el Senado, el 25 de julio de 2007, aprobaron 
proyectos de ley que abolían la pena de muer-
te. La Ley de Abolición de la Pena de Muerte 
entró en vigor el 25 de julio de 2007 al ser ra-
tificada por el Presidente Paul Kagame y pu-
blicada en el diario oficial de Ruanda. El país 
abolió la pena de muerte para todos los delitos 
y la eliminó del Código Penal.

El Presidente Kagame destacó que la historia 
violenta de genocidio de su país fue un factor 
principal para la abolición de la pena de muer-
te. Todas las penas capitales —de aproxima-
damente 600 presos condenados— fueron 
conmutadas por penas de cadena perpetua. 
Louise Arbour, en ese momento Alta Comisio-
nada de las Naciones Unidas para los Dere-
chos Humanos y ex-Fiscal del TPIR, recibió la 
decisión con satisfacción y sostuvo que: "Un 
país que ha sufrido el máximo delito y que tie-
ne un pueblo cuya sed de justicia está lejos de 
haber sido saciada ha decidido renunciar a una 
sanción que no debería tener lugar en ningu-
na sociedad que alegue valorar los derechos 
humanos y la inviolabilidad de las personas. 
Ruanda está predicando con el ejemplo". 

En noviembre de 1999, el Gobierno organizó 
una reunión de la CADHP, que aprobó su pri-
mera resolución sobre la pena de muerte, ins-
tando a los Estados a que considerasen una 
moratoria de las ejecuciones. En septiembre 
de 2009, la primera Conferencia Regional so-



47

LA ABOLICIÓN DE LA PENA DE MUERTE EN LOS ESTADOS

bre Pena de Muerte fue organizada en Kigali, 
Ruanda, por el Grupo de Trabajo sobre Pena de 
Muerte de la CADHP a fin de respaldar la abo-
lición de la pena de muerte en África Central, 
Oriental y Meridional. Asimismo, en octubre de 
2011, Ruanda celebró una conferencia regio-
nal sobre la abolición de la pena de muerte a 
la que asistió la Sra. Duvivier, Presidenta de la 
CIPM.

En 2013, el Ministro de Justicia de Ruanda, Jo-
hnston Busingye, participó en el V Congreso 
Mundial contra la Pena de Muerte celebrado 
en Madrid (España), en el que destacó el com-
promiso de su país con el derecho a la vida 
afirmando lo siguiente: "Nos dimos cuenta de 
que la muerte no podía servir nunca de ins-
trumento de la justicia, ni siquiera en el caso 
de los delitos más atroces imaginables, y no 
hemos lamentado esta decisión en ningún un 
momento. La abolición de la pena de muerte 
constituyó un avance importante en el proce-
so de reconciliación".

Como parte de los acuerdos de paz de Arus-
ha de 1993, que tienen jerarquía constitucio-
nal en Ruanda, el Gobierno se comprometió a 
ratificar el Segundo Protocolo Facultativo del 
PIDCP, que exige a los Estados que deroguen la 
pena de muerte. Este compromiso de ratifica-
ción fue cumplido en diciembre de 2008.

En la Asamblea General de las Naciones Uni-
das de 2007, Ruanda votó a favor de la reso-
lución en que se exhortaba al establecimiento 
de una moratoria de las ejecuciones a nivel 
mundial con miras a abolir la pena de muerte, y 
también votó a favor de todas las resoluciones 
posteriores sobre pena de muerte, aprobadas 
en 2008, 2010, 2012 y 2014. Ruanda estuvo 
ausente en la votación de 2016.

SENEGAL

Senegal abolió la pena de muerte para todos 
los delitos el 10 de diciembre de 2004, con la 
aprobación de un proyecto de ley al efecto 
por una amplia mayoría en su Parlamento. El 
proyecto había recibido el beneplácito uná-
nime del Gobierno con anterioridad, en julio 
de 2004. Este paso se dio tras los debates 
entre las organizaciones de la sociedad civil 
y, como elemento crucial, un cambio a favor 
de la abolición de la pena de muerte en la 
postura del Presidente, Abdoulaye Wade.

Desde su independencia en 
1960, Senegal llevó a cabo 
dos ejecuciones, en 1965 y 
en 1967, ambas por el asesi-

nato de líderes políticos. El Código Penal del país 
preveía la pena de muerte para delitos como el 
asesinato y la instituía como obligatoria para, 
entre otros, los reos de espionaje y traición.

El debate sobre la reforma constitucional de 
2001 incluyó la posible abolición de la pena 
de muerte. El entonces Presidente, Abdoulaye 
Wade, se resistió al cambio, pues no era abo-
licionista y argumentaba que esa cuestión de-
bía tratarse mediante la aprobación de una ley 
que previera la abolición de la pena de muerte. 
La Constitución de 2001, en su artículo 7, es-
tablece que "toda vida humana es sagrada e 
inviolable" y que todos tienen derecho a la vida, 
la libertad y la seguridad, así como a "la integri-
dad corporal y, especialmente, a la protección 
contra cualquier mutilación física". No se men-
cionó ninguna excepción para la pena de muer-
te, la cual se mantuvo en la normativa. En su 
respuesta de julio de 2001 a Amnistía Interna-
cional sobre las acciones para abolir la pena de 
muerte, el Gobierno sostuvo lo siguiente: "Se 
está desarrollando un proceso en el que todas 
las partes de la sociedad participarán del deba-
te sobre un posible cambio legislativo".
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Cuando los tribunales dictaron penas de muer-
te en varios casos en 2003 y 2004, se reanudó 
un vigoroso debate entre abolicionistas y sus 
opositores, en particular, cuando se presentó 
un proyecto de ley en el Parlamento en el año 
2004, con el fin de abolir la pena de muerte. En 
ese momento, había cuatro presos condena-
dos a la pena capital.

Senegal es un país predominantemente mu-
sulmán. Entre los opositores de la abolición 
se encontraba la Coalición de Asociaciones Is-
lámicas, que apoyaba el mantenimiento de la 
pena de muerte e invocaba su supuesto efecto 
de disuasión. Sin embargo, el Ministro de Justi-
cia, Sergine Diop, afirmó que en los países en 
los que existía la pena de muerte, las cifras de 
delincuencia no eran inferiores a las de los paí-
ses abolicionistas. Entre quienes apoyaban el 
proyecto de ley se encontraban ONG como En-
cuentro Africano por los Derechos Humanos y 
el Comité Senegalés de Derechos Humanos, las 
cuales alegaban los valores de la santidad de 
la vida en la cultura tradicional senegalesa. La 
última de estas organizaciones también ponía 
énfasis en que la abolición de la pena de muer-
te se alineaba con el movimiento internacional 
en esta línea. 

El hecho más importante fue que el Presiden-
te Wade cambió de opinión y se convirtió en un 
firme partidario del proyecto de ley abolicionis-
ta. El proyecto fue aprobado de forma unánime 
por el Gobierno el 15 de julio de 2004 y, el 10 
de diciembre de 2004, el Parlamento abolió la 
pena de muerte para todos los delitos, con una 
amplia mayoría y con el respaldo de grandes 
sectores de la sociedad senegalesa.

Senegal es miembro de la Comunidad Económi-
ca de Estados de África Occidental (CEDEAO), 
cuyos miembros están divididos respecto de 
la cuestión de la pena de muerte. Los debates 
en Senegal fueron observados con atención 
por los demás miembros de la CEDEAO. Seis 

de ellos ya están considerando convertirse 
en abolicionistas en la práctica, mientras que 
otros seis, Benín, Cabo Verde, Costa de Marfil, 
Guinea-Bisáu, Senegal y Togo, ya han abolido 
la pena de muerte para todos los delitos. Asi-
mismo, Guinea lo ha hecho para los delitos co-
munes y solo un miembro de ECOWAS, Nigeria, 
mantiene la pena capital3. 

En la Asamblea General de las Naciones Unidas 
de 2007, Senegal no estuvo presente cuando 
se aprobó la resolución en que se exhortaba al 
establecimiento de una moratoria de las eje-
cuciones a nivel mundial con miras a abolir la 
pena de muerte, se ha abstenido en las vota-
ciones de las resoluciones posteriores relativas 
a la pena de muerte aprobadas en 2008, 2010, 
2012 y 2014 y volvió a ausentase en la votación 
de 2016. Senegal tampoco es parte del Segun-
do Protocolo Facultativo del PIDCP, destinado a 
abolir la pena de muerte. En la EPU sobre este 
Estado de octubre de 2013, varios países re-
comendaron la ratificación de dicho protocolo 
facultativo (A/HRC/25/4) En un apéndice, Se-
negal rechazó las recomendaciones y las con-
sideró irrelevantes, dado "su rechazo firme e in-
equívoco de la pena de muerte" (A/HRC/25/4/
Add.1).

SUDÁFRICA

Sudáfrica abolió la pena de muerte en su le-
gislación para los delitos comunes en 1995 
y, para todos los delitos, en 1997, después 
de que en 1995 el Tribunal Constitucional 
determinara que era inconstitucional. La 
última ejecución en este país tuvo lugar en 
1991.

3 Cuando se publicó este informe por primera vez en 2013, solo 

dos miembros de ECOWAS habían abolido la pena de muerte para 

todos los delitos: Senegal y Togo.	
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Durante la era del apartheid, 
la pena de muerte se utiliza-
ba amplia y desproporciona-
damente contra la población 

negra. En 1995, el Tribunal Constitucional, en un 
fallo trascendental que alejó definitivamente a 
la Sudáfrica post-apartheid de la era represiva 
anterior, determinó que la pena de muerte era 
inconstitucional por violar la dignidad humana y 
la prohibición de utilizar la tortura o los castigos 
crueles, inhumanos o degradantes. La pena de 
muerte fue abolida para los delitos comunes en 
Sudáfrica en 1995.

Durante la era del apartheid, se denunciaba 
que, generalmente, los tribunales —conforma-
dos casi totalmente por jueces blancos— dis-
criminaban a los africanos negros y les impo-
nían penas más duras que a los reos blancos. 
Los acusados negros eran casi siempre pobres 
y no podían pagar los servicios de un abogado. 
La pena de muerte se aplicaba a todo tipo de 
delitos, incluidos los políticos. Estos últimos 
se encontraban previstos en la Ley sobre Te-
rrorismo, la Ley de Seguridad Interna y la lla-
mada "Ley del Sabotaje". La primera y la última 
de dichas leyes imponían la carga de la prue-
ba al acusado. Estas leyes se utilizaban para 
imponer la pena de muerte en tal medida que 
Amnistía Internacional denunció en 1979 que 
Sudáfrica tenía una de las tasas más altas de 
ejecuciones judiciales del mundo. Entre 1978 
y 1987, 1593 personas fueron condenadas a 
muerte y el número anual de ejecuciones su-
peró las 100. 

A nivel internacional, un grupo de resoluciones 
aprobadas por el Consejo de Seguridad y la 
Asamblea General de las Naciones Unidas en 
1964, 1982, 1987 y 1989 exigieron a Sudáfri-
ca que dejara de ejecutar a personas "conde-
nadas en virtud de leyes represivas arbitrarias 
por actos derivados de su oposición al apar-
theid".

En Sudáfrica, la alta tasa de ejecuciones, par-
ticularmente en relación con los condenados 
por protestas políticas contra el apartheid, 
llevó a un debate intenso respecto de la pena 
de muerte entre grupos religiosos y políticos, 
sindicatos, grupos de defensa de los derechos 
humanos y miembros de la profesión jurídica. 
La oposición a las ejecuciones condujo a la 
creación de la Sociedad para la Abolición de la 
Pena Capital en Sudáfrica en 1971, que fue re-
establecida en 1988, el año en que el Consejo 
Sudafricano de Iglesias declaró su plena opo-
sición a esta pena.

En 1990, mientras transitaba sus últimos días 
el régimen del apartheid liderado por el Presi-
dente De Klerk, este último anunció una mo-
ratoria de las ejecuciones. En julio de 1990, la 
Ley de Modificación del Derecho Penal eliminó 
la pena de muerte obligatoria por asesinato, la 
abolió para los allanamientos de morada y es-
tableció un derecho de apelación automático.

1990 fue un año decisivo: Nelson Mandela, 
miembro prominente de la oposición al apar-
theid que había sido juzgado por delitos que 
acarreaban la pena de muerte (castigo que 
había calificado de inhumano), fue liberado de 
prisión y se iniciaron las negociaciones para 
la reforma constitucional. La abolición de la 
pena de muerte se convirtió en la prueba de 
fuego de la creación de un nuevo orden social, 
y se creó un tribunal para examinar todas las 
penas de muerte impuestas con anterioridad 
a julio de 1990. Como resultado, en 1992 el 
Ministro de Justicia declaró una moratoria 
formal de las ejecuciones hasta la redacción 
de una Carta de Derechos. En la Constitución 
transitoria de Sudáfrica adoptada en 1993, se 
incluyó una Carta de Derechos en la que no 
se hacía referencia a la pena de muerte. Ese 
mismo año, dos hombres condenados a muer-
te durante el período de moratoria impugna-
ron su pena ante la justicia en virtud de su 
incompatibilidad con las disposiciones sobre 
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derechos humanos contenidas en la Carta de 
Derechos, incluida en el capítulo III de la nueva 
Constitución. El Ministro de Justicia intervino 
en favor de los apelantes, y el Fiscal General 
entabló una causa ante el recién instituido Tri-
bunal Constitucional para que este declarase 
inconstitucional la pena de muerte.

Esta declaración llegó con la sentencia históri-
ca del asunto Sudáfrica c. T. Makwanyane y M. 
Mchunu, la primera causa en la que intervino 
el nuevo Tribunal Constitucional. El 6 de junio 
de 1995, el tribunal entendió que la pena de 
muerte aplicada a delitos comunes era incom-
patible con la “cultura de derechos humanos” 
basada en el derecho a la vida y la dignidad 
como pilares de la nueva Constitución provi-
sional. El tribunal, que había celebrado vistas 
respecto de la pena de muerte en febrero de 
1995, desestimó rotundamente el argumento 
de su efecto disuasorio y sostuvo que la forma 
de reducir la violencia en Sudáfrica era esta-
blecer una cultura de derechos humanos que 
respetase la vida de las personas. Un magis-
trado defendió que la pena de muerte era par-
te del legado colonial de Sudáfrica y que los 
procesos judiciales de sus sociedades nativas 
tradicionalmente no contemplaban esta pena 
para el asesinato. El Tribunal Constitucional 
consideró que la pena de muerte no sería con-
gruente con el espíritu de reconciliación de la 
nueva era post-apartheid y remarcó, además, 
que su obligación era tomar la decisión co-
rrecta y no la más popular, aunque la opinión 
pública respecto de la pena de muerte fuera 
ambivalente. El Presidente del tribunal, Arthur 
Chaskalson, escribió lo siguiente:

La opinión pública puede tener cierta rele-
vancia en el asunto pero, en sí misma, no 
sustituye el deber que tienen los tribunales 
de interpretar la Constitución y defender 
sus disposiciones sin temores ni parcia-
lidades. Si la opinión pública fuera deter-
minante, no harían falta las resoluciones 

sobre constitucionalidad […]. La principal 
razón para establecer el nuevo orden jurídi-
co y otorgarle al poder judicial la potestad 
de controlar toda la legislación vigente es 
resguardar los derechos de las minorías y 
de todos aquellos que no pueden proteger 
sus derechos de manera adecuada a tra-
vés del proceso democrático". (Sudáfrica 
c. Makwanyane [1995] [3] SA 391, párrafo 
88).

En su sentencia, el Tribunal Constitucional de 
Sudáfrica se remitió ampliamente al Derecho 
internacional y comparado, diferenciando la 
disposición relativa al derecho a la vida en la 
Constitución sudafricana de las disposiciones 
análogas recogidas en el Convenio Europeo 
de Derechos Humanos y la Constitución esta-
dounidense, que no prohíben expresamente la 
pena de muerte. No obstante, en su resolución 
mayoritaria, el tribunal tuvo en cuenta sen-
tencias de los tribunales supremos estatales 
y el Tribunal Supremo federal de los Estados 
Unidos de América, así como del Tribunal Su-
premo de Canadá y del Tribunal Constitucional 
de Hungría, y concluyó que la pena de muerte 
era una forma de castigo cruel, inhumana o 
degradante que estaba prohibida por la Cons-
titución provisoria.

El fallo del Tribunal Constitucional fue cues-
tionado por la prensa y por una mayoría de la 
población que, aparentemente, abogaba por 
conservar la pena de muerte. Varios sondeos 
de opinión realizados en aquel entonces indi-
caban que la mayor parte de los ciudadanos 
(entre el 62 y el 78%) estaba a favor de la pena 
capital. No obstante, el Congreso Nacional Su-
dafricano apoyaba la abolición de la pena de 
muerte, por lo que, gracias a una mayoría de 
casi dos tercios en la Asamblea Constitucio-
nal, acabó por aprobar la Constitución definiti-
va de Sudáfrica el 8 de mayo de 1996. En ella 
se mantuvo el texto de la Constitución provi-
soria de 1993 por el que se garantizaba el de-
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recho a la vida como un derecho fundamental 
y se abolía la pena de muerte. Fue promulgada 
en diciembre de 1996.

A pesar de la fuerte presión ejercida por al-
gunos partidos políticos para reestablecer la 
pena de muerte, el Parlamento sudafricano re-
frendó el dictamen del Tribunal Constitucional. 
En 1997, el Parlamento abolió formalmente la 
pena de muerte para todos los delitos median-
te la aprobación de la Ley de Modificación del 
Derecho Penal, que suprimió toda referencia 
a dicha pena en la legislación nacional. La Ley 
entró en vigor en 1998, y la pena de los conde-
nados a muerte fue conmutada por penas de 
reclusión. En noviembre de 2006, el Tribunal 
Constitucional determinó que el Gobierno ha-
bía cumplido completamente su sentencia de 
1995 sobre la inconstitucionalidad de la pena 
de muerte.

Las voces a favor de la restitución de la pena 
de muerte continuaron oyéndose, puesto que 
se la veía, incluso dentro del Partido Nacional 
Africano, como un medio para luchar contra 
las altas tasas de delincuencia de Sudáfrica, 
pero se encontraron con la oposición de líde-
res como Nelson Mandela y el ex-Arzobispo 
Desmond Tutu. Pero no tuvieron éxito porque 
el Tribunal Constitucional rechazó el supuesto 
efecto disuasorio de la pena de muerte. El 15 
de diciembre de 2011, el Presidente sudafrica-
no, Jacob Zuma, reiteró el compromiso de su 
Gobierno con la abolición de la pena de muer-
te.

En la Asamblea General de las Naciones Uni-
das de 2007, Sudáfrica votó a favor de la reso-
lución en que se exhortaba al establecimiento 
de una moratoria de las ejecuciones a nivel 
mundial con miras a abolir la pena de muerte, 
y también votó a favor de todas las resolucio-
nes posteriores relativas a la pena de muerte, 
aprobadas en 2008, 2010, 2012, 2014 y 2016. 
Sudáfrica se adhirió al Segundo Protocolo Fa-

cultativo del PIDCP, destinado a abolir la pena 
de muerte, en 2002.

Como reafirmación de su compromiso interna-
cional con la abolición de la pena de muerte, 
Sudáfrica es uno de los miembros fundadores 
del Grupo de Apoyo de la CIPM.

ESPAÑA

La pena de muerte se abolió por primera 
vez en España en 1932, pero se reinstauró 
parcialmente en 1934 y de forma total, en 
1938. Las últimas ejecuciones en este país 
tuvieron lugar a finales de 1975, cuando 
estaba a punto de terminar la dictadura 
del General Francisco Franco. La pena capi-
tal se abolió para los delitos comunes en la 
Constitución vigente, aprobada en 1978, y 
para todos los delitos, en 1995.

En 1822, el primer Código 
Penal español introdujo el 
garrote como método de 
ejecución para reemplazar 

a la horca. Tras unos años de una monarquía 
absolutista que reinstituyó la ejecución en la 
horca, en 1832, el Rey Fernando VII la suprimió 
definitivamente y reinstauró el garrote. Los 
posteriores Códigos Penales de 1848, 1850 
y 1870 contribuyeron a establecer el garro-
te como único método de ejecución, con la 
excepción del pelotón de fusilamiento para 
ajusticiar los condenados en aplicación de la 
normativa militar.

La pena de muerte se utilizó de manera inin-
terrumpida en España hasta 1932, cuando 
se abolió en virtud de una reforma del Código 
Penal en tiempos de la Segunda República. No 
obstante, esta abolición fue efímera, ya que la 
pena capital se restableció dos años más tar-
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de, en octubre de 1934, para delitos de terro-
rismo y bandolerismo.

La Guerra Civil española (1936-1939) desem-
bocó en el régimen autoritario del General 
Francisco Franco, que se prolongó hasta su 
muerte en 1975. En julio de 1938, Franco re-
instauró completamente la pena de muerte en 
el Código Penal mediante un decreto-ley, con 
el argumento de que la abolición de este cas-
tigo perjudicaba el buen funcionamiento del 
Estado. Durante la Guerra Civil y el régimen del 
General Francisco Franco, se ajustició a hom-
bres, mujeres e, incluso, menores. 

Las últimas ejecuciones en este país tuvieron 
lugar el 27 de septiembre de 1975, dos meses 
antes de la muerte de Franco. Ese día fueron 
fusilados dos miembros de la banda terrorista 
ETA, Jon Paredes y Ángel Otaegi, y a tres de la 
también organización terrorista FRAP, José Luis 
Sánchez Bravo, Ramón García Sanz y Humberto 
Baena. Estas sentencias de muerte suscitaron 
una importante reacción popular y la repulsa 
y las críticas de países europeos. Varios líde-
res internacionales, entre ellos, el Papa Pablo 
VI, remitieron peticiones de clemencia para los 
condenados a la pena capital. Hubo manifesta-
ciones en contra de las ejecuciones en Europa 
Occidental y varios países europeos retiraron a 
sus embajadores en Madrid a modo de protesta.

Según se ha indicado, es posible que la presión 
internacional motivase la decisión de sustituir 
el garrote por el fusilamiento como método de 
ejecución para los cinco reos. Anteriormente, 
el 2 de marzo de 1974, Salvador Puig Antich y 
Heinz Chez habían sido ajusticiados en Barcelo-
na y Tarragona, respectivamente, y se convirtie-
ron en las dos últimas personas a las que se dio 
garrote. A Salvador Puig Antich, un anarquista 
catalán, se le juzgó y sentenció a muerte en un 
tribunal militar por el asesinato de un miembro 
de la Guardia Civil. Heinz Chez, que también ha-
bía sido condenado por asesinato, fue ejecutado 

el mismo día, en un intento de las autoridades 
por incitar a la opinión pública a concluir que la 
violencia común y la política eran equiparables.

En la Constitución de 1978, que consolidó la 
democracia en España tras el régimen auto-
ritario de Franco, se abolió la pena de muer-
te para los delitos comunes. Este castigo se 
mantuvo todavía en la jurisdicción militar en 
tiempos de guerra. En este sentido, el Códi-
go Penal Militar preveía la pena capital como 
la máxima condena por los delitos de traición, 
rebelión militar, espionaje y sabotaje y por crí-
menes de guerra. 

En 1995, con la abolición de la pena de muerte 
en la jurisdicción militar, España se convirtió 
en un país completamente abolicionista. 

Se ha de señalar que, en el artículo 15 de la 
Constitución española, todavía se menciona la 
pena capital: "Todos tienen derecho a la vida 
y a la integridad física y moral, sin que, en nin-
gún caso, puedan ser sometidos a tortura ni 
a penas o tratos inhumanos o degradantes. 
Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que 
puedan disponer las leyes penales militares 
para tiempos de guerra".

En enero de 1985, España se adhirió al Proto-
colo nº 6 del Convenio Europeo de Derechos 
Humanos, relativo a la abolición de la pena 
de muerte en tiempos de paz, y, en diciembre 
de 2009, ratificó el Protocolo nº 13 de dicho 
Convenio, relativo a la abolición de la pena de 
muerte en todas las circunstancias.

Asimismo, en 1991, España ratificó el Segun-
do Protocolo Facultativo del PIDCP, destinado 
a abolir la pena de muerte. 

La ratificación de estos protocolos por parte 
de España refleja el compromiso del país con 
la abolición de la pena de muerte, con lo que 
la disposición constitucional que contempla 
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este castigo pierde su sentido.

España votó a favor de la primera resolución 
de la Asamblea General de las Naciones Uni-
das en la que se exhortaba al establecimien-
to de una moratoria de las ejecuciones a nivel 
mundial con miras a abolir la pena de muerte 
en 2007 y también apoyó las resoluciones 
posteriores relativas a la pena de muerte en 
2008, 2010, 2012, 2014 y 2016.

España ha demostrado su compromiso firme 
con la abolición universal de la pena capital en 
numerosas ocasiones, trabajando, a nivel bi-
lateral, en la lucha en favor de los ciudadanos 
españoles condenados a muerte en el extran-
jero y, a nivel multilateral, estableciendo esta 
causa como prioritaria durante su mandato en 
el Consejo de Derechos Humanos (2018-2020). 
Joaquín José Martínez se convirtió en el primer 
español y europeo en salir del corredor de la 
muerte de los Estados Unidos de América en 
2001, tras un segundo juicio. Había sido conde-
nado a la pena capital en 1997 en Florida por 
una acusación de doble homicidio. El Gobierno y 
la Casa Real de España colaboraron con su fami-
lia, el Papa Juan Pablo II, el Parlamento Europeo 
y otras organizaciones para lograr su liberación.

La CIPM nació en 2010 inspirada en una inicia-
tiva española. Su Secretaría tiene su sede en 
Madrid. España es uno de los miembros de su 
Grupo de Apoyo y, en la actualidad, ostenta su 
Presidencia.

SURINAM

El 13 de abril de 2015, Surinam abolió la 
pena de muerte para todos los delitos, pero 
la mantiene en su Código Penal Militar. Las 
últimas ejecuciones en este país tuvieron 
lugar en 1982.

El 6 de mayo de 2011, cuan-
do Surinam se sometió a la 
EPU, se señaló que su Códi-
go Penal todavía disponía la 

pena de muerte para el asesinato con agravan-
tes o premeditación y para la traición, aunque 
existiera una moratoria de facto desde 1982. 
En el informe del Grupo de Trabajo del EPU se 
afirmó que se estaba revisando el Código Pe-
nal y que el proyecto de modificación de este 
no preveía la pena de muerte (A/HRC/18/12).

La últimas ejecuciones de las que se tiene no-
ticia en Surinam se llevaron a cabo en 1982. 
El 13 de marzo de ese año, el ejército ajusti-
ció a Wilfred Hawker, un sargento y opositor 
al régimen militar condenado por traición. Ese 
8 de diciembre, se dio muerte a 15 opositores 
políticos, en lo que se conoce como "los Ase-
sinatos de Diciembre". No obstante, las auto-
ridades no reconocen estas ejecuciones ofi-
cialmente y los periodistas fechan las últimas 
conocidas en 1927. 

El 10 de octubre de 2013, en una conferencia 
organizada en Ginebra por la CIPM y la Unión 
Interparlamentaria, la entonces Vicepresiden-
ta de la Asamblea Nacional de Surinam, Ruth 
Wijdenbosch, sostuvo, en unas declaraciones 
en favor de la abolición de la pena de muerte, 
que existía "un consenso entre los principales 
partidos políticos de la Asamblea Nacional y 
también en el Gobierno sobre esta reforma 
tan importante". A petición de la Vicepresiden-
ta Wijdenbosch, la Presidenta de la CIPM y ex-
Presidenta de Suiza Ruth Dreifuss y el diputa-
do británico Greg Mulholland visitaron Surinam 
y se reunieron con altos cargos del Gobierno 
y otros actores interesados en la cuestión de 
la abolición de la pena de muerte e instaron 
al Gobierno a aprobar un Código Penal que no 
previera este castigo.

En junio de 2014, el Gobierno de Surinam pre-
sentó el proyecto de Código Penal, en el que 
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la pena de muerte se sustituía por la de pri-
vación de libertad de 20 a 30 años para todos 
los delitos.

Del 2 al 6 de febrero de 2015, la UE, el Reino 
Unido, Francia y los Países Bajos organizaron 
en Paramaribo un seminario sobre la abolición 
de la pena de muerte en Surinam, en el que 
el ponente principal fue el Dr. Marc Bossuyt, 
cuya visita fue coordinada por la CIPM. El se-
minario incluyó sesiones con representantes 
de la Asamblea Nacional, organizaciones de la 
sociedad civil y juristas, así como un diálogo 
en el que se abordó el proceso de adopción 
del proyecto de Código Penal, que preveía la 
abolición de la pena de muerte, y se exhortó a 
Surinam a ratificar el Segundo Protocolo Facul-
tativo del PIDCP y el Protocolo a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, relativo 
a la Abolición de la Pena de Muerte.

El 13 de abril de 2015, entró en vigor el nue-
vo Código Penal, con el que la pena de muerte 
quedó completamente abolida en el país. Se-
gún los informes recibidos por la CIPM, el Có-
digo Penal se publicó en el diario oficial del Es-
tado (Staatsblad van de Republiek Suriname, 
2015, n.° 44; Wet wijz. Wetboek van Strafrecht 
[4]) el 13 de abril, después de que el Presiden-
te Dési Bouterse lo firmase el 30 de mayo. 
Este nuevo Código Penal no prevé la aplicación 
de la pena capital. 

El 2 de mayo de 2016, Surinam fue evaluado 
en el segundo ciclo del EPU y se alabó su de-
cisión abolicionista (A/HRC/WG.6/25/SUR/2). 
Surinam aceptó las recomendaciones de esta 
sesión del EPU en lo que respecta a la abolición 
de la pena de muerte en el Código Penal Militar 
del país y a la firma y ratificación del Segundo 
Protocolo Facultativo del PIDCP, destinado a 
abolir la pena de muerte (A/HRC/33/4).

En la Asamblea General de la Naciones Unidas 
de 2007, Surinam votó en contra de la resolu-

ción en que se exhortaba al establecimiento 
de una moratoria de las ejecuciones a nivel 
mundial con miras a abolir la pena de muerte, 
pero se abstuvo en las votaciones de 2008, 
2010 y 2012. En 2014 y 2016, votó a favor de 
las resoluciones al mismo efecto.  

TOGO

La República Togolesa (Togo) abolió la pena 
de muerte en su normativa nacional para 
todos los delitos en 2009. La última ejecu-
ción tuvo lugar en 1978. Con el objetivo de 
que se suprima la pena capital a nivel in-
ternacional, la Asamblea Nacional del país 
aprobó la adhesión al Segundo Protocolo 
Facultativo del PIDCP en septiembre de 
2016. 

El 27 de febrero de 1992, 
Togo firmó la Carta Africa-
na sobre los Derechos y el 
Bienestar del Niño (OAU Doc. 

CAB/LEG/24.9/49 [1990]), que había sido apro-
bada el 11 de julio de 1990 por la Organización 
para la Unidad Africana u OUA (en la actualidad, 
la Unión Africana o UA) y entró en vigor el 29 
de noviembre de 1999. En su artículo 5, la carta 
prohíbe imponer la pena de muerte a cualquier 
ser humano menor de 18 años. 

El 10 de diciembre de 2008, el Consejo de Mi-
nistros del Gobierno togolés aprobó un proyec-
to de ley destinado a abolir la pena de muerte. 
Todas las penas de muerte, que se habían im-
puesto por última vez en 2002, se conmutaron 
por cadenas perpetuas. La última ejecución 
que se llevó a cabo en Togo tuvo lugar en 1978.

El Ministro de Justicia Kokou declaró lo siguien-
te: "Este país ha decidido establecer un sistema 
de Justicia sano que limite los errores judiciales 
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[...] y garantice los derechos inherentes de las 
personas. Este [nuevo] sistema ya no es com-
patible con un Código Penal que mantenga la 
pena de muerte y otorgue a la judicatura un po-
der absoluto de consecuencias irrevocables".

El 23 de junio de 2009, con el apoyo del Presi-
dente Faure Gnassingbe, la Asamblea Nacional 
aprobó en una votación unánime la abolición de 
la pena de muerte para todos los delitos en la 
normativa nacional de Togo (Ley nº 2009-011). 
José Luis Rodríguez Zapatero, Presidente del 
Gobierno de España de 2004 a 2011 y promotor 
de la iniciativa internacional para crear la CIPM, 
asistió a esta reunión plenaria de la Asamblea 
Nacional togolesa en Lomé en la que se abolió 
la pena de muerte.

Togo entregó sus informes cuando se sometió 
al EPU en 2011 y aceptó las recomendaciones 
posteriores de este proceso de revisión de oc-
tubre de 2011 y marzo de 2012 en relación con 
la ratificación del Segundo Protocolo Facul-
tativo del PIDCP, destinado a abolir la pena de 
muerte.

El 21 de enero de 2015, el Consejo de Ministros 
de Togo aprobó un proyecto de ley en el que se 
autorizaba la adhesión al protocolo menciona-
do. Posteriormente, el 10 de julio de 2015, la 
Asamblea Nacional ratificó el proyecto por una-
nimidad y, el 14 de septiembre de 2016, Togo 
se adhirió al protocolo completando el proceso 
de ratificación en las Naciones Unidas.

En la Asamblea General de las Naciones Unidas 
de 2007, Togo se abstuvo en la votación sobre 
la resolución en que se exhortaba al estable-
cimiento de una moratoria de las ejecuciones 
a nivel mundial con miras a abolir la pena de 
muerte, y volvió a hacerlo en 2008. Desde en-
tonces, ha modificado su postura y ha votado 
a favor de todas las resoluciones posteriores 
de la Asamblea General de las Naciones Unidas 
al mismo efecto en 2010, 2012, 2014 y 2016. 

Además, en 2014 y 2016, Togo copatrocinó las 
dos resoluciones. 

Togo es uno de los miembros fundadores del 
Grupo de Apoyo de la CIPM, demostrando así su 
compromiso con la supresión de la pena capital.

TURQUÍA

Turquía abolió la pena de muerte para los 
delitos comunes en 2001 y 2002 mediante 
una enmienda constitucional y la corres-
pondiente reforma de su legislación. En 
2004, derogó la pena de muerte para todos 
los delitos a través de una nueva enmienda 
a la Constitución y una posterior reforma 
del Código Penal. La suspensión de la ley 
marcial en 1987 facilitó la abolición de la 
pena de muerte, que se implementó tras 
una moratoria de facto y una reducción del 
número de delitos punibles con pena de 
muerte. La última ejecución tuvo lugar en 
el país en 1984.

Dieciséis artículos del Có-
digo Penal de Turquía de 
1926, y sus modificaciones, 
contemplaban la pena de 

muerte obligatoria para los delitos contra el 
Estado, el Gobierno o la Constitución. Además, 
otros ocho artículos disponían la obligatorie-
dad de este castigo para delitos como el ho-
micidio. La pena de muerte también podía im-
ponerse en virtud del Código Penal Militar y la 
Ley de Traición. Los reos condenados a muerte 
que hubieran agotado todas las vías legales 
solo podían ser ejecutados si sus penas eran 
aprobadas por la Gran Asamblea Nacional (el 
Parlamento), tal como exigía el artículo 87 de 
la Constitución. En la práctica, la Comisión Ju-
dicial de la Gran Asamblea suspendía algunas 
ejecuciones al no revisar determinados casos. 
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Desde la fundación de la República de Turquía 
moderna en 1923, 588 personas fueron ejecu-
tadas por delitos de todo tipo, entre ellos, los 
políticos.

Las ejecuciones fueron más frecuentes tras 
los golpes militares de 1960, 1971 y 1980, 
aunque se impuso una moratoria de facto 
para las ejecuciones entre 1973 y 1980, du-
rante la cual se siguieron dictando sentencias 
que acarreaban la pena de muerte sin que el 
Parlamento las confirmara. Esta moratoria lle-
gó a su fin poco después del golpe militar del 
12 de septiembre de 1980. Según Amnistía 
Internacional, 50 personas fueron ejecutadas 
entre 1980 y 1984, 27 de ellas por delitos vin-
culados a la política en virtud de los artículos 
125 y 146/1 del Código Penal. La mayoría de 
las penas de muerte fueron impuestas por tri-
bunales militares bajo la ley marcial instaurada 
en diciembre de 1978, en procesos que no se 
ajustaron a las normas internacionales. La últi-
ma ejecución tuvo lugar en 1984 y generó una 
intensa protesta a nivel internacional, pero los 
tribunales turcos continuaron imponiendo pe-
nas de muerte. La ley marcial fue suspendida 
por completo en julio de 1987, allanando el ca-
mino para la abolición de esta pena.

En noviembre de 1990, la Gran Asamblea Na-
cional ratificó una reforma del Código Penal 
que redujo el número de delitos sanciona-
bles con pena de muerte a 13, entre ellos, el 
asesinato y delitos políticos como el separa-
tismo. Dando un paso más hacia la abolición, 
el Parlamento aprobó en abril de 1991 la Ley 
Antiterrorista, que conmutó todas las penas 
de muerte impuestas por delitos cometidos 
antes del 8 de abril de 1991. Esta disposición 
se aplicó a los condenados a muerte por de-
litos políticos en virtud del Código Penal, así 
como por violación y tráfico de drogas, delitos 
penados en el Código Militar. El Primer Minis-
tro retiró inmediatamente los expedientes de 
276 prisioneros cuyas sentencias de muerte 

se encontraban pendientes de ratificación por 
la Gran Asamblea Nacional. Si bien Turquía es-
tableció una moratoria de facto para las ejecu-
ciones, la pena de muerte se mantuvo vigen-
te en su legislación, los tribunales nacionales 
continuaron aplicándola, y los órganos de ape-
lación siguieron confirmando las sentencias.

Turquía es miembro del Consejo de Europa des-
de el 13 de abril de 1950 y ratificó el Convenio 
Europeo de Derechos Humanos en 1954. En la 
Cumbre de Estrasburgo de 1997, el Presiden-
te turco, Süleyman Demirel, se comprometió a 
abolir la pena de muerte, manteniendo vigen-
te, hasta lograrlo, la moratoria que se había 
establecido para las ejecuciones pendientes. 
En 1997, una comisión parlamentaria propu-
so un proyecto de Código Penal en el que se 
reemplazaba la pena de muerte por la cadena 
perpetua y, a comienzos de 1999, el Gobierno 
informó al Consejo de Europa de que conside-
raba prioritaria la aprobación del proyecto. No 
obstante, a junio de 1999, los tribunales de 
apelación habían confirmado 47 condenas a 
muerte.

La presión para retomar las ejecuciones se 
intensificó cuando el líder del Partido de los 
Trabajadores de Kurdistán (PKK), Abdullah 
Öcalan, fue condenado a muerte el 29 de junio 
de 1999 por "traición y separatismo", a pesar 
de que, al parecer, el juez a cargo de la causa 
se expresó de forma general en contra de la 
pena de muerte una vez finalizado el juicio. Go-
biernos europeos, organizaciones interguber-
namentales y varias ONG solicitaron a Turquía 
que conmutara la pena y le advirtieron que 
no reanudara las ejecuciones. El Parlamento 
Europeo también avisó a Turquía en 1999 de 
que ejecutar a Öcalan "sería perjudicial para el 
proceso de integración de Turquía en la Unión 
Europea". En enero de 2000, se suspendió la 
ejecución de su pena de muerte a fin de que 
la examinara el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos (TEDH). No obstante, en octubre de 
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2002, el Tribunal de Seguridad del Estado con-
mutó la pena antes de que el TEDH emitiera su 
sentencia.

Turquía es candidata para ingresar a la Unión 
Europea y, entre los requisitos para ellos, se 
encuentra el de la abolición de la pena de 
muerte. La Unión Europea le solicitó que, a 
corto plazo, mantuviese la moratoria de facto 
de las ejecuciones y que, a medio plazo, dero-
gase la pena de muerte y también ratificase 
los protocolos correspondientes de la Conven-
ción Europea de Derechos Humanos. Como 
respuesta, Turquía comenzó a avanzar hacia la 
abolición de la pena capital.

En octubre de 2001, se aprobó una enmienda 
al artículo 38 de la Constitución, mediante la 
cual se prohibió aplicar la pena de muerte a ac-
tos delictivos, pero se mantenía para los tiem-
pos de guerra y los "delitos terroristas". El 3 de 
agosto de 2002, el Parlamento turco adoptó 
un paquete de reformas que incluía una ley 
para abolir la pena de muerte en tiempos de 
paz y reemplazarla por la cadena perpetua en 
el caso de los "delitos terroristas". En noviem-
bre de 2002, se conmutó la pena de muerte 
de, entre otros, 180 miembros del PKK por la 
de cadena perpetua. Un año más tarde, en no-
viembre de 2003, Turquía ratificó el Protocolo 
nº 6 del Convenio Europeo de Derechos Huma-
nos, relativo a la abolición de la pena de muer-
te en tiempos de paz.

En 2004, cumplidos los dos años del mandato 
del actual Primer Ministro turco, Recep Tayyip 
Erdoğan, Turquía dio el paso final y abolió la 
pena de muerte para todos los delitos en su 
Constitución y Código Penal. El 7 de mayo de 
ese año, el Parlamento turco adoptó la Ley 
nº 5170, mediante la cual se derogó el texto 
del artículo 15 de la Constitución en el que se 
contemplaba la pena de muerte en tiempos 
de guerra y se agregó lo siguiente al artículo 
38: "La pena de muerte […] no será impuesta". 

Posteriormente, el 14 de julio de 2004, el Par-
lamento aprobó la Ley nº 5218, la "novena ley 
de armonización", a través de la cual se derogó 
la pena de muerte en todos los artículos del 
Código Penal y se la sustituyó por la cadena 
perpetua.

Para profundizar en su compromiso con el 
abolicionismo a nivel internacional, Turquía se 
adhirió en 2006 al Protocolo nº 13 del Conve-
nio Europeo de Derechos Humanos, relativo a 
la abolición de la pena de muerte en todas las 
circunstancias, y también al Segundo Protoco-
lo Facultativo del PIDCP, destinado a abolir la 
pena de muerte. En la Asamblea General de las 
Naciones Unidas del año 2007, Turquía votó a 
favor de la resolución en que se exhortaba al 
establecimiento de una moratoria de las eje-
cuciones a nivel mundial con miras a abolir la 
pena de muerte. También votó a favor de to-
das las resoluciones posteriores relativas a la 
pena de muerte, aprobadas en 2008, 2010, 
2012, 2014 y 2016.

Recientemente, después del golpe de Estado 
fallido que se produjo en Turquía en julio de 
2016, el Presidente Erdogan empezó a abo-
gar por la reinstauración de la pena capital en 
el país. El 16 de abril de 2017, se celebró un 
referéndum relativo a una modificación de la 
Constitución por la que Turquía pasaría de ser 
un sistema parlamentario a uno presidencialis-
ta, lo que conferiría al Presidente un poder sin 
precedentes. El Presidente Erdogan ganó el re-
feréndum por una pequeña mayoría de los vo-
tos (el 51,4% de los votantes se decantó por el 
"sí" a las reformas constitucionales). Según se 
informa, el Presidente Erdogan declaró que si el 
Parlamento apoyara un proyecto de ley para re-
instaurar la pena de muerte y se lo presentase, 
él lo firmaría. Hasta la fecha, no se ha avanzado 
hacia restitución de este castigo en el país.

Turquía es uno de los miembros fundadores 
del Grupo de Apoyo de la CIPM.
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ESTADOS UNIDOS DE 
AMÉRICA

La pena de muerte fue suspendida en Esta-
dos Unidos de América entre 1972 y 1976 
porque el Tribunal Supremo resolvió en una 
serie de causas que se había aplicado de 
forma inconstitucional. Las ejecuciones se 
reanudaron en 1977, cuando Gary Gilmore 
renunció a su derecho de apelación y fue 
ejecutado por un pelotón de fusilamiento 
en Utah. Si bien a nivel nacional el Gobier-
no federal estadounidense mantiene la 
pena de muerte, un número creciente de 
estados la ha derogado. Hasta marzo de 
2018, 19 estados la han abolido y la mayo-
ría de los 31 que aún la mantienen no llevan 
a cabo ejecuciones, dado que solo consta 
que lo hicieran ocho en 2017.

Hay ejecuciones de forma 
regular en una cantidad re-
ducida de estados, principal-
mente del sur. En 2017, el 

30% de las ejecuciones totales tuvieron lugar 
en Texas. Ocho estados ajusticiaron reos en 
2017, lo que supone un incremento con respec-
to a los cinco estados que lo hicieron en 2016. 
Varios estudios han concluido que existe discri-
minación racial y geográfica en la aplicación de 
la pena de muerte en Estados Unidos, el único 
país democrático y desarrollado que aplica esta 
sanción a menores de 18 años, aun cuando su 
Tribunal Supremo consideró en la causa Roper 
c. Simmons (543 U.S. 551, 2005) que constitu-
ye un "castigo cruel e inusual" que se encuentra 
prohibido por la Constitución. 

Los informes indican que en 2017 se dictaron 
41 penas de muerte y se ejecutó a 23 per-
sonas en Estados Unidos, cifras que superan 
en ambos casos las de 2016. Sin embargo, la 
tendencia general en la última década ha sido 

la disminución de la cantidad de ejecuciones 
anuales, así como del respaldo popular a la 
pena de muerte en muchos estados. Entre los 
factores más importantes que explican esta 
tendencia se encuentra la existencia de cada 
vez más pruebas de condenas erróneas que 
han llevado a que se condene a muerte a per-
sonas inocentes e incluso se las ejecute; las 
dudas crecientes respecto del efecto disua-
sorio de la pena capital; las críticas al altísimo 
coste de las ejecuciones, a las que se dedican 
fondos que se aprovecharían más si se invir-
tiesen en hacer cumplir la ley; y la mayor fre-
cuencia con que los familiares de las víctimas 
manifiestan su oposición a este castigo. 

Organizaciones religiosas, representantes de 
grupos minoritarios, líderes civiles, abogados, 
colegios de abogados estatales, municipios y 
asociaciones psiquiátricas han luchado intensa-
mente contra la pena de muerte en todo el país 
o han destacado las fallas del sistema. Organiza-
ciones de la sociedad civil a favor de la abolición 
de la pena de muerte, incluido el Death Penalty 
Information Center, con sede en Washington, 
han desempeñado un papel importante infor-
mando a la población acerca de las condenas 
injustas. Los medios de comunicación, como la 
prensa, también han contribuido a la lucha con-
tra la reintroducción de la pena de muerte en es-
tados como Iowa y Virginia Occidental.

Se tiene constancia de la abolición de la pena 
de muerte en siete estados: Connecticut 
(2012), Delaware (2016)4 , Illinois (2011), Ma-
ryland (2013), Nueva Jersey (2007), Nuevo 
México (2009) y Nueva York (2007). En los es-
tados de Colorado (2013), Oregón (2011), Pen-
silvania (2015) y Washington (2014), se ha es-

4 Según la información a la que ha tenido acceso la CIPM, en 

2016, el Tribunal Supremo de Delaware derogó la norma por la 

que se regían las condenas a muerte en el estado, por lo que ya 

no existe ninguna forma válida de dictarlas. No obstante, en mayo 

de 2017, la Cámara de Representantes de este estado aprobó un 

proyecto de ley relativo a la reinstitución de la pena de muerte que 

se encuentra en trámite en el Senado.	
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tablecido una moratoria de las ejecuciones por 
mandato de sus Gobernadores. El Gobernador 
de Colorado, John Hickenlooper, sostuvo lo si-
guiente: "Antes pensaba que la pena capital 
cumplía una función disuasoria. Lamentable-
mente, se siguen cometiendo delitos aunque 
se castiguen con la muerte. Esta sanción no 
está contribuyendo a crear un mundo ni más 
seguro ni mejor". Recientemente, en febrero 
de 2018, el Senado del estado de Washing-
ton votó a favor de la derogación de la pena 
de muerte en dicho estado y el proyecto de 
ley se encuentra en trámite en la Cámara de 
Representantes.

Los procesos de abolición llevados a cabo en 
los estados de Connecticut, Meryland y Nuevo 
México se detallan a continuación. Los Gober-
nadores de los estados han desempeñado un 
papel importante a la hora de decidir sobre la 
continuidad de la pena capital en sus respec-
tivos territorios. En Estados Unidos, el Gober-
nador de un estado puede tener la atribución 
de indultar a un condenado, así como la de 
sancionar o vetar un proyecto de ley para abo-
lir la pena de muerte aprobado por el órgano 
legislativo. 

Estados Unidos votó en contra de la resolu-
ción de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas de 2007 y de las demás resoluciones 
posteriores en las que se exhortaba al esta-
blecimiento de una moratoria de las ejecucio-
nes a nivel mundial con miras a abolir la pena 
de muerte.

Connecticut

El 25 de abril de 2012, el estado de Con-
necticut abolió la pena de muerte, convir-
tiéndose en el decimoséptimo estado de 
Estados Unidos de América en seguir este 
camino. El Gobernador Dannel Malloy firmó 
el proyecto de ley mediante el cual se susti-
tuyó la pena capital por la de cadena perpe-

tua sin posibilidad de libertad condicional. 
No obstante, la abolición no se aplicó de 
forma retroactiva a las once personas que 
ya se encontraban condenadas a muerte en 
aquella fecha.

Connecticut había reestablecido la pena de 
muerte en 1973; no obstante, y en consonan-
cia con las decisiones del Tribunal Supremo, la 
prohibió para los acusados con "retraso men-
tal" (Atkins c. Virginia, 536 U.S. 304, 2002) o 
que tuvieran menos de 18 años en el momen-
to de la comisión del delito (Roper c. Simmons, 
ibíd.). Después de que se restituyera la pena de 
muerte, se ejecutó a una persona en el estado.

En 2009, las dos cámaras legislativas estata-
les aprobaron un proyecto de ley para abolir la 
pena de muerte, pero el entonces Gobernador 
lo vetó. En 2011, se frustró un proyecto similar 
en el Senado, principalmente debido a la publi-
cidad generada por un caso de pena de muerte 
de gran repercusión.

Entre los opositores a la pena de muerte más 
prominentes en el estado se encontraban la 
Iglesia Católica, la organización Connecticut 
Network to Abolish the Death Penalty (CNADP) 
y ex miembros de las fuerzas del orden. Los pe-
riódicos más influyentes del estado publicaron 
editoriales a favor de la abolición. En 2004, las 
ciudades de New Haven y Hartford aprobaron 
resoluciones en contra de la pena de muerte en 
Connecticut. En enero de 2003, la Comisión so-
bre la Pena de Muerte de Connecticut, creada 
en 2001 por la Asamblea General de Connec-
ticut (órgano legislativo del estado), publicó un 
estudio sobre la aplicación de la pena de muer-
te en el que se concluía que existían disparida-
des raciales y geográficas en la imposición de 
este castigo en el estado. Este estudio ayudó a 
inclinar la balanza en el debate.

En abril de 2012, el Senado y la Cámara de Re-
presentantes estatales aprobaron un proyecto 
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de ley que el gobernador Dannel Malloy sancio-
nó y respecto del cual comentó: 

"Trabajé como fiscal durante años […] y sé 
por experiencia propia que nuestro siste-
ma judicial […] se encuentra sujeto a la fa-
libilidad de las personas que lo integran. Vi 
procesados que no fueron adecuadamente 
representados por sus abogados. Presencié 
cómo se acusaba injustamente a algunas 
personas o se confundía su identidad. Vi 
discriminación. Por eso, llegué a la conclu-
sión de que derogar la pena de muerte era 
la única forma de asegurarse de que no se 
aplique injustamente".

El Gobernador también destacó el importante 
papel que desempeñaron las familias de las víc-
timas que se opusieron a la pena de muerte e 
hicieron campaña en contra de la misma ante el 
órgano legislativo estatal. Finalmente, la aboli-
ción fue aprobada, a pesar de que se señalaba 
que el 48% de los votantes del estado continua-
ban estando a favor de la pena capital, mientras 
que solo un 43% se había expresado en contra.

Maryland

El estado de Maryland abolió la pena de 
muerte en 2013. La derogación no se apli-
có a las cinco personas que se encontraban 
en ese momento en el corredor de la muer-
te, pero en enero de 2015 el Gobernador 
Martin O'Malley conmutó sus penas por la 
de cadena perpetua. Maryland fue el deci-
moctavo estado de los Estados Unidos de 
América en abolir la pena capital. 

La pena de muerte se reinstauró en Maryland 
en 1978, dos años después de que el Tribunal 
Supremo de Estados Unidos resolviera que po-
dían reanudarse las ejecuciones (Gregg c. Geor-
gia, 428 U.S. 153, Proffitt c. Florida, 428 U.S. 
242, y Jurek c. Texas, 428 U.S. 26). Maryland 
había revisado previamente su normativa con 

vistas a evitar la arbitrariedad en la imposición 
de esta pena. En 1987, aprobó una ley por la 
que la que se suprimía la posibilidad de con-
denar a menores a muerte (Legislación de Ma-
ryland de 1987, capítulo 626) y se introducía 
la cadena perpetua sin posibilidad de libertad 
condicional como alternativa a la pena capital. 
Dos años después, Maryland adoptó normativa 
que ilegalizaba este castigo para los reos con 
discapacidad mental. En 1993, el Proyecto de 
Ley de la Cámara de Delegados nº 498 sustitu-
yó la cámara de gas por la inyección letal como 
método de ejecución en el estado. 

En 1996, el Gobernador Parris Nelson Glende-
ning creó un grupo de trabajo para que inves-
tigase "la disparidad racial en la aplicación de 
la pena de muerte en Maryland". En el Informe 
del Grupo de Trabajo sobre la Imparcialidad en 
la Imposición de la Pena Capital se concluía lo 
siguiente: "continúa siendo preocuparte la alta 
proporción de afroamericanos condenados a 
muerte y [...] la baja proporción de condenados 
a muerte cuyas víctimas eran afroamericanas". 
Sin embargo, el grupo de trabajo no encontró 
pruebas de discriminación racial directa o debi-
da a la raza de la víctima en los casos de ningu-
no de los encausados susceptibles de ser con-
denados a muerte por aquel entonces. 

Tres años después, el Gobernador Glende-
ning impulsó y financió el estudio "Un análisis 
empírico del sistema de aplicación de la pena 
de muerte Maryland en relación con las reper-
cusiones de la raza y el ámbito jurisdiccional", 
que se encargó a la Universidad de Maryland 
en College Park (Dr. Ray Paternoster). En 2003, 
en el informe final del estudio, se concluyó que 
existía un sesgo racial y territorial en las conde-
nas a muerte en Maryland y que, en particular, 
los homicidios cometidos por afroamericanos 
cuya víctima era blanca y los asesinatos eran 
los delitos para los que era más probable que 
se dictase la pena capital. 
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En 2002, el Gobernador Glendening anunció 
una moratoria en la aplicación de la pena de 
muerte en el estado, pero la limitó a la dura-
ción de su mandato. Su sucesor, el Goberna-
dor Robert Ehrlich Jr. le puso fin en 2003 y per-
mitió que se reanudaran las ejecuciones. 

En 2006, el Tribunal de Apelación de Maryland 
invalidó el protocolo de la inyección letal, lo 
cual supuso, en la práctica, el anuncio de una 
moratoria de las ejecuciones en el estado. 

En 2008, el Proyecto de Ley de la Cámara de 
Delegados nº 1111 dispuso la creación de la 
Comisión de Maryland sobre la Pena Capital 
(SB614/HB1111), que investigó las disparida-
des raciales, territoriales y socioeconómicas; 
el coste económico de la pena de muerte; y 
otras cuestiones relativas a la imposición de 
este castigo. En su informe final, recomen-
daba la abolición de la pena de muerte en el 
estado. Como aspectos clave, concluyó que 1) 
existían disparidades raciales y territoriales en 
Maryland; 2) el coste económico de la pena de 
muerte era sustancialmente mayor que el de 
la cadena perpetua; y 3) no había pruebas de 
que la pena capital contribuyese a reducir la 
delincuencia violenta en el estado. 

Un año después, en lugar de abolir la pena de 
muerte, Maryland estableció la normativa más 
restrictiva al respecto de Estados Unidos. Solo 
podía dictarse la pena capital cuando hubiese 
pruebas de ADN o de índole biológica que rela-
cionasen al acusado con el asesinato o cuan-
do la culpabilidad de este se pusiese de mani-
fiesto en una grabación en vídeo, en la que, o 
bien se mostrase su interrogatorio y confesión 
voluntarios, o bien quedase acreditada de for-
ma concluyente su relación con el delito. Dejó 
de poderse condenar a muerte a un reo única-
mente sobre la base de las declaraciones de 
un testigo presencial. 

En enero de 2013, se presentó al Senado es-
tatal el Proyecto de Ley del Senado nº 0276, 
que tenía por objeto abolir la pena de muerte 
en Maryland y sustituirla por la cadena per-
petua sin posibilidad de libertad condicional. 
El 6 de marzo, el proyecto fue aprobado por 
27 frente a 20 votos y, al día siguiente, se re-
mitió a la Cámara de Delegados de Maryland, 
que lo refrendó con 82 votos a favor a fa-
vor y 56 en contra. El 2 de mayo de 2013, 
el Gobernador Martin O'Malley sancionó el 
capítulo 156 del Proyecto de Ley del Senado 
nº 0276, que entró en vigor como la Ley rela-
tiva a la Abolición de la Pena de Muerte y su 
Sustitución por la Cadena Perpetua sin Posi-
bilidad de Libertad Condicional. O'Malley de-
claró lo siguiente: "Me sentía en la obligación 
de hacer todo lo que estuviese en mi mano 
para modificar nuestra normativa y abolir la 
pena de muerte, de manera que pudiésemos 
centrarnos en adoptar medidas verdadera-
mente eficaces para reducir la delincuen-
cia violenta". La abolición de la pena capital 
carecía de retroactividad, por lo que no era 
de aplicación a las cinco personas ya conde-
nadas a muerte. El 20 de enero de 2015, el 
último día de su segundo mandato, el Gober-
nador O'Malley conmutó la pena a los cuatro 
reos que seguían en el corredor de la muerte 
de Maryland por la de cadena perpetua. 

Uno de los más firmes opositores a la pena ca-
pital en Maryland fue Kirk Noble Bloodsworth, 
un inocente que fue exonerado en 1993 des-
pués de pasar casi nueve años en la cárcel, dos 
de ellos con la perspectiva de ser ejecutado. 
Fue el primer condenado en Estados Unidos 
cuya inocencia quedó demostrada mediante 
una prueba de ADN. 

Nuevo México

El 18 de marzo de 2009, Nuevo México se 
convirtió en el decimoquinto estado de 
los Estados Unidos de América en abolir 
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la pena de muerte, cuando el Gobernador 
Bill Richardson firmó el proyecto de ley me-
diante el cual se sustituyó este castigo por 
la cadena perpetua sin posibilidad de liber-
tad condicional. No obstante, la ley no se 
aplicó de forma retroactiva a las dos per-
sonas que ya se encontraban condenadas 
a muerte en aquel momento.

Desde que se reanudaran las ejecuciones en 
Estados Unidos en 1977, Nuevo México solo 
llevó a cabo una, en 2001. Antes de dicha eje-
cución, el entonces Gobernador destacó que 
"eliminar la pena de muerte en el futuro podría 
ser una mejor política pública, dada la realidad 
que rodea hoy a esta pena". Cuatro hombres 
habían sido condenados a muerte en Nuevo 
México en 1974, pero se los exoneró dos años 
más tarde. El 10 de febrero de 2001, el Senado 
estatal rechazó en reñida votación por un voto 
un proyecto de ley para abolir la pena de muer-
te. Una encuesta de ámbito estatal realizada 
en 2008 arrojó que el 64% de los habitantes 
de Nuevo México estaba a favor de sustituir la 
pena de muerte por la cadena perpetua sin po-
sibilidad de libertad condicional y la obligación 
de compensar a las familias de las víctimas.

Se realizó una dedicada y convincente cam-
paña en contra de la pena de muerte en el 
estado, en la que participaron destacadas 
personalidades de la Iglesia Católica (Nuevo 
México es un estado mayoritariamente cató-
lico) y familiares de víctimas de asesinatos. 
Algunos legisladores destacaron el elevado 
coste de las ejecuciones como razón para 
respaldar un nuevo proyecto de ley, mientras 
que otros se refirieron al riesgo de ejecutar a 
un inocente. Durante el proceso de abolición, 
los legisladores también tuvieron en cuenta 
un sólido estudio de 2008 publicado en la 
New Mexico Law Review acerca de la aplica-
ción de la pena capital entre julio de 1979 y 
diciembre de 2007, en el cual se señalaba 
que en las condenas a muerte en el estado 

influían cuestiones jurídicamente irrelevan-
tes, como el lugar o el momento en que se 
cometió el delito y la raza o etnia de la vícti-
ma y el acusado.

El proyecto de ley abolicionista de 2009 de 
Nuevo México fue aprobado con el respaldo de 
miembros de distintos partidos, por 24 votos 
frente a 18 en el Senado y 40 votos frente a 
28 en la Cámara de Representantes. Después 
de que el poder legislativo aprobara el proyec-
to de ley en marzo de 2009, el entonces Go-
bernador Bill Richardson quiso conocer la opi-
nión de la ciudadanía y fue exhortado a apoyar 
la norma por el ex-Presidente Jimmy Carter. La 
posibilidad de que se produjese un error judi-
cial fue clave para la decisión del Gobernador 
que, aunque había apoyado la pena de muer-
te al tomar posesión de su cargo, cambió de 
opinión y sancionó la ley que abolía este cas-
tigo. En sus palabras, lo que removió su con-
ciencia fue el auténtico riesgo que existía de 
ejecutar a una persona inocente, por lo que 
llegó a la conclusión de que mantener la pena 
de muerte, con la posibilidad inherente de que 
se incurriese en un error judicial grave, no era 
lo correcto. Explicó que otro factor que había 
influido en él había sido la tendencia mundial a 
favor de la abolición: "Desde la perspectiva de 
los derechos humanos a nivel internacional, no 
hay motivos para que Estados Unidos no esté 
a la par del resto del mundo en este asunto". 
No obstante, reconoció que aprobar el proyec-
to de ley de abolición había sido "la decisión 
más difícil de [su] carrera política".
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UZBEKISTÁN

En 2005, la República de Uzbekistán (Uz-
bekistán) abolió la pena de muerte, con 
efectos a partir del 1 de enero de 2008, 
mediante un decreto del Presidente Islam 
Karimov. Uzbekistán se adhirió al Segundo 
Protocolo Facultativo del PIDCP en diciem-
bre de 2008. La última ejecución de la que 
se tiene constancia en el país tuvo lugar en 
2005. 

La independencia de Uz-
bekistán, que se produjo el 
31 de agosto de 1991, dio 
paso a dos periodos de re-

formas que tuvieron a los derechos humanos 
y las libertades fundamentales como objeti-
vos importantes: 1) el primero (1991-2000), 
de transición y construcción institucional, y 
2) el segundo (2001-2007), de modernización 
y renovación dinámica de la democracia. En 
la primera fase, Uzbekistán se adhirió a seis 
importantes tratados internacionales de de-
rechos humanos de las Naciones Unidas, creó 
organismos en este ámbito y promovió la for-
mación en la materia a nivel nacional. La abo-
lición de la pena de muerte el 1 de enero de 
2008 formaba parte de la segunda fase, que 
se centró en mejorar las leyes y las estructu-
ras democráticas. 

Cuando Uzbekistán accedió a la independen-
cia en 1991, más de 30 artículos de su Código 
Penal todavía preveían la pena de muerte. El 
nuevo Código Penal de la República de Uzbe-
kistán, de 1994, la mantenía en 13 artículos. 
En 1998, el número de los que la contempla-
ban se redujo a 8; en 2001, a 4 y en 2003, a 
2 (art. 97: asesinato premeditado con circuns-
tancias agravantes; art. 155: terrorismo). La 
pena de muerte estaba prohibida para los me-
nores, las mujeres y quienes hubieran cumpli-
do los 60 años. 

Con el Decreto de Abolición de la Pena de 
Muerte en la República de Uzbekistán, dictado 
por el Presidente Islam Abduganiyevich Kari-
mov el 1 de agosto de 2005, Uzbekistán anun-
ció que aboliría la pena capital el 1 de enero de 
2008 y la sustituiría por la cadena perpetua o 
por penas de prisión de larga duración. Aunque 
oficialmente no se estableció ninguna morato-
ria durante los 28 meses que mediaron entre 
la aprobación del Decreto y la abolición de la 
pena de muerte, nadie fue condenado a ella 
después de 2005. 

La abolición inmediata se rechazó con el argu-
mento de que eran necesarias reformas pre-
vias, porque, según el decreto del Presidente, 
"la abolición de la pena de muerte exige impor-
tantes campañas de concienciación [...] que 
aporten a los ciudadanos datos fiables para 
comprender la necesidad de liberalizar las pe-
nas y abolir la pena de muerte". El decreto es-
tablecía también que debían adoptarse "me-
didas organizativo-preparatorias", tales como 
construir complejos o edificios para aquellos 
presos a los que se les hubiera conmutado la 
pena de muerte por la de cadena perpetua y 
formar a personal para trabajar en dichas ins-
talaciones. Además de ello, debían mejorarse 
el Código Penal, la Ley de Enjuiciamiento Cri-
minal y la Ley de Ejecución Penal, modifican-
do o añadiendo lo que fuera necesario; ello 
debía realizarse sobre la base y con la ayuda 
del análisis de la legislación de países que ya 
habían abolido la pena de muerte y a partir de 
sus experiencias en los procedimientos legis-
lativos seguidos para sustituir la pena capital 
por la de cadena perpetua o prisión de larga 
duración. El Presidente Islam Karimov afirmó 
que "la evolución más importante dentro del 
proceso de liberalización del sistema jurídico-
judicial y de las sanciones penales que está 
teniendo lugar en la República de Uzbekistán 
es la disminución gradual del ámbito de aplica-
ción de la pena de muerte".  
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El 29 de junio de 2007, el Senado aprobó la 
ley por la que se abolía la pena de muerte por 
la vía de una reforma constitucional. El 1 de 
enero de 2008, Uzbekistán abolió la pena de 
muerte para todos los delitos. Posteriormen-
te, en abril de 2008, el Tribunal Supremo ini-
ció el proceso de revisión de las condenas a 
muerte. 

Tras la abolición de la pena de muerte y las 
consiguientes reformas legales y judiciales, 
Uzbekistán se adhirió al Segundo Protocolo 
Facultativo del PIDCP en diciembre de 2008. 

En la Asamblea General de las Naciones Uni-
das, en 2007, Uzbekistán votó a favor de la 
resolución que instaba a una moratoria en las 
ejecuciones a nivel mundial con miras a abo-
lir la pena de muerte. Lo mismo hizo en 2008, 
2010, 2012, 2014 y 2016. 
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En esta publicación se han descrito las experiencias de 26 países y 3 estados de Estados 
Unidos que han tomado medidas para abolir la pena de muerte. Estas son algunas de las vías 
seguidas y lecciones aprendidas de sus experiencias. 

1.	 La vía del compromiso internacional hacia la abolición de la pena de muerte

Países como Mongolia y Benín han emprendido su camino hacia la abolición a través de la vía 
relativamente nueva de asumir un compromiso internacional: adhiriéndose al Segundo Proto-
colo Facultativo del PIDCP, destinado a abolir la pena de muerte. 

Madagascar también firmó el Segundo Protocolo Facultativo del PIDCP antes de abolir la pena 
de muerte definitivamente, pero lo ratificó una vez concluido el proceso interno de abolición. 

Países como Guinea y Congo votaron a favor de las resoluciones de la Asamblea General de 
las Naciones Unidas que instaban a una moratoria mundial del uso de la pena de muerte previa 
a su abolición. 

2.	 Sentencias de los Tribunales Constitucionales 

En Sudáfrica y Guatemala, el Tribunal Constitucional desempeñó -y, en el caso de Guatemala, 
sigue desempeñando- un papel decisivo. En Sudáfrica, el Tribunal Constitucional declaró que la 
pena de muerte vulneraba los derechos humanos. Por su parte, las resoluciones del Tribunal 
Constitucional de Guatemala llevaron al país a abolir la pena capital para los delitos comunes. 

LECCIONES APRENDIDAS A 
PARTIR DE LAS EXPERIENCIAS 
DE ABOLICIÓN DE LA PENA DE 
MUERTE EN LOS ESTADOS 



66

LA ABOLICIÓN DE LA PENA DE MUERTE EN LOS ESTADOS

3.	 La ruptura con un pasado represivo

Algunos países han utilizado la abolición de la pena de muerte para romper con un pasado 
autoritario o para superar conflictos en los que se cometieron genocidios y crímenes de lesa 
humanidad. Camboya, Alemania, Haití, Ruanda, Sudáfrica o España son ejemplos de ello. 

4.	 Reformas constitucionales 

Países como Camboya, Haití, Kirguistán, la República del Congo, Turquía y Uzbekistán 
abolieron la pena de muerte mediante la reforma de su Constitución, antes de eliminarla de 
las leyes. 

En México, la abolición de la pena capital se recogió primero en las leyes y se ratificó después 
mediante una reforma constitucional. 

5.	 El papel de las Asambleas/ los Parlamentos Nacionales

En Australia, el Parlamento Federal prohibió la pena de muerte. En Fiyi, Madagascar, Nueva 
Zelanda y Senegal, los Parlamentos votaron a favor de su abolición. La Asamblea Nacional de 
Togo la eliminó de todos los delitos en el país y aprobó por unanimidad la ley que permitía la 
adhesión al Segundo Protocolo Facultativo del PIDCP. En Uzbekistán, el Senado aprobó la ley 
que abolía la pena de muerte por la vía de la reforma constitucional. En Surinam, un miembro 
de la Asamblea Nacional alertó a la comunidad internacional sobre la situación de la pena de 
muerte en el país y solicitó su apoyo. Las acciones posteriores contribuyeron a revitalizar el 
proceso conducente a su abolición.

6.	 La importancia de la comunidad internacional

La comunidad internacional -de la que forman parte las Naciones Unidas, la UE y sus institu-
ciones y las organizaciones de la sociedad civil- ha desempeñado un papel decisivo en ciertos 
Estados, junto con el liderazgo político. La presión internacional influyó en los procesos abo-
licionistas en países como Ruanda o España. La organización de debates en sus respectivos 
órganos legislativos nacionales y la celebración de actos con ocasión del Día Mundial contra la 
Pena de Muerte fueron también clave en Madagascar y Surinam. 

7.	 Establecimiento de moratorias sobre las ejecuciones

El establecimiento de una moratoria oficial sobre las condenas de muerte y las ejecuciones 
constituyó el primer paso en varios países, entre ellos, Kazajistán, Kirguistán, Mongolia, Sud-
áfrica y Filipinas. 

Otros —como Fiyi, Guatemala, Guinea, Congo, Surinam o Turquía— estuvieron mucho tiempo 
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sin llevar a cabo ejecuciones, por lo que se entendió que habían establecido una moratoria de 
facto. 

Estas moratorias solían ir acompañadas de la conmutación de la pena de muerte por penas de 
prisión, tal y como se desprende de las experiencias de Mongolia, Guatemala y Filipinas. 

8.	 Reducción del alcance de la pena de muerte 

Algunos países han decidido reducir de distintas formas el alcance de la pena de muerte como 
paso previo a su abolición definitiva: 

-	 Argentina, Fiyi, Guinea, Portugal y Sudáfrica decidieron eliminarla para los delitos co-
munes antes de abolirla por completo. A día de hoy, Kazajistán y Guatemala también la han 
suprimido para los delitos comunes. 

-	 En Kazajistán y Turquía, el número de delitos castigados con la pena de muerte se fue 
reduciendo de forma progresiva. 

9.	 Liderazgo político

Todas estas iniciativas y experiencias se fundamentan en un elemento que desempeña un 
papel esencial: el liderazgo político. En algunos casos, sus rasgos vienen determinados por el 
compromiso y las convicciones personales de los dirigentes (por ejemplo, en Francia, Mongo-
lia y Filipinas, así como en los estados de Estados Unidos, donde la labor de los Gobernado-
res en este ámbito resulta decisiva). 

En otros, el liderazgo político garantiza que se aplique la abolición dejando atrás un pasado 
autoritario, superando conflictos o consolidando instituciones democráticas como los órganos 
parlamentarios o el Estado de Derecho. Países como México han adoptado medidas para pro-
teger a sus ciudadanos condenados a muerte en el extranjero. 

El liderazgo es clave para abolir la pena de muerte, puesto que fomenta el respeto y la protec-
ción del derecho a la vida. Por ello ha de tratarse de un liderazgo basado en principios ejercido 
por los Jefes de Estado, que a menudo incorpora importantes contribuciones de los Jefes de 
Gobierno, los Presidentes de Parlamentos y Tribunales Constitucionales, los Gobernadores o 
los Fiscales Generales.
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La Comisión Internacional contra la Pena de Muerte se creó el 7 de octubre de 2010 en Ma-
drid y es fruto de una iniciativa española destinada a reforzar la tendencia mundial a abolir la 
pena capital. La CIPM es contraria a la pena de muerte en cualquier circunstancia e insta al 
establecimiento de una moratoria mundial de las ejecuciones como paso previo a la abolición 
definitiva. 

Integran la Comisión 21 Comisarios de alto perfil y la dirige su Presidenta, la magistrada Navi 
Pillay. Los Comisarios representan a todas las regiones del mundo, lo que demuestra que la 
abolición de la pena de muerte es una preocupación a escala mundial y no una causa exclusiva 
de una región concreta. No representan a sus respectivos países y adoptan sus decisiones con 
total independencia. Sus miembros son:
 
•	 Navanethem (Navi) Pillay (Presidenta): ex Alta Comisionada de las Naciones Unidas para 

los Derechos Humanos (2008-2014), ex-Magistrada de la Corte Penal Internacional de la 
Haya (2003-2008) y ex-Magistrada y ex-Presidenta del Tribunal Penal Internacional para 
Ruanda (1995-2003).

•	 Ruth Dreifuss (Vicepresidenta): ex-Presidenta (1999) y ex-Ministra de Interior, Suiza.
•	 Ibrahim Najjar (Vicepresidente):  ex-Ministro de Justicia, Líbano (2008-2011).
•	 Michèle Duvivier Pierre-Louis (miembro del Comité Directivo): ex Primera Ministra, Haití 

(2008-2009).
•	 Hanne Sophie Greve (miembro del Comité Directivo): Magistrada y Vicepresidenta del 

Tribunal Superior del Gulating de Noruega occidental y ex-Magistrada del Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos (1998-2004).

•	 Louise Arbour: ex Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
(2004-2008).

•	 Marc baron Bossuyt: miembro del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial 
de las Naciones Unidas, miembro del Tribunal Permanente de Arbitraje y ex-Magistrado del 
Tribunal Constitucional de Bélgica. Es el autor del Segundo Protocolo Facultativo del PIDCP, 
destinado a abolir la pena de muerte, que fue aprobado el 15 de diciembre de 1989 por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas.

LA COMISIÓN INTERNACIONAL 
CONTRA LA PENA DE MUERTE
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•	 Marzuki Darusman: ex Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la situación de los 
derechos humanos en la RPCN (Corea del Norte) (2010-2016); ex Fiscal General, Indonesia 
(1999-2001). 

•	 Tsakhiagiin Elbegdorj: ex-Presidente de Mongolia (2009-2017).
•	 Sylvie Kayitesi: Vicepresidenta del Tribunal Constitucional de Ruanda; Presidenta del Gru-

po de Trabajo sobre la Pena de Muerte y las Ejecuciones Extrajudiciales, Sumarias o Arbitra-
rias en África de la CADHP; ex-Ministra de Servicios Públicos y Trabajo, Secretaria de Estado 
en el Ministerio de Tierras, Reasentamiento y Protección del Medio Ambiente de Ruanda.

•	 Ioanna Kuçuradi: Cátedra UNESCO de Filosofía y Derechos Humanos (desde 1998); profe-
sora de Filosofía y Directora del Centro de Investigación y Aplicación de Derechos Humanos, 
Universidad de Maltepe, Estambul (Turquía) (desde 2006).

•	 Gloria Macapagal-Arroyo: ex-Presidenta, Filipinas (2001-2010). 
•	 Bill Richardson: ex-Gobernador, Nuevo México (EE.UU.) (2002-2010). 
•	 Ivan Simonovic: ex Subsecretario General de Derechos Humanos de las Naciones Unidas 

(2010-2016), Asesor Principal del Secretario General sobre la responsabilidad de proteger 
(2016-2018) y ex-Ministro de Justicia de Croacia (2008-2010). 

•	 Horacio Verbitsky: conocido columnista político y escritor argentino. 
•	 Federico Mayor Zaragoza (Honorary President): ex Director General, UNESCO (1987-

1999); Ministro de Educación y Ciencia, España (1981-1982); miembro del Parlamento Euro-
peo (1987). 

•	 Giuliano Amato (Honorary Member):  ex Primer Ministro, Italia (1992-1993; 2000-2001). 
•	 Robert Badinter (Honorary Member):  ex-Ministro de Justicia, Francia (1981-1986). 
•	 Mohammed Bedjaoui (Honorary Member):  ex-Ministro de Asuntos Exteriores, Argelia 

(2005-2007); Magistrado, Corte Internacional de Justicia (1982-2001).
•	 José Luis Rodríguez Zapatero (Honorary Member): ex-Presidente del Gobierno, España 

(2004-2011). 
•	 Marta Vilardell Coma (Honorary Member): ex-Embajadora española para Asuntos Huma-

nitarios y Sociales y para la Pena de Muerte (2015). 
•	 Rodolfo Mattarollo (1939-2014): ex-Subsecretario para Derechos Humanos, Argentina 

(2005-2007). 
•	 Asma Jilani Jahangir (1952-2018): ex Relator Especial de las Naciones Unidas sobre eje-

cuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias (2002-2010). 

Para más información sobre la CIPM, véase www.icomdp.org
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•	 Amnistía Internacional, Informes Anuales: condenas a muerte y ejecuciones en 2017, 2016, 2015, 
2014, 2013, 2012, 2011, 2010, 2009 y 2008. 
Disponible en: https://www.amnesty.org/es/what-we-do/death-penalty/ 

•	 Cornell Law School: Cornell Centre on the Death Penalty Worldwide. 
Disponible en: http://www.deathpenaltyworldwide.org/ 
 
•	 Death Penalty Information Centre.
Disponible en: https://deathpenaltyinfo.org/ 

•	 Ensemble contre la Peine de Mort.
Disponible en: http://www.ecpm.org/ 

•	 Hands off Cain, base de datos. 
Disponible en: http://www.handsoffcain.info/bancadati/ 

•	 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, "Pena de muer-
te". Disponible en: https://www.ohchr.org/SP/Issues/DeathPenalty/Pages/DPIndex.aspx 

•	 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, "Examen Perió-
dico Universal". Disponible en: https://www.ohchr.org/SP/HRBodies/UPR/Pages/UPRMain.aspx 

•	 Coalición Mundial contra la Pena de Muerte.
Disponible en: http://www.worldcoalition.org/es/ 

•	 Roger Hood y Carolyn Hoyle, The Death Penalty: A Worldwide Perspective, 5ª ed., OUP Oxford, 
2015 [Publicado en español con el título La pena de muerte: una perspectiva mundial, 1ª ed., Tirant lo 
Blanch, 2017].
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